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 Av. Universitaria 1801 San Miguel Lima 32
 Correo electrónico: revista@politai.pe



Pág. 4       POLITAI: REVISTA DE CIENCIA POLÍTICA 

Consejo Directivo
 Presidente Juan Arias Palomino
 Directora de Fiscalía y Recursos Humanos Alexa Fernández Gavilano
 Director de Publicaciones Edgar Luna Salazar
 Directora de Investigación Margareth Rodríguez Euscate
 Directora de Imagen institucional María José Marrou Rivera
 Director de Economía Esteban Gavilán Díaz
 Directora de Eventos Annielisse Sánchez Contreras

Comisión de Fiscalía y Recursos Humanos
Alexa Fernández Gavilano

César Clemente Poma
Consuelo Escobar Luyo

Derle Jorge Delgado
Fer Torres Llerena

María Cristina Huaynate Villanueva
Estefanía Apaza Díaz

Gabriel Zamudio Segura
Alondra Mallqui Eustaquio

Comisión de Publicaciones
Edgar Luna Salazar

Jennifer Retamozo Gonzales
Claudia Franshesca Ñaña Alfaro

Christy Yapuchura Mamani
Luis Fernando Llanos Illescas

Rosa Huamaní Pucho
Kevin Villarreal Urquizo

Claudia Torres Pérez
Dians Sullca Molina

Marianna Guzmán Sebastián
Ximena Pinillos Zegarra

Silvana Baltodano Quillahuamán
Fabiana Marcos Vivas
Geraldy Rojas López

Comisión de Investigación
Margareth Rodríguez Euscate

Ariana Ortiz Bernal
Elena Flores Capcha

Elizabeth García Rodríguez

POLITAI
REVISTA DE CIENCIA POLÍTICA



 POLITAI: REVISTA DE CIENCIA POLÍTICA        Pág. 5

José Navarro Nateros
Gonzalo Cabrera Gambetta

Luis Rojas Antonio
Sandra Ramos Castillo
Nicolás Sierra Zevallos

Michael Encalada Calderón
Romina Vílchez Sapallanay

Sergio Torres Quispe

Comisión de Imagen institucional
María José Marrou Rivera

Ana Belén Gutiérrez Pereda
Daniel Silva Philipps
Diego Sandi Suen

Adiana Ccalahuilli Melgarejo
Erick Estrada Ventura

Jhoselyn Martínez Urday
Sofía Silva Rejas

Stefany Contreras Vargas

Comisión de Economía
Esteban Gavilán Díaz

Carlos Benavides Reyes
Yhoritkey Chero Paredes

Maricarmen Amador Gutiérrez
Carlos Crespín Juárez
Nicole Loayza Roldán
Paul Flores Coapaza

Comisión de Eventos
Annielisse Sánchez Contreras

Mariano Peralta Cisneros
Paula Chata Vilca

Camila Vega Gálvez
Jhojan Carreño Flores
Romina Loayza Gaitán

Valeria Vidarte Echeverri
Jimmy Noblejas García
Fiorella Hurtado Rubio

Ricardo Bardales Requelme



Pág. 6       POLITAI: REVISTA DE CIENCIA POLÍTICA 



 POLITAI: REVISTA DE CIENCIA POLÍTICA        Pág. 7

ÍNDICE

Presentación 

Editorial

Artículos

Criminalidad organizada transnacional: de la seguridad pública a la 
amenaza geopolítica

El delito de asociación ilícita en el derecho argentino a la luz de las 
exigencias de la Convención de Naciones Unidas contra la Delin-
cuencia Organizada

Perfiles en delincuencia juvenil: Factores asociados y contrastantes 
en los tipos de delitos cometidos por adolescentes en conflicto con 
la ley

“Copiar y Pegar”: La transparencia de políticas y su influencia en la 
implementación de políticas de Vigilancia Electrónica para perso-
nas privadas de libertad en Perú y Colombia

Para mis enemigos, la ley: La corrupción como argumento para ac-
tivar mecanismos de control político en Perú (2016-2020) 

Corrupción y procesos electorales en América Latina

Corrupción en las cárceles chilenas y sus predictores desde las per-
sonas encarceladas
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PRESENTACIÓN

Crimen Organizado
y Corrupción en 
América Latina

En América Latina, la corrupción ha actuado como un faci-
litador clave del crimen organizado, debilitando el estado 
de derecho y consolidando el poder de las redes crimina-
les. La diversificación y expansión de organizaciones cri-
minales, el impacto económico y social en la población, 
así como la penetración del crimen organizado en esferas 
estatales, son aspectos de la problemática que requieren 
ser comprendidos y analizados para enfrentarlos con ma-
yor eficacia. 

A través de los artículos presentados, se evidencian las 
múltiples caras que presentan la criminalidad organizada 
y la corrupción. Por ejemplo, Sebastián Benites, Nataly 
Zorrilla y Kerly Tito examinan los perfiles de adolescentes 
en conflicto con la ley, destacando diferencias clave entre 
los factores asociados a delitos como el robo agravado, el 
tráfico ilícito de drogas y la violencia sexual, y proponien-
do enfoques diferenciados para la intervención juvenil. 
Roberto Lagos Flores analiza la criminalidad organizada 
transnacional, enfatizando cómo esta ha pasado de ser un 
problema local a convertirse en una amenaza geopolítica 
que desafía la soberanía estatal y redefine la seguridad 
regional. Por su parte, Nubia Zulma Nieto explora la rela-
ción entre corrupción y procesos electorales en América 
Latina, evidenciando cómo el fraude y la manipulación so-
cavan la legitimidad democrática. 

Las investigaciones de esta edición ofrecen no solo diag-
nósticos, sino también pistas para pensar soluciones fren-
te a los retos que se plantean. El aumento de la violencia 
transnacional y la corrupción se plantean como amenazas 
latentes, mientras que se entrevé un desafío en impulsar 
la agenda de reformas pendientes en la región. El objeti-
vo final de este número de Politai, es contribuir al debate 
académico y político, estimulando propuestas concretas 
para fortalecer la institucionalidad y la gobernabilidad en 
la región.

José Manuel Villaorduña Aristondo

CRIMEN ORGANIZADO Y CORRUPCIÓN EN AMÉRICA LATINA
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EDITORIAL

Los pilares de la gobernabilidad en América Latina enfren-
tan hoy a dos enemigos formidables y entrelazados: el cri-
men organizado y la corrupción, fuerzas que encuentran 
su sustento en las profundas brechas de desigualdad y la 
frágil estructura institucional que caracteriza a la región.

Se trata de fenómenos sostenidos tanto por actores exter-
nos que desafían al Estado desde redes criminales; como 
por las mismas autoridades políticas, que en su rol de ser-
vidores públicos favorecen sus propios intereses por sobre 
los de la sociedad civil. El crimen organizado ha sabido 
adaptarse a las realidades locales y explotar los vacíos ins-
titucionales. De la mano de este fenómeno, la corrupción 
no solo ha permeado las instituciones del Estado, sino que 
se ha convertido en un medio para la expansión de activi-
dades ilícitas como el narcotráfico, la trata de personas, y 
el lavado de dinero. La infiltración del crimen organizado 
en diversas esferas de poder demuestra a las redes cri-
minales usando prácticas corruptas para mantener impu-
nidad, asegurar el apoyo de autoridades y tejer redes de 
complicidad que fortalecen su influencia1. De esta manera, 
el crimen organizado y la corrupción se presentan como 
dos caras de una misma moneda, sostenidas por el pacto 
de silencio que domina en el interior de ambas y por las 
maniobras de obstrucción a la justicia, diseñadas para ga-
rantizar su impunidad2.

Ante este panorama, la edición presente de Politai, titula-
da “Crimen Organizado y Corrupción en América Latina”, 
examina la compleja manifestación y estructuración de 
estos dos fenómenos. A través de una serie de artículos, 
se abordan las dinámicas que permiten la perpetuación 
de estos males, explorando casos emblemáticos y propo-
niendo reflexiones sobre posibles caminos hacia una ma-
yor transparencia y eficacia institucional.

1 Instituto de Democracia y Derechos Humanos de la Pontificia Universidad Católica del Perú (IDEHPUCP). (s. 
f.). Convergencias de la corrupción y crimen organizado en el Perú.

 https://idehpucp.pucp.edu.pe/boletin-eventos/convergencias-de-la-corrupcion-y-crimen-organizado-en-el-
peru-18727

2 Palazón Pagán, María José (2019), “La peligrosa conexión entre corrupción y delincuencia organizada”, 
Alegatos, México, 110, pp. 117-138.

CRIMEN ORGANIZADO Y CORRUPCIÓN EN AMÉRICA LATINA

Crimen Organizado
y Corrupción en 
América Latina
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Crimen Organizado y Corrupción en América Latina

La revista inicia con el análisis titulado "Criminalidad orga-
nizada transnacional: de la seguridad pública a la amenaza 
geopolítica", el cual explora cómo el crimen organizado 
sobrepasa los límites nacionales para expandirse mediante 
alianzas legales e ilegales y sofisticarse a nivel global. El ar-
tículo revela los desafíos que la soberanía estatal enfrenta, 
para los cuales resulta urgente fortalecer las capacidades 
estatales y evitar que la debilidad institucional empeore la 
crisis de seguridad.

Posteriormente, se incluyen estudios sobre las dinámicas 
del crimen organizado en contextos específicos. Un artículo 
examina la delincuencia organizada en Argentina, analizan-
do el impacto de la Ley Antimafia y evaluando su alineación 
con los estándares internacionales. Otro aborda el rol de 
las bandas juveniles en los delitos más comunes en Perú, 
como el tráfico de drogas y el robo agravado. A través de 
un análisis comparativo, el estudio destaca cómo los facto-
res asociados varían según el tipo de delito, subrayando la 
influencia de las bandas delictivas, la historia en la niñez y la 
presión de los pares. Este enfoque resalta la complejidad de 
los perfiles juveniles en el contexto criminal.

En el terreno de las políticas públicas, el estudio compara-
tivo entre Perú y Colombia revela diferencias clave en la im-
plementación de la Vigilancia Electrónica Personal (VEP). 
Mientras que Colombia adoptó un enfoque progresivo y 
flexible, utilizando proyectos piloto y ajustando la política 
según los resultados, Perú optó por una implementación 
nacional inmediata, sin etapas de prueba, lo que resultó en 
limitaciones en su efectividad. Este contraste subraya la 
importancia de contextualizar y adaptar las políticas a las 
realidades locales para asegurar su efectividad.

Seguidamente, se presentan dos artículos cuyo enfoque 
se centra en el impacto de la corrupción en la política de 
América Latina. El primero analiza cómo la corrupción se 
usó como herramienta de control político en Perú, espe-
cialmente tras el escándalo de "Lava Jato". El segundo 
aborda cómo la corrupción socava la integridad de los pro-
cesos electorales en la región, a través de prácticas como 
fraude, compra de votos e intimidación. Ambos trabajos 
demuestran cómo la corrupción debilita la gobernabilidad 
y la confianza en las instituciones.

CRIMEN ORGANIZADO Y CORRUPCIÓN EN AMÉRICA LATINA
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CRIMEN ORGANIZADO Y CORRUPCIÓN EN AMÉRICA LATINA

Finalmente, se incluye un análisis empírico sobre la co-
rrupción en las cárceles chilenas, revelando cómo la fal-
ta de reglas claras y las tensiones internas contribuyen 
a su perpetuación. Este estudio propone soluciones que 
podrían fortalecer el sistema penitenciario y reducir estas 
prácticas ilícitas.

En conjunto, esta edición de Politai subraya la compleji-
dad y dimensión transnacional del crimen organizado y la 
corrupción en América Latina. Estos fenómenos no solo 
afectan la seguridad y la calidad de vida de los ciudada-
nos, sino que también socavan la confianza en las institu-
ciones, debilitando las bases del Estado. Al erosionar la 
legitimidad del poder público, dificultan la implementa-
ción de políticas efectivas y ponen en riesgo la estabilidad 
democrática.

Esta edición es reflejo del esfuerzo y colaboración de todo 
el Equipo Editorial. Cada artículo es una pieza clave en el 
análisis de los desafíos contemporáneos y esperamos que 
inspire nuevas perspectivas en nuestros lectores.

Jennifer Rubi Retamozo Gonzales
Asociación Civil Politai
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RESUMEN Este artículo sostiene la hipótesis de que la criminalidad or-
ganizada transnacional evolucionó de problema público na-
cional en amenaza geopolítica regional. Utilizando una meto-
dología de estudio basada en el análisis de fuentes científicas 
secundarias y el estudio de casos, se examinan las dinámicas 
del crimen organizado a nivel regional durante los últimos cin-
co años. Los argumentos principales demuestran que orga-
nizaciones criminales de relevancia estratégica han logrado 
desvanecer las fronteras nacionales, generar alianzas públi-
cas y privadas, tanto legales como ilegales, expandirse y au-
mentar su campo de operaciones y, principalmente, desafiar 
la soberanía, autoridad, legitimidad, monopolio de la fuerza y 
control territorial propio de los Estados, redefiniendo de este 
modo la geografía política. En conclusión, el estudio resalta la 
necesidad de comprender la radicalidad y expansión de esta 
amenaza transfronteriza, así como su interacción con la debi-
lidad institucional de ciertos países. Se enfatiza en la urgen-
cia de fortalecer las capacidades estatales para enfrentar este 
desafío, sugiriendo que la inacción y permisividad guberna-
mentales podrían exacerbar la crisis de seguridad continental. 

 Palabras clave: Crimen organizado transnacional; seguridad; 
Hispanoamérica; amenaza geopolítica; Estado.

ABSTRACT This article posits the hypothesis that transnational organized 
crime has evolved from a domestic public issue into a regional 
geopolitical threat. Employing a research methodology based 
on the analysis of secondary scientific sources and case stu-
dies, it scrutinizes the dynamics of organized crime at a regio-
nal level over the past five years. The primary arguments de-
monstrate that strategically significant criminal organizations 
have blurred national borders, forged both legal and illegal 
public and private alliances, expanded their operations, and 
primarily challenged the sovereignty, authority, legitimacy, 
monopoly of force, and territorial control inherent to States, 
thereby redefining the political geography. In conclusion, the 
study underscores the imperative to comprehend the radical 
nature and expansion of this transborder threat, along with its 
interaction with the institutional weaknesses of certain coun-
tries. It emphasizes the urgent need to enhance state capaci-
ties to confront this challenge, suggesting that governmental 
inaction and permissiveness could exacerbate the continental 
security crisis.

 Keywords: Transnational organized crime; security; Latin 
America; geopolitical threat; State.
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1. Introducción: escenario de inestabilidad

La criminalidad organizada transnacional se ha convertido en un fenómeno dinámico y 
multifactorial, agudizado con el paso del tiempo, y que se ha transformado en una amenaza 
compleja que, a medida que amplifica sus campos de acción, genera conflictos y nuevos 
riesgos para las sociedades latinoamericanas (Iniciativa Global contra el Crimen Organiza-
do Transnacional, 2023). Las democracias débiles de la región enfrentan con preocupación 
el impacto de la delincuencia transfronteriza, pues, a diferencia de los regímenes autorita-
rios o gobiernos militares, estas democracias son, desde una perspectiva fenomenológica, 
menos resilientes a la pérdida de su capital político, son menos capaces de repeler la be-
ligerancia intrafronteriza, los conflictos armados irregulares y la pérdida de control terri-
torial1. Además, sus instituciones estatales se ven intensamente afectadas por presiones y 
conflictos directos, pues sufren más con las reacciones internacionales negativas, con los 
procesos de deslegitimación y con el menoscabo de su soberanía, lo que complica el man-
tenimiento del Estado de derecho (Arias, 2017; Alda Mejías, 2021). 

En este trabajo se realizan reflexiones teóricas y conceptuales sobre el proceso histórico 
reciente del fenómeno de la criminalidad organizada transnacional, particularmente en los 
últimos cinco años, sosteniendo la hipótesis de que este problema público y fenómeno so-
cial ha evolucionado de ser un tema de “seguridad pública” a convertirse en una “amenaza 
geopolítica” regional. Se sostiene que los grupos criminales tienen actualmente la capaci-
dad de desdibujar las fronteras y de reordenar geográficamente el subcontinente en virtud 
de su campo de operaciones. Esto se debe a que la criminalidad se entrelaza y potencia co-
nectada con otros problemas multidimensionales que trascienden las fronteras nacionales, 
exacerbando las vulnerabilidades y tensiones estructurales de la región. Esto incluye gatillar 
y acentuar otros conflictos como la crisis del Estado (propia del siglo veinte), la crisis de 
inseguridad y de violencia (propia del siglo veintiuno), así como problemas basales y per-
manentes como pobreza, desigualdad e inequidad social (Bagley, 2004; Naím, 2013; Pérez, 
2013). Estos problemas interrelacionados fomentan la difusión de grupos criminales que 
conciben alianzas con la institucionalidad pública y el sector privado, así como con entes 
rivales, beneficiándose de la globalización desviada mediante la internacionalización de sus 
ilícitos (Naím, 2013; Grillo, 2016; Bauman y Donskis, 2019). 

Esta hipótesis sobre la evolución de un problema de seguridad, que inicialmente se presen-
taba al interior de los países y que se transformó en una amenaza geopolítica regional y 
transfronteriza, se sostiene en el hecho de que las organizaciones criminales transnacionales 
desafían al menos estos elementos centrales de la noción clásica de la estatalidad: erosionan 
la soberanía, la autoridad y el control territorial de los Estados (Hobbes, 2003; Bodino, 2006; 
Weber, 2006). Este deterioro resulta evidente en un continente negativamente distinguido 
por la corrupción y la debilidad institucional, en que pandillas, redes criminales y grandes 
narcotraficantes adquieren tal poder y alcance geográfico que han dado lugar a “Estados 
criminalmente poseídos”, “Estados fallidos”, “Estados mafiosos” o “Narco Estados”, en suma, 
expresiones muy populares que grafican, con más o menos precisión conceptual, hechos 
comprobados, en especial, dinámicas que suscitan tensiones geopolíticas de difícil cuan-
tificación (Rodgers y Muggah, 2009; Arias, 2017; Alda Mejías, 2021). Actividades delictivas 
como tráfico de armas y drogas, contrabando de mercancías, cibercrimen, trata de personas, 
minería ilegal y lavado de activos que producen violencia, inseguridad e inestabilidad (Schult-
ze-Kraft, 2016; Iniciativa Global contra el Crimen Organizado Transnacional, 2023). 

1 Esta categoría de “democracias débiles” designa sistemas políticos que, pese a que celebran elecciones 
populares, ostentan instituciones democráticas frágiles, carentes de efectividad y demuestran fisuras en su 
Estado de derecho (The Economist, 2024).

CRIMINALIDAD ORGANIZADA TRANSNACIONAL: 
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En suma, el objetivo de este trabajo reside en reconocer la criminalidad organizada trans-
nacional como un desafío geopolítico de primer orden para América Latina, así como la 
necesidad de examinar teórica e históricamente sus manifestaciones. De acuerdo con lo 
anterior, la metodología utilizada se basa en el estudio de información secundaria sobre de-
lincuencia trasnacional y crimen organizado regional, sobre la base de una revisión exhaus-
tiva de la literatura académica contemporánea. Además, el estudio documental de estos 
materiales se interpreta a la luz de fuentes primarias clásicas de la filosofía del Estado. La 
sistematicidad de esta revisión sigue, primero, un criterio de selección temporal, cuyo foco 
son referencias bibliográficas de los últimos cinco años (2019-2024) y, segundo, un criterio 
de ubicuidad pública, es decir, información extraída de bases de datos (Scopus, SciELO, 
WOS, Dialnet y Latindex). Asimismo, se aplica un criterio de contraste, ya que la revisión de 
literatura especializada se complementa con el análisis de casos paradigmáticos que tienen 
repercusiones internacionales, abarcando acontecimientos políticos, sociales y criminales, 
cercanos en el tiempo, en Chile, Ecuador, México, Brasil, Perú, Colombia y Venezuela, sin 
desestimar sucesos de otras naciones representativas de la región y que apoyan la postura 
argumentativa de que las redes criminales han redefinido el mapa de la geopolítica latinoa-
mericana.

2. La criminalidad organizada como amenaza expansiva regional

En este capítulo, se realiza un análisis documental y bibliográfico de catorce artículos de 
investigación de relevancia continental, seleccionados y publicados en revistas científicas 
entre 2019 y 2024, es decir, en los últimos cinco años. La revisión de este material permite 
sostener la intersección entre criminalidad organizada y el escaso ejercicio de la soberanía 
del Estado en América Latina. 

Ahondando, por un lado, en la alta actividad delictiva continental, luego, en la estrategia ex-
pansiva de grupos y alianzas criminales; por otro lado, en la adopción de discursos políticos 
de parte de algunas estructuras y, en particular, la permeabilidad o disolución conceptual 
de las fronteras para la actividad criminal. Todo ello redunda en que la criminalidad trans-
fronteriza logra difuminar la separación real entre Estados y reafirma la comparecencia de 
entidades paralelas quienes ejercen soberanías compartidas. Este análisis se basa, en la 
siguiente afirmación de Niño (2024), a partir de la cual se intenta sostener la tesis principal 
de este trabajo: 

“El crimen organizado ha entendido mejor la geografía que los Estados. Las grandes com-
plejidades territoriales permiten las inconclusiones estatales, el choque entre instituciones 
públicas, las discordias entre fuerzas de seguridad y la expansión estratégica de mercados 
y de actores armados de gran calibre” (2024, p. 2), 

En primer lugar, de acuerdo con Dubé (2023), es posible sostener que las naciones latinoa-
mericanas se sitúan en una posición especial dentro del sistema internacional, comparan-
do datos sobre regímenes políticos, ratificación de tratados internacionales e indicadores 
delictivos. América Latina, según este estudio, es la región democrática que tiene el mayor 
compromiso formal con el régimen internacional de derechos humanos, pero también es la 
que tiene los más altos niveles comparados de actividad delictiva. De acuerdo con este au-
tor, los problemas de fragilidad estatal y de poblaciones desplazadas asociados a la gober-
nanza criminal, no están presentes en otras regiones mayoritariamente democráticas (Dubé, 
2023). Alda Mejías (2021), en el mismo plano, ha descrito detalladamente cómo estas redes 
criminales evolucionaron para ejercer, en la actualidad, funciones que tradicionalmente le 
correspondían al Estado. Esto ha tenido lugar por diversas circunstancias, entre ellas, por 
la descomposición de los carteles de la droga y la competencia por el control de zonas que 
elevó los homicidios (Celis, Lujan y Ponce, 2019), como también por la desaparición -solo 
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formal, cabe afirmar- de las FARC-Ejército del Pueblo en 2012, pues según el mismo Niño 
(2024) esto generó un renacer de la violencia, que emergió junto a nuevas asociaciones 
internacionales y métodos criminales innovadores. En México, Schatz y Tobías (2021) han 
explicado que la ineficacia del Estado (mexicano) para prevenir los homicidios relaciona-
dos con el crimen organizado crea un “ciclo vicioso” que perpetúa la violencia y socava la 
confianza institucional. Del mismo modo, para la realidad mexicana los autores Trejo y Ley 
(2019) han demostrado que el incremento de asesinatos de políticos, funcionarios y can-
didatos, usando una violencia de alto perfil de parte de los carteles de la droga, constituye 
una nueva táctica de intimidación dirigida a los actores políticos y de debilitamiento de las 
instituciones, facilitándoles a estas grandes mafias operar con mayor impunidad, reducir la 
capacidad estatal para aplicar la ley y frenar sus opciones de combatirles.

En segundo lugar, Quirós (2019) estudió la estrategia expansiva del Primer Comando de 
la Capital (PCC), cuestión significativa que permite entender patrones de crecimiento de 
otros colectivos igual de radicales y de transfronterizos. Cabe señalar que el PCC es una 
organización criminal brasileña formada dentro de las prisiones en 1993, con una estructura 
jerárquica y disciplinada, al estilo de una hermandad, que se ha extendido a nivel interna-
cional, cometiendo actividades ilegales como narcotráfico, secuestros, robo de bancos y 
asesinatos. Durante los últimos años el PCC ha crecido en la Triple Frontera amazónica (Bra-
sil, Colombia y Perú) logrando la hegemonía de las rutas de la droga en el cono sur. ¿Qué 
estrategias ha empleado? Tanto el belicismo como las alianzas. Por un lado, la confronta-
ción con las fuerzas de orden y con criminales enemigos, por otro, los pactos o acuerdos 
estratégicos (también con fuerzas de orden y bandas enemigas o amigos circunstanciales). 
El PCC expandió su presencia criminal en el área amazónica aprovechando la ruptura de 
la alianza entre la «Familia del Norte» (FDN) y el «Comando Rojo» (CV) -sus tradicionales 
rivales armados-, que controlaban el acceso del PCC a la ruta de Manaos. Como resultado, 
el PCC ha iniciado una disputa territorial por la ruta del Solimões, el corredor de drogas 
más significativo en la frontera amazónica (Quirós, 2019). La expansión del PCC podría des-
encadenar una guerra aún más intensa con la FDN, que domina gran parte del Amazonas. 
Según Quirós (2019), el objetivo final del PCC es controlar tanto la ruta como los mercados 
de cocaína en toda América Latina. También se debe recordar, a propósito de este caso, la 
expansión transnacional del Ejército de Liberación Nacional (ELN) en Colombia y Venezue-
la. De acuerdo con Rojas y Walther (2022) los últimos años registran un aumento demos-
trativo de las acciones armadas del ELN en territorio venezolano, expansión facilitada por 
la desmovilización de las FARC y la persistente descomposición social, política y económica 
en Venezuela. Ambos autores indican que esta estrategia expansiva, que nació de su voca-
ción como “movimiento insurgente revolucionario”, ha terminado mostrándolos como un 
actor incluso conservador en ciertos contextos. Relacionado con lo anterior, Salazar, Wolff 
y Camelo (2019), comprobaron que el vacío de poder dejado por las FARC-EP en su fase 
actual de repliegue ha sido llenado por otros grupos armados ilegales, como el Ejército 
de Liberación Nacional y las propias disidencias FARC, de tal manera que se demuestra lo 
señalado por Niño (2024), este autor sostiene que hay un rearme de aquellos individuos 
que no acataron el tratado colombiano de paz en 2012. En cuanto a expansión criminal 
actual, también Terán (2023) ha indicado que eventos como la pandemia del coronavirus, 
la crisis económica y la masiva emigración venezolana, han permitido el auge del «Tren de 
Aragua» (red criminal transnacional de origen venezolano) y de sus actividades delictivas 
hacia otros países. 

En tercer lugar, sobre la base del estudio de Cortés Castillo (2020) el crimen transnacional 
organizado, específicamente las organizaciones del narcotráfico mexicano, se han instalado 
en Colombia y Venezuela, con diferentes repercusiones. El autor demuestra que ha existido 
una política de “cooperación internacional” entre organizaciones criminales de ambos paí-
ses. Así, por ejemplo, los carteles mexicanos han expandido sus actividades hacia el territo-
rio colombiano para ampliar su influencia y obtener beneficios del negocio ilícito, de hecho, 
aprovechan a los grupos armados ilegales autóctonos y la debilidad de los Estados, expan-
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diendo su dominio y control sobre el negocio del narcotráfico en el continente: “los vínculos 
entre los carteles mexicanos con las organizaciones insurgentes, criminales y terroristas en 
Colombia y Venezuela constituyen un problema de seguridad regional. La convergencia de 
intereses ha logrado permear Gobiernos y áreas estratégicas de la región” (Cortés Castillo, 
2020, p. 142). Esto responde a un segundo paso o eslabón de la cadena evolutiva de estas 
organizaciones, que ya ha superado alianzas anteriores, como, por ejemplo: 

“[a]la convergencia de los carteles mexicanos de Sinaloa con las FARC, se suma-
ban las relaciones entre Santrich, el cartel de Los Soles, el presidente de Venezuela, 
Nicolás Maduro, y el capo mexicano Rafael Caro Quintero. Los antecedentes de la 
relación entre Santrich y Caro Quintero se remontan al año 2016, cuando movieron 
varias toneladas de cocaína de Colombia a Chicago, vía Sonora y Phoenix” (Cortés 
Castillo, 2020, p. 139)2. 

 Esta convergencia de intereses también se sustenta en experiencias relativamente nuevas, 
dinámicas, a veces difíciles de comprender del todo, como, por ejemplo, las alianzas ocu-
rridas entre grupos guerrilleros, como ciertos bloques y Frentes de las FARC y el ELN, con 
bandas criminales como «Los Rastrojos», «Los Urabeños» y el ERPAC en diferentes regio-
nes de Colombia, incluyendo Nariño, Cauca, La Guajira, Cesar, Putumayo, Meta y el Pacífico. 
Estas alianzas giran en torno al narcotráfico y otras economías ilegales, aunque son ines-
tables y varían según la región y los intereses específicos de cada grupo (Cortés Castillo, 
2020). Es decir, grandes mafias, bandas medianas (BACRIM) y grupos delictivos menores, 
se mezclan y forman un particular entramado trasfronterizo, conectándose a alguna parte 
de la cadena que no conoce ni de fronteras, ni de países, ni de ideologías (al menos hasta el 
punto de que resulte conveniente al ánimo de lucro o de aumento de reconocimiento). Esto 
resulta relevante al recurrir al concepto propuesto por Phelan de “legitimación eudaimóni-
ca”, es decir, el que se refiere a que las FARC llevaron a cabo una estrategia legitimadora 
mediante la búsqueda de un sentido de propósito y bienestar en la vida de las personas 
(que subyuga con su control poblacional, vale la pena recordar), ya que, apelando a esas 
necesidades, sostienen su narrativa revolucionaria justificando su lucha armada insurgente 
(Phelan, 2019).

 En cuarto lugar, el estudio de Badillo y Mijares (2021) indica que el crimen organizado 
en América Latina ha adoptado una “estrategia expansiva” amparada en estrategias de 
insurgencia, para fortalecer su presencia y poder, y prueban esta tesis a través de un análi-
sis comparativo cualitativo de seis casos: «Autodefensas Gaitanistas de Colombia» y «Los 
Rastrojos» (Colombia), Militarizado Partido Comunista del Perú (Perú), Primer Comando 
de la Capital (Brasil), el «Tren de Aragua» (Venezuela), y el «Cartel de Sinaloa» (México). 
En sus resultados sostienen que tres de estos colectivos adoptaron un “discurso político” 
para enmarcar sus actividades criminales transfronterizas y dentro del Estado originario 
desde donde surgieron. Es decir, hay una evolución en algunos grupos para encubrir sus 
actos en defensa de compromisos políticos, éticos o religiosos, independientemente de las 
consecuencias. Esto es notable por cuanto se transfigura la distinción analítica al pasar de 
simples actores criminales paramilitares a grupos que encajan en la tipología de grupos 
insurgentes o terroristas, un cambio evolutivo a considerar. Pues bien, los entes criminales 
catalogados como insurgentes, según Badillo y Mijares (2021), son las «Autodefensas Gaita-
nistas de Colombia» (AGC) -conocidos también como «Clan del Golfo»-, quienes adoptaron 
una narrativa política y un discurso ideológico para justificar sus acciones violentas. El gru-
po criminal colombiano «Los Rastrojos» que ha adquirido un relato político reaccionario de 
lo estatal y aun así continúa ejerciendo control poblacional y extorsionando a comunidades. 

2 El Cartel de los Soles es una facción criminal vinculada al gobierno venezolano e integrada por altos 
funcionarios y militares que han usado su poder para involucrarse en ilícitos como narcotráfico, corrupción y 
contrabando. Este cartel ha expandido su influencia fuera de Venezuela, consolidándose como una entidad 
criminal poderosa y compleja en operaciones a la sombra del gobierno maduro-chavista.
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También los remanentes del Militarizado Partido Comunista del Perú-Sendero Luminoso 
que recurren a la violencia para intentar derrocar al gobierno peruano y cometer episodios 
terroristas, bajo el pretexto de alcanzar sus objetivos políticos. Aun cuando, como explica 
Vizquerra (2022), hayan pasado de un accionar violento tradicional a uno más soterrado y 
político, no han modificado en lo más mínimo su objetivo a largo plazo de la toma del poder. 
Vinculación de la actividad terrorista con el crimen organizado que, como lo expone Deriú 
(2021), también se ha activado en relación con los vínculos entre Hezbolá y grupos crimina-
les como el Comando Rojo y el PCC de Brasil. Es más, Melamed, Niño y Gómez Arias (2024) 
argumentan que, actuando como proxy de Irán, Hezbolá utiliza la región para financiar el 
terrorismo y fortalecer su capacidad operativa internacional, alterando los equilibrios de 
poder en América Latina, especialmente al expandirse desde su punto focal tradicional en 
la Triple Frontera de Argentina, Brasil y Paraguay hacia un radio de acción en la nueva Tri-
ple Frontera de Colombia, Panamá y Venezuela, aumentando el nivel de riesgo hemisférico. 
Relacionado con lo anterior, Hausken (2019) ha explicado que cada organización terrorista 
necesita dinero para sobrevivir y actuar, por tanto, reciben apoyo y recursos de las activi-
dades criminales que practican, en tal sentido, los ideólogos y líderes ofrecen propósito y 
dirección política, sin embargo, al mismo tiempo recurren a mercenarios y criminales cauti-
vos que les financian la insurrección.

 En quinto lugar, Rodrigues, Mojica, Espinel y Pimenta (2022) acuñan el concepto de Zonas 
Urbanas de Frontera, sobre la base de que la separación jurídico-política en las fronteras 
de los países son solo una “formalidad”, algo insustancial, no hay murallas ni obstáculos 
insalvables para la actual actividad económica ilícita, como tampoco para las estrategias 
político-criminales en las zonas fronterizas de muchos países, todo lo contrario, hay infini-
dad de espacios de conexión e intercambio económico, social, simbólico y político; no solo 
en la ruralidad, principalmente en las metrópolis. Este concepto de conexión fronteriza les 
permite a estos autores caracterizar y precisar geográficamente la existencia de una gober-
nanza criminal en Colombia y Venezuela. Estos autores realizaron un mapeo de los grupos 
armados ilegales en extensiones fronterizas de Villa del Rosario y Cúcuta en Colombia, y de 
San Antonio de Táchira en Venezuela y señalan: 

“Los Rastrojos sí se enfrentan con el ELN por el control de los pasos irregulares que 
estos manejan, el microtráfico de drogas, así como la gobernanza del área metropo-
litana de Cúcuta. También están en conflicto territorial con el Clan del Golfo/Autode-
fensas Gaitanistas de Colombia por la zona rural de Cúcuta. Estas mismas disputas 
se presentan en el lado venezolano de la frontera” (Rodrigues, Mojica, Espinel y Pi-
menta, 2022, p. 49).

 De acuerdo con su estudio, es posible concluir que la separación entre Estados es casi 
inexistente y lo que distingue, cualifica y norma a las comunidades humanas en esos territo-
rios son sus membresías, sumisión, trabajo libre o forzoso en favor de entidades criminales 
transfronterizas. Las organizaciones criminales ejercen autoridad y proporcionan servicios 
en áreas rurales y urbanas informales, pero no solo actúan como competidores, también 
pueden ser un complemento del Estado (Lessing, 2020). No se debe olvidar que los líderes 
de los carteles y capos mafiosos se visualizan en estos territorios como los antiguos bandi-
dos “prosociales”, como émulos de los gobernantes democráticos: dan trabajo, oportunida-
des, obras sociales, salarios, incluso dan reconocimiento social, pertenencia e identidad, al 
precio de las “narco limosnas”. De hecho, «La Familia Michoacana» y «Los Caballeros Tem-
plarios», de origen mexicano, aparte de su lado violento son también un narco filantrópico 
(Grillo, 2016). Este es un hecho que desintegra la distinción existencial entre Estados, ya que 
los elementos aglutinadores de la población (normativos, sociales, culturales, simbólicos) 
los entregan estas entidades paraestatales. Así, no solo se diluyen las fronteras también se 
constriñen los elementos básicos de la estatalidad: territorio, pueblo, soberanía, derecho, 
legitimidad, autoridad, monopolio de la violencia, entre otros valores clásicos y modernos 
del pensamiento político (Freund, 1968; Hobbes, 2003; Weber, 2006, 2011; Schmitt, 1991, 
2004).
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3. Criminalidad organizada transnacional y casos regionales de tensión 
geopolítica

Ahora bien, luego de revisar artículos de investigación publicados en revistas científicas 
durante los últimos años, se describen a continuación cuatro casos de estudio recientes 
(2022-2024), que complementan el escenario actual descrito, acentuando los patrones de 
cambio percibidos. Estos sucesos tienen como punto en común las tensiones geopolíticas 
generadas por la criminalidad organizada transfronteriza, que pudieran representar, a sim-
ple vista, casos anecdóticos o aislados, sin embargo, convergen dentro de un contexto al 
punto de resultar sintomáticos y concluyentes respecto del escalamiento de las amenazas 
geopolíticas.

En primer lugar, cabe recordar el asesinato del fiscal paraguayo Marcelo Pecci en Colombia 
durante su luna de miel, en mayo de 2022. Este homicidio evidenció un sistema, una arqui-
tectura del crimen organizado transnacional de alto nivel, propio de la gobernanza multini-
vel del delito, es decir, conforme a una mecánica de alta planeación e inversión de recursos; 
esta vez en manos de entes no estatales. El fiscal Pecci se convirtió en blanco de pode-
rosos grupos criminales debido, probablemente, a su liderazgo en investigaciones de alto 
perfil sobre narcotráfico, lavado de dinero y corrupción, en países como Paraguay, Brasil, 
incluso con ramificaciones en el resto del continente. Su muerte no solo generó tensiones 
diplomáticas entre Paraguay, Colombia y Brasil, ya que se sospecha, hasta la actualidad de 
la participación del Primer Comando de la Capital (PCC), en la coordinación del asesinato, 
con vínculos con el «Tren de Aragua» y sicarios colombianos. En suma, un ajusticiamiento 
internacional fruto de un pacto o acuerdo sellado entre organizaciones criminales trasna-
cionales.

En segundo lugar, está el caso del secuestro, tortura y asesinato del exteniente venezolano 
Ronald Ojeda en Chile en 2024, evento que generó una grave tensión diplomática entre 
Chile y Venezuela. El exteniente Ojeda, un disidente del régimen de Nicolás Maduro y en ca-
lidad de “asilado político”, fue secuestrado en Santiago por un sofisticado y violento grupo 
de sujetos que simulaban ser policías chilenos y luego de ser torturado, durante el proceso 
fue enterrado vivo bajo concreto en un territorio liberado, es decir, en un terreno irregular 
de viviendas con escasa o nula presencia estatal. La Fiscalía chilena y el gobierno señalaron 
un móvil político, un crimen orquestado y por encargo desde Venezuela, con la participa-
ción en terreno de integrantes del «Tren de Aragua». El régimen venezolano, por medio de 
su Fiscal general, entre otros, acusó a Chile de manipular políticamente el caso. Este hecho 
produjo un intercambio de notas diplomáticas, un impasse internacional y la exigencia de 
parte de Chile para la extradición de dos criminales sospechosos presuntamente ocultos en 
Venezuela. Uno de ellos fue capturado después en Costa Rica, intentando ingresar irregu-
larmente vía terrestre desde Panamá. 

En tercer lugar, se puede reseñar lo acontecido cuando la policía ecuatoriana irrumpió vio-
lentamente en la embajada de México en Quito, en abril de 2024, para detener al exvice-
presidente Jorge Glas, a quien México había otorgado “asilo político”. Jorge Glas fue con-
denado a ocho años de prisión por aceptar sobornos de Odebrecht, y, a pesar de que logró 
la libertad condicional en 2022, seguía enfrentando cargos por asociación ilícita y malver-
sación de fondos públicos destinados a la reconstrucción después del terremoto de 2016. 
Este incidente causó una crisis diplomática entre ambos países; de hecho, México denunció 
el quebrantamiento del derecho internacional, y algunos países, como Nicaragua, solida-
rizaron con México y reprobaron el suceso. Este incidente es una advertencia que podría 
allanar el camino para el uso de la fuerza militar contra sedes diplomáticas, lo que alteraría 
las normas de protección y resguardo de figuras políticas que con frecuencia utilizan las 
embajadas para evitar procesos judiciales en su contra. También se debe reconocer que 
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se han violado los principios de inmunidad del personal y de inviolabilidad de los recintos 
diplomáticos3. 

Esta tensión bilateral puso en evidencia las complejas relaciones entre los países latinoa-
mericanos, en cuanto a la impunidad de altos dignatarios condenados por la justicia que 
solicitan amparo en otros países, miembros de asociaciones ilícitas, algo tan o más grave 
y transversal como la actuación de pandilleros y de sicarios: son agentes que dañan la fe 
pública, el Estado de derecho y la democracia4.

En cuarto lugar, es conveniente mencionar que, en julio de 2024, se selló un operativo con-
junto de la Policía Nacional del Perú y la Policía Colombiana, en que se reveló un búnker 
utilizado por miembros disidentes de las FARC en territorio peruano, específicamente en 
la selva del Putumayo, Loreto. En este lugar se encontraron registros operativos del grupo 
(nombres o alias, provisiones, registros contables), documentos que evidencian la organi-
zación y actividades de al menos 30 miembros del grupo en la región e indicios evidentes 
del funcionamiento de un centro de fabricación de artefactos explosivos, junto con fusiles, 
granadas y materiales para producir bombas. La intervención se situó en un contexto de 
creciente inquietud por la infiltración de grupos narcoterroristas en Perú, especialmente 
con motivo de la declaración de “estado de emergencia” en áreas criminalmente vulnera-
bles. La existencia de estos disidentes y remanentes narcoguerrilleros viene a confirmar 
la movilidad transfronteriza de actores ilegales en los últimos años, así como el abuso de 
parte de estos entes armados sobre las comunidades locales, forzándolos a cultivar hoja de 
coca y a fabricar explosivos.

Estos episodios, aunque a primera vista limitados o superficiales, revelan consideraciones 
teóricas significativas. En primer lugar, evidencian tensiones políticas y disputas diplomá-
ticas entre países (dos de los cuatro involucran directamente al gobierno de Venezuela); 
en segundo lugar, ratifican la existencia de redes criminales transnacionales con capaci-
dades sofisticadas de planificación, inteligencia y operaciones armadas (tres de los casos 
implican a organizaciones como el PCC brasileño, remanentes de las FARC o el «Tren de 
Aragua» venezolano); en tercer lugar, debilitan el concepto de derecho internacional, la 
noción de límites y principios diplomáticos (dos episodios derivaron en rupturas o impas-
ses diplomáticos); en cuarto lugar, se aprecian los riesgos de la interferencia o la manipu-
lación del crimen organizado en la política de los Estados, con usurpación de territorios 
y quebrantamiento de fronteras, esto deja consecuencias a nivel doméstico y en las rela-
ciones internacionales, ya que son experiencias reales que muestran la conexión existente 
entre delincuencia organizada, corrupción de altos funcionarios y el atisbo de disputas 
políticas interestatales.

3 Estos principios están regulados en la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas (1961) y 
especialmente descritos en los artículos 22, 24, 29 y 31.

4 Otros ejemplos similares sobre el uso/abuso de la condición de “asilado político”: Evo Morales, expresidente de 
Bolivia, renunció en 2019 tras protestas y acusaciones de fraude electoral, recibiendo asilo en México. La crisis 
se agudizó con la expulsión de la embajadora mexicana María Teresa Mercado. Más recientemente, en Perú, 
el embajador mexicano Pablo Monroy Conesa fue declarado persona non grata por presuntas interferencias 
electorales y por otorgar asilo a funcionarios. Las relaciones entre México y Perú se han deteriorado al punto de 
la ausencia de embajadores y la imposición de visados preventivos. En 2024, Nicaragua otorgó asilo político al 
expresidente panameño Ricardo Martinelli, condenado por blanqueo de capitales; y también a Mauricio Funes, 
expresidente de El Salvador, prófugo internacional de la justicia.
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4. Efectos de la criminalidad organizada en la soberanía y el control 
territorial 

La teoría de Estado reconoce que el concepto basal de soberanía, entendido como el poder 
y la autoridad absoluta y exclusiva de un Estado sobre su territorio y población, sin injeren-
cias foráneas, está en constante debate y tensión debido a los efectos totalizantes y agudos 
de la globalización y la creciente interdependencia económica mundial (Beck, 2000, 2002; 
Bauman y Donskis, 2019). Igualmente, este poder soberano supremo se debilita por el efec-
to de entidades no estatales que le discuten al Estado el monopolio de la violencia, y por 
entes terroristas que desafían su legitimidad y autoridad, reclamando para sí y ejerciéndolo 
de facto el control sobre territorios y personas, elementos clave de la filosofía estatal (Fre-
und, 1968; Hobbes, 2003; Weber, 2006, 2011; Schmitt, 1991, 2004). 

Aunque ha habido cierta coordinación entre los Estados de la región para revertir este 
escenario de alta criminalidad y de pérdida de control estatal, las respuestas interguber-
namentales han producido beneficios limitados y consecuencias no deseadas. Las res-
puestas estatales aisladas son insuficientes para responder a las dinámicas transnacionales 
del delito. De hecho, la alianza cívico-militar que gobierna Venezuela por largo tiempo ha 
generado externalidades geopolíticas evidentes, producto, entre otras cosas, de su crisis 
económica, política y humanitaria; y del fortalecimiento de sus alianzas con países como 
Rusia, Irán o Corea del Norte. Por otra parte, Honduras, Guatemala, Bolivia y especialmen-
te Nicaragua han involucionado en sus garantías democráticas y se han transformado en 
regímenes híbridos o autoritarios. En toda la región, solo hay tres democracias plenas, 
el resto son democracias defectuosas, regímenes híbridos y regímenes autoritarios (The 
Economist, 2024). 

En términos de los patrones de cambio relacionados con la alta criminalidad en esta región 
vale la pena indicar los ciclos en la economía de la droga, con predominancia de sustancias 
sintéticas de bajo costo y alto potencial de daño; la proliferación de armas de fuego, prin-
cipalmente en manos de mega bandas como el PCC, Comando Rojo y ELN; una similitud 
creciente de los patrones culturales de violencia entre los países, algo relativamente nuevo 
al desaparecer los “lugares de paz” como fueron tildados Costa Rica, Ecuador o Chile; la 
alta percepción de inseguridad o de miedo generalizado entre la población, un fenómeno 
bastante usual durante los últimos veinte años; y, por último, el apoyo ciudadano a la re-
presión, la mano dura y el punitivismo, un sentimiento en rápida expansión (Bagley, 2004; 
Schultze-Kraft, 2016; Celis, Lujan y Ponce, 2019; Quirós, 2019; Alda Mejías, 2021). 

Pues bien, a estos patrones de continuidad y de cambio, se acoplan otros factores de ten-
sión geopolítica, relacionados con la tesis central de este trabajo, esto es, la capacidad 
de los grupos criminales para desvirtuar las fronteras y reordenar geográficamente esta 
zona siguiendo su campo de operaciones. Una forma de visualizar esta tesis es reconocer 
que, actualmente, existen impactos transfronterizos del crimen organizado en Venezuela, 
Trinidad y Tobago, Colombia, Ecuador, Perú y Chile, con la hegemonía del «Tren de Ara-
gua», que actúa como una estructura criminal poderosa, activa y resiliente, recientemente 
catalogada por la Oficina de Control de Activos Extranjeros del Departamento del Tesoro 
de Estados Unidos como una “organización delictiva transnacional”. Entidad que ha con-
solidado su presencia al abarcar una extensa porción del radio costero del océano Pacífico. 
Esta pandilla carcelaria, originalmente confinada al estado de Aragua, se ha transformado 
en una amenaza transnacional con una amplia cartera criminal, convirtiéndose en una gran 
empresa multipropósito (Terán, 2023). Del mismo modo, hay impactos del crimen organiza-
do en Brasil, Bolivia, Paraguay, Perú, básicamente conducidos por el PCC que ha ampliado 
sus actividades a nivel internacional, operando en la mayoría de los países sudamericanos, 
gráficamente a lo largo de la costa del Atlántico, e interior, colaborando incluso con grupos 
delictivos en Europa. Paraguay se ha convertido en un importante bastión para esta orga-
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nización brasileña, donde las disputas y rivalidades internas se desplazan al país receptor, 
en concomitancia con el «Clan Rotela», un grupo delictivo local que le presta colaboración. 
También existen impactos en el desvanecimiento de fronteras en zonas de tensión recu-
rrente de Colombia y Venezuela, activadas por la guerrilla del ELN que se ha fortalecido 
mediante el reclutamiento de nuevos miembros, y por sus actividades de secuestros y nar-
cotráfico. Diversos estudios indican que el ELN está en proceso de establecer un poder 
hegemónico en esta frontera del Caribe, controlando zonas de producción de drogas, rutas 
de contrabando y teniendo a su haber el control de más pasos fronterizos que el propio 
Estado venezolano, con presencia en 19 de los 20 municipios que limitan con Colombia (Ro-
drigues, Mojica, Espinel y Pimenta, 2022). Por otra parte, hay un reordenamiento geográfico 
que sigue patrones del crimen organizado en otros entornos fronterizos: el Triángulo Norte 
de Centroamérica (Guatemala, Honduras y El Salvador, de larga data), la Triple Frontera 
del Paraná (Paraguay, Argentina y Brasil, de mediano plazo) y la emergente Triple Frontera 
del Cono Sur Pacífico (Perú, Bolivia y Chile, algo más reciente), es decir, zonas donde lo 
ilícito, lo irregular y lo seudo lícito se aprovechan de una estatalidad ausente, incompeten-
te o corrompida y con activos mercados criminales, nuevos y sofisticados. En el Triángulo 
Norte de Centroamérica, el control está en manos de mafias políticas y de remanentes de 
clanes familiares como «Los Lorenzana» y «Los Mendoza». En las otras triples fronteras, los 
territorios son compartidos por mafias atomizadas que coexisten con fracciones diversas y 
que tienen lazos con los grandes conglomerados. En estos lugares emergen nuevos actores, 
conformados por funcionarios públicos y miembros del Estado (como ocurre en la frontera 
boliviano-chilena) o por políticos más ambiciosos que los grandes narcotraficantes (como 
el expresidente de Honduras, Juan Orlando Hernández, culpable por cargos de narcotráfico 
y sometido a más de cuatro décadas de prisión). Finalmente, en la Triple Frontera del Para-
ná, siguiendo el trabajo de Deriú (2021), se documenta la convergencia de Hezbolá (grupo 
político y paramilitar chií libanés) y multinacionales activas del crimen organizado5: 

“el grupo libanés se expandió al continente americano e instaló una célula/subsi-
diaria en la Triple Frontera del Paraná motivada por la variedad de actividades ilíci-
tas, la alta rentabilidad de los negocios en la zona, la permisividad institucional, la 
impunidad producto de la corrupción, las regulaciones débiles, la porosidad de las 
fronteras, la libertad de tránsito y de comercio (…). De esta manera, actualmente las 
funciones del Hezbollah en la Triple Frontera son tres: generar ingresos, reclutar y 
producir inteligencia. Siendo su rol principal, el de obtener financiamiento” (Deriú, 
2021, p. 131).

5. Conclusión: el Estado político y la proyección geopolítica del crimen 

El crimen organizado transnacional que se ha convertido en una amenaza geopolítica re-
gional, pues al constituirse en un “actor geopolítico”, conceptualmente, se ubica en el es-
cenario de las relaciones internacionales, actor en el sentido que posee una serie de atribu-
tos específicos, como, por ejemplo, la calidad de “enemigo político” de la máquina estatal 
(Schmitt, 1991). De hecho, su principal característica es su papel de amenaza existencial 
frente a los Estados y su disputa con ellos respecto del ejercicio del poder político, econó-
mico, territorial y social. Adicionalmente, es un actor que ha experimentado un crecimiento 

5 Una comparación internacional respalda este argumento y traza un paralelo con los sucesos hispanoamericanos: 
en el Magreb (norte de África) o Sahel (franja sur del Sahara) se han conformado sistemáticas interacciones, 
de larga data, entre crimen organizado, terrorismo y la erosión del control estatal. Grupos organizados como 
Boko Haram o Al-Qaeda han consolidado vínculos y creado redes de financiamiento y logística con otros 
entes armados. Las repercusiones de estos vectores trasnacionales generan vacíos de poder, descomposición 
de fronteras e inestabilidad tanto regional como global.
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internacional insólito. Como entidad o figura conceptual, además, ha influido penetrando 
en diversas instituciones estatales (incluyendo fuerzas de seguridad, sistemas judiciales 
y gobiernos), y, sobre todo, ha afianzado alianzas con actores extra nacionales (en un se-
gundo estadio a partir de su origen autóctono y nacional), ya sea otros grupos criminales 
como fuerzas paramilitares en diferentes lugares donde avanzan y se asientan, en un ciclo 
de constante adelanto y retroceso, propio de las guerras de baja intensidad. Otras conse-
cuencias de esta calidad de actor geopolítico en el escenario regional es el retroceso de las 
instituciones estatales, la ampliación de la violencia, el desplazamiento y coerción a perso-
nas y comunidades y el auge de nuevas economías ilícitas regionales de amplia magnitud 
(como el oro y otros minerales, criptomonedas y microchips). 

La amenaza del “actor” del crimen organizado transnacional obliga a los Estados a esca-
lar en su nivel de fuerza pública, ya que éste enfrenta una policrisis que incluye crisis de 
autoridad, legitimidad, soberanía y uso de la violencia. Este actor no solo cuestiona el uso 
legítimo de la fuerza, en términos weberianos o hobbesianos (fuera del Estado cualquier 
violencia es ilegítima), como ente geopolítico transfronterizo le arrebata la exclusividad de 
designar al enemigo político, pues ellos han actuado con anticipación y eligieron el bando 
de las confrontaciones. Estos actores son capaces de despojarles la noción amigo-enemigo, 
que en términos de Schmitt (1991) es la más universal distinción política, propia de los Es-
tados. Estos actores, fragmentados, dinámicos, con auges y retrocesos, ejercen violencia y 
soberanía de modo alterno a la estatalidad, lo que desdibuja las pretensiones de “universa-
lidad” y “exclusividad” que la teoría señala como condiciones de la estatalidad; igualmente, 
los principios del derecho de “impenetrabilidad” e “inviolabilidad territorial” son suprimi-
dos de facto por actores que tienden a remplazar al Estado en su dominio legítimo total, 
pues cabe recordar, siguiendo a Bodino, que la soberanía moderna exclusiva de lo estatal 
“no es limitada, ni en poder, ni en responsabilidad, ni en tiempo” (Bodino, 2006, p. 50). De 
hecho, la participación de las fuerzas militares en tareas de seguridad, legítima función 
estatal, aunque muy debatida en la actualidad, ha demostrado ser ineficaz ante el crimen 
organizado trasnacional puesto que su doctrina soberanista y de seguridad externa inte-
restatal deriva insuficiente. Resulta clave repensar la militarización como alternativa frente 
a la criminalidad. Las amenazas no estatales y de origen interno desplegadas por el crimen 
organizado, aun de carácter doméstico e interdependiente, pero que trasciende fronteras, 
exigen una evolución estratégica de las fuerzas policiales y armadas.

Las nuevas formas de violencia criminal, que grafican la amenaza existencial de estos ac-
tores, como tiroteos, asesinatos, motines, ajusticiamientos, paramilitarismo, bombardeos 
selectivos, homicidios políticos, emergen justamente en “espacios vacíos” donde el Esta-
do ha diluido su dominio. En estos contextos, a menudo, la autoridad local de hecho es el 
traficante o el mafioso local, lo que, en teoría, demuestra que grupos criminales asumieron 
poderes soberanos y gobierno en territorios desprovistos de control legítimo. Asimismo, 
la naturaleza trasnacional del crimen borra la distinción entre lo interno y lo externo, entre 
desorden y conflicto, reconfigurando la geopolítica convencional. Estos actores prosperan 
donde hay inestabilidad política, donde hay bases para su logística, apoyados en redes de 
fragmentación territorial, y se benefician de los conflictos, de revueltas sociales y del des-
orden social.

Sabido es que Hispanoamérica no es homogénea, que existen políticas de alianzas ideoló-
gicas o históricas, volubles y que se conducen según diferentes intereses políticos, econó-
micos, militares y por variados intereses geopolíticos globales. Así y todo, el crimen orga-
nizado trasnacional está enlazado con un discurso insurgente o refractario del orden social, 
lo que lo hace más poroso y difícil de conceptualizar, y, por tanto, se le debe combatir no 
solo en el plano económico o militar, sino también en el terreno de lo político. El crimen or-
ganizado trasnacional, como actor geopolítico, posee simpatías, se colude y recibe favores 
de ciertas elites políticas regionales. Estas redes criminales transnacionales no son simples 
delincuentes. En el mundo hispanoamericano contemporáneo estos actores desempeñan 
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un importante papel histórico, algunos de ellos se auto perciben como combatientes o 
como sujetos activos desplegados en una contienda política regional, y sus resultados no 
son solo económicos o lucrativos, son también políticos y simbólicos, es decir, se relacio-
nan con los procesos de toma de decisiones políticas, con los principios de autoridad o 
soberanía. Algunos miembros del crimen organizado trasnacional combaten bélicamente 
y llevan a cabo una lucha con permiso o patrocinio de algunos gobiernos y, por lo tanto, 
se hacen parte de un frente bélico e histórico mayor. Si esto es plausible, habría similitudes 
entre estos integrantes del crimen organizado trasnacional y los “partisanos” en la teoría 
política y en la polemología, especialmente si se sigue la descripción de Carl Schmitt (1991) 
respecto del luchador criminal-político. Si esta perspectiva conceptual fuera posible, es-
tos actores geopolíticos serían combatientes (apoyados por el gobierno y el Estado) y no 
simples “bandoleros” o delincuentes (al margen del gobierno y el Estado). Todo esto en 
un sentido político-histórico. ¿Qué actores del crimen organizado trasnacional se podrían 
catalogar de esta manera?, pues probablemente agentes paramilitares, patrullas de vigilan-
cia comunitaria civil (como las que se han promovido en zonas de cultivo de coca); grupos 
anarquistas y comunidades indígenas radicalizadas que ejercen terrorismo y lucran de ac-
tividades ilícitas. También clasifican así los miembros del «Clan del Golfo», los ex FARC y 
«Los Rastrojos». Cabe resaltar que este presupuesto es plausible al analizar sus principios 
de movilización: primeramente, el negocio, el dinero, las riquezas, ya que son emprendedo-
res violentos en búsqueda de ganancias, en términos de Max Weber (2006), pero también, 
secundariamente por ahora, disputan y persiguen poder político. Si este actor geopolítico 
trasnacional continúa evolucionando y se aleja del círculo de los mercados criminales y se 
orienta hacia los espacios propiamente políticos, en realidad, su acumulación de fuerzas le 
permitirá controlar todos o casi todos los aspectos de la sociedad, como ocurre en muchos 
países de África o Asia.
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RESUMEN Este artículo examina la delincuencia organizada desde una 
perspectiva conceptual, con el objetivo de determinar su exis-
tencia y aclarar su naturaleza. La hipótesis central sugiere que 
Argentina, al igual que otros países, experimenta demoras en 
cumplir con las obligaciones internacionales, operando en la 
práctica con conceptos previos. La investigación se desarrolla 
mediante una metodología cualitativa, utilizando un análisis 
de contenido de tipo comparado. 

 En la primera sección, se revisan los fundamentos normativos 
establecidos por la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional (UNTOC), su-
brayando su importancia en la configuración de políticas glo-
bales. Posteriormente, se analiza el marco jurídico argentino, 
enfocándose en el delito de“asociación ilícita”, y se compara 
con las definiciones y principios de la UNTOC. Este análisis re-
vela tanto congruencias como divergencias en la conceptua-
lización de la delincuencia organizada. Además, se examina el 
proyecto de Ley Antimafia en Argentina, evaluando su efica-
cia potencial en fortalecer el marco jurídico para combatir la 
delincuencia organizada. 

 Los resultados reflejan los esfuerzos del Estado argentino por 
adoptar un concepto más eficiente en términos político-cri-
minales que el de asociación ilícita, alineándose con las nor-
mativas internacionales.

 Palabras claves: Organización, criminalidad, transnacionali-
dad, comparativo, legislación, Argentina

ABSTRACT This article examines organized crime from a conceptual 
perspective, aiming to determine its existence and clarify its 
nature. The central hypothesis suggests that Argentina, like 
other countries, experiences delays in fulfilling international 
obligations, continuing to operate with previous concepts. 
The research uses a qualitative methodology, employing a 
comparative content analysis.

 The first section reviews the normative foundations establi-
shed by the United Nations Convention against Transnational 
Organized Crime (UNTOC), emphasizing its role in shaping 
global policies. Subsequently, the Argentine legal framework 
is analyzed, focusing on the crime of " criminal association," 
and compared with the UNTOC's definitions and principles. 
This analysis reveals both congruences and divergences in the 
conceptualization of organized crime. Additionally, the pro-
posed Anti-Mafia Law in Argentina is examined, evaluating its 
potential effectiveness in strengthening the legal framework 
to combat organized crime.

 The results highlight Argentina's efforts to adopt a more po-
litically efficient concept than “criminal association," aligning 
with international standards.

 Keywords: organization; criminality; transnationality; compa-
rative; legislation; Argentina.
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1. Introducción

En la investigación de la ‘criminalidad organizada’ no existe un punto de partida o concepto 
consensuado para su estudio (Lampe, 2009, p. 166). El objetivo de estudiar la delincuencia 
organizada es ‘determinar su existencia’ y, a continuación, ‘aclarar su naturaleza y caracte-
rísticas’ (Cordini, 2017a). Por lo tanto, una definición de delincuencia organizada se consi-
dera un resultado más que un requisito previo para estudiar el fenómeno (Kelly, 1986, 10). 

Lampe identifica ‘tres retos principales’ al abordar la delincuencia organizada (2016; 2009, 
p. 166; 2002, p.191):

1. Dificultad para definirla: La ausencia de un fenómeno empírico claro y la falta 
de consenso sobre su esencia o naturaleza complican su definición. El término 
"delincuencia organizada" abarca un amplio abanico de personas, estructuras y 
acontecimientos que se combinan de diversas maneras, lo que puede llevar a una 
desconexión de la realidad social que pretende describir. Esto significa que los in-
vestigadores no solo necesitan establecer un concepto claro, sino también abordar 
su ‘doble naturaleza’ como parte de la realidad social y como construcción social.

2. Falta de terminología precisa: Términos como ‘delincuencia organizada’ y "redes 
delictivas" se utilizan a veces indistintamente, mientras que en otras ocasiones se 
tratan como categorías analíticamente distintas. Esta incoherencia contribuye a 
aumentar la confusión y dificulta la investigación y el análisis eficaces.

3. Conflicto entre percepciones y realidad: Las percepciones comúnmente aceptadas 
de la delincuencia organizada a menudo entran en conflicto con la investigación 
científica. Lo que los medios de comunicación, los políticos o los funcionarios en-
cargados de hacer cumplir la ley consideran una organización delictiva puede ser 
incorrecto si se examina con más detenimiento. Esta discrepancia resalta la impor-
tancia de un ‘análisis empírico riguroso’.

Es fundamental que los investigadores en el ámbito de la delincuencia organizada aborden 
estos retos y se esfuercen por ‘definir y comprender el fenómeno’ con claridad. De este 
modo, pueden contribuir a una comprensión más precisa y completa de la delincuencia 
organizada y de su impacto en la sociedad.

La ‘delincuencia organizada transnacional’ tiene raíces tan antiguas como los propios Esta-
dos nación y el comercio internacional. Actividades como la piratería, el contrabando y el 
comercio de mercancías prohibidas han evolucionado a lo largo de la historia (Jäger, 2013, 
p. 15), proliferando especialmente donde la autoridad estatal es débil. Sin embargo, algunas 
formas de delincuencia han crecido a escala mundial sin depender de la fuerza estatal o de 
los esfuerzos internacionales para combatirlas.

Este fenómeno se ha explorado desde diversos enfoques, como su evolución social y su 
tratamiento jurídico, sociológico, político y económico. Aunque se ha alcanzado cierto con-
senso normativo sobre su definición en las convenciones internacionales, el concepto de 
delincuencia organizada sigue siendo difuso y sujeto a debate.

El término "delincuencia organizada" se popularizó a partir de finales del siglo pasado, utili-
zándose principalmente para referirse al "gansterismo transnacional" (transnational gangs-
terism) o a organizaciones mafiosas concretas como la Camorra, la Yakuza o los cárteles de 
Medellín o Sinaloa, inter alia (Cordini, 2017a, p. 337). Al mismo tiempo que la política crimi-
nal de drogas mostraba ineficacia en la lucha contra este flagelo, se puso en la agenda inter-
nacional la necesidad de combatir un fenómeno más amplio: las organizaciones criminales 
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(Woodiwiss, 2003). En la década de 1990, el concepto “delincuencia organizada transna-
cional” surgió como un nuevo concepto en el mundo académico y en el discurso popular.

La terminología de delincuencia organizada transnacional surgió en una coyuntura histórica 
concreta en la que confluyeron factores destacados, siendo el más importante el final de la 
Guerra Fría y su sustitución por un nuevo orden mundial, que dio lugar a un nuevo discurso 
de seguridad que predicaba la lucha contra la delincuencia organizada. La inseguridad que 
describe este nuevo fenómeno delictivo tiene sus raíces en dos fenómenos: la circulación 
mundial de personas y la circulación mundial de mercancías, que se interrelacionan de for-
ma compleja.

En la economía globalizada hay comercio lícito e ilícito, y aunque ambos pueden engendrar 
miseria humana e incluso ofrecer oportunidades, solo algunas prácticas del mercado ilícito 
atraen el esfuerzo concentrado y el control mediante la coacción. Estas son las prácticas 
que definen los verdaderos parámetros oficiales de la delincuencia organizada transnacio-
nal (Sheptycki, 2003, p. 42).

Según Silva Sánchez, los fenómenos de globalización económica e integración supranacio-
nal tienen un doble efecto sobre la delincuencia. Por un lado, suponen que determinadas 
conductas tradicionalmente consideradas delictivas dejen de serlo, ya que lo contrario se 
convertiría en un obstáculo para los fines perseguidos por la globalización y la integración 
supranacional. Los actos que violan las barreras y controles estatales a la libre circulación ya 
no son punibles (1999, p. 85).

Por otra parte, los fenómenos económicos de la globalización y la integración económica 
dan lugar a nuevas formas de delitos clásicos, así como a la aparición de nuevas formas de 
delincuencia. La integración genera delitos contra los intereses financieros de la colectivi-
dad como consecuencia de la integración (fraude presupuestario, delito fiscales, etc.), al 
tiempo que propicia la corrupción de los funcionarios de las instituciones de la integración. 
Además, genera la aparición de una nueva concepción del delito, centrada en elementos 
tradicionalmente ajenos a la idea del delito como fenómeno marginal; en particular, los ele-
mentos de organización, transnacionalidad y poder económico (Silva Sánchez, 1999, p. 86).

Este fenómeno ha llevado a muchos gobiernos a diseñar constantemente nuevas estrate-
gias para hacer frente a este problema, a través de tratados internacionales, convenciones 
de las Naciones Unidas (ONU) y agencias especializadas para investigar y combatir a estas 
organizaciones criminales.

Este artículo pretende realizar un análisis exhaustivo de la delincuencia organizada a través 
de una lente conceptual. Comienza examinando los fundamentos normativos establecidos 
por los instrumentos internacionales, en particular la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional (UNTOC). Destaca la importancia de estas 
convenciones en la configuración de la política mundial.

La primera sección del documento aclara el enfoque de la ONU para definir y abordar 
la delincuencia organizada. La UNTOC, adoptada por la Asamblea General de la ONU en 
2000, es el principal instrumento internacional en la lucha contra la delincuencia organiza-
da transnacional. También incluye protocolos contra la trata de personas, el tráfico ilícito de 
migrantes y la fabricación y el tráfico ilícitos de armas. Estos protocolos complementan el 
convenio y refuerzan aún más la respuesta internacional a la delincuencia organizada.

La segunda parte del documento se centra en el marco jurídico interno de Argentina, exa-
minando específicamente el delito de “asociación ilícita”. Este análisis compara la legisla-
ción argentina con las definiciones y principios esbozados en la UNTOC, revelando tanto 
congruencias como divergencias en la conceptualización de la delincuencia organizada. 
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El capítulo también explora el proyecto de Ley Antimafia en Argentina, que representa la 
respuesta estratégica del país a la creciente amenaza del crimen organizado. El objetivo es 
evaluar la eficacia potencial de esta legislación a la hora de fomentar un entorno jurídico 
más sólido para combatir la delincuencia organizada en Argentina.

A través de esta exploración, el capítulo pretende contribuir al discurso más amplio sobre 
los enfoques internacionales y nacionales para hacer frente a la delincuencia organizada. 
Mediante el análisis de la UNTOC, el marco jurídico argentino y la propuesta de ley anti-
mafia, el documento busca aportar ideas sobre la conceptualización y las estrategias para 
combatir la delincuencia organizada.

2. Delincuencia organizada: un doble enfoque

Cuando hablamos de delincuencia organizada, nos referimos a al menos dos realidades 
distintas.

Enfoque uno: La organización como delito

La primera acepción considera la organización en sí misma como un delito, utilizando con-
ceptos como asociación delictiva o conspiración (conspiracy), que son propios del sistema 
del common law.6 En este contexto, se enfatiza la mera existencia de una estructura dise-
ñada para cometer delitos, donde la participación en dicha organización -el mero formar 
parte de la misma- puede ser objeto de castigo. Sin embargo, esta forma de criminalización 
ha sido objeto de críticas. Castigar únicamente por la participación en una asociación des-
tinada a cometer delitos no resulta satisfactorio, ya que plantea la necesidad de establecer 
criterios claros para transferir la responsabilidad de la organización a los individuos que la 
componen. La pregunta fundamental es: ¿bajo qué criterios la pertenencia a una organiza-
ción delictiva puede llevar a la imputación de una persona individual?

En la doctrina alemana se ha desarrollado una vía de escape (Cordini, 2017a, p. 338; 2017b, 
pp. 95-96) bajo el título “teoría de la anticipación” (Vorverlagerungstheorie) que ha jus-
tificado la existencia de la organización como delito autónomo, considerando el delito 
asociativo como una anticipación (mera preparación) del delito objetivo de la asociación 
(Rudolphi, Stein, 2012). La justificación para castigar a los miembros y colaboradores de 
este tipo de organizaciones residiría en su enemistad manifiesta hacia el Derecho (offene 
Rechtsfeindschaft) (Rudolphi, 1978, pp. 318-319). No muy alejada de esta fundamentación 
se encuentra la posición de Jakobs (1985, pp. 773-774), quien sostiene que la legitimación 
del castigo de la pertenencia a una asociación no se produce a partir de su consideración 
como actos preparatorios para la futura lesión de bienes jurídicos protegidos (Rechtsgut), 
sino como actos que, en sí mismos, infringen normas de flanqueo (flankierende Normen), 
cuya finalidad es garantizar los presupuestos cognoscitivos de validez de las normas prin-

6 En el sistema continental (civil law), el delito de participación en una asociación delictiva se deriva del Derecho 
penal francés de “association de malfaiteurs”. Este modelo incluye actos como la gestión, la administración y 
la financiación, y exige un número mínimo de miembros (normalmente tres o más), así como una estructura 
organizativa estable. Por otra parte, el modelo anglosajón de “conspiracy” se refiere a un simple acuerdo para 
cometer un delito. Se trata de un delito incoado que permite castigar a quienes acuerdan cometer un delito, 
aunque no lleven a cabo el plan o sean detenidos antes de hacerlo. En este caso, sólo el acuerdo de voluntades 
es suficiente para el castigo. Algunas jurisdicciones exigen un acto manifiesto (overt act) como prueba de 
que la organización está en marcha. La diferencia fundamental radica no sólo en el número de personas 
implicadas (tres o más para la asociación delictiva, dos o más para la conspiración), sino también en el nivel 
de organización y estabilidad requerido para la asociación delictiva, mientras que la conspiración se centra en 
el mero acuerdo para cometer un delito. Para un análisis más detallado, véase: Cordini (2024; 2022; 2017b).
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cipales (Hauptnormen), provocando un menoscabo de la confianza de los ciudadanos en el 
ordenamiento jurídico.

Enfoque dos: delitos cometidos de manera organizada

Una segunda acepción del término “delincuencia organizada” se refiere a los delitos come-
tidos de forma organizada. En este caso, no se considera la organización como un delito en 
sí misma, sino que se centra en los delitos específicos que caracterizan este tipo de estruc-
tura. Desde esta perspectiva, la organización no es un delito independiente respecto del 
delito objetivo; más bien, forma parte del ilícito (Unrecht), aumentando el grado de peligro-
sidad del delito y afectando, en última instancia, la culpabilidad que se imputa al autor del 
hecho (Cordini, 2017a, p. 338).

Según Silva Sánchez, una organización criminal es un sistema de ilícito penal (strafrechtli-
ches Unrechtssystem),7 es decir, un sistema social donde las relaciones entre los elementos 
(básicamente personas) están organizadas funcionalmente para alcanzar fines delictivos. 
La organización criminal, como sistema de ilícito, posee una dimensión institucional —como 
institución antisocial— que la convierte en algo más que la suma de sus partes, además de 
conferirle una independencia (2008, p. 95).

Es en esta dimensión institucional donde radica su diferencia específica con respecto a los 
meros grupos temporales -regidos por las reglas generales de la participación criminal- para 
la comisión de delitos. El fundamento de la criminalización del componente organizativo es 
que tales organizaciones aumentan el peligro que representan los coautores esporádicos 
concertados. Esto significa que su capacidad para multiplicar los diversos factores de ries-
go respecto de los bienes jurídicos individuales (vida, libertad, propiedad, etc.) afectados 
por los delitos cometidos a través de la organización es significativamente mayor.

En resumen, la segunda acepción de la delincuencia organizada resalta la importancia de la 
estructura organizativa en la comisión de delitos, enfatizando su impacto en la peligrosidad 
y la culpabilidad asociada.

3. La normativización del concepto: las Convenciones de la ONU

El concepto normativo de “delincuencia organizada” ha sido delimitado en el ámbito del 
Derecho internacional mediante una convención internacional en la que participaron Es-
tados de diversas tradiciones jurídicas. Este consenso, alcanzado para abordar la preocu-
pación creciente por la delincuencia organizada transnacional desde la última década del 
siglo XX, tiene sus raíces en la lucha contra el narcotráfico, especialmente impulsada por la 
comunidad internacional y Estados Unidos.

La Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustan-
cias Psicotrópicas (Viena, 1988) y la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuen-

7 El concepto de sistema de ilícito penal (strafrechtliches Unrechtssystem) lo aporta Lampe, quien considera que, 
debido a la naturaleza social de la ilicitud (Unrecht), se trata de sistemas sociales o, más exactamente, de estructuras 
sociales en las que las relaciones entre los elementos se organizan en torno a un objetivo asocial. Sus elementos 
son los individuos que se relacionan entre sí a través de la comunicación y la interacción. Sus comunicaciones 
e interacciones internas siguen patrones relativamente constantes que constituyen su organización. Su objetivo 
asocial es la organización desintegradora de su relación con el entorno. Este objetivo sólo puede ser erróneo 
porque se trata de la relación externa de los sistemas sociales humanos. Por lo tanto, la definición es: “los sistemas 
delictivos erróneos son relaciones de personas organizadas con objetivos ilegales” (1994, 687).
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cia Organizada Transnacional (UNTOC) (Palermo, 2000) son particularmente relevantes ya 
que se enfocan en delitos organizados. Ambas convenciones introducen los conceptos de 
conspiración y participación en una asociación delictiva, con el fin de armonizar las legislacio-
nes nacionales para combatir eficazmente las organizaciones delictivas a nivel internacional.

El artículo 3, apartado 1, de la Convención de Viena de 1988 obliga a los Estados parte a 
tipificar como delito la participación y la conspiración en delitos relacionados con el tráfico 
de drogas, asegurando al mismo tiempo que estas tipificaciones respeten los principios 
constitucionales y los conceptos fundamentales del ordenamiento jurídico interno.

Por su parte, el artículo 5(1) de la UNTOC establece que los Estados Parte deben adoptar 
medidas legislativas para penalizar la conspiración y la participación en un grupo delictivo 
organizado. Esta disposición busca combatir las actividades delictivas que procuran bene-
ficios económicos o materiales a través de la participación en actividades ilícitas de grupos 
organizados (Jousten, 2002, p. 422; McClean, 2007, p. 62).

Aunque en muchos contextos se considera que la conspiración y la participación en una 
asociación delictiva son equivalentes, un análisis detallado revela diferencias significativas 
en su contenido y alcance (Cordini, 2017b, p. 86). En el esfuerzo internacional por armonizar 
las legislaciones nacionales dirigidas contra las organizaciones delictivas, los instrumentos 
jurídicos internacionales han incorporado elementos de los dos modelos tradicionales. A 
menudo se supone que los modelos internacionales combinan elementos de los modelos 
tradicionales del Derecho interno, cumpliendo así los requisitos mínimos para la tipificación 
de la participación en una organización delictiva y la conspiración en países que aún no han 
introducido tales disposiciones. Sin embargo, los modelos internacionales desarrollados 
por la ONU presentan diferencias respecto a los modelos tradicionales presentes en el De-
recho interno (Maljevic, 2011, pp. 139-140).

Según Vlassis, la combinación de estos modelos en convenciones internacionales, como 
la UNTOC, tiene como objetivo promover la cooperación internacional sin necesariamente 
armonizar los conceptos por completo (2002, p. 92). En su lugar, busca asegurar su com-
patibilidad dentro de diferentes sistemas jurídicos, ya sean de common law o de civil law.

Finalmente, la falta de armonización explícita en el artículo 5(1) de la UNTOC se debe en parte 
a la tardía implementación de un mecanismo de revisión por parte de dicha convención.

4. La delincuencia organizada según la UNTOC

La UNTOC adopta dos enfoques a la hora de abordar las organizaciones delictivas. La UN-
TOC y sus Protocolos definen una serie de delitos característicos de las actividades delic-
tivas asociadas a la globalización. Estos delitos incluyen el blanqueo de dinero, la trata de 
personas, el tráfico ilícito de migrantes y el tráfico de armas, entre otros. Este enfoque hace 
hincapié en que la existencia de una organización delictiva aumenta el grado de ilicitud en 
la comisión de un delito. De este modo, se reconoce que la acción organizada aumenta el 
riesgo y los daños causados por las actividades delictivas.

Según el enfoque 2, una organización delictiva no se considera un delito independiente, 
sino más bien un elemento objetivo del delito.8 La presencia de una organización criminal 

8 Como parte del actus reus (common law) o del tipo objetivo que integra el ilícito (Unrecht) conforme a la 
dogmática jurídico-penal alemana.
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denota un mayor grado de ilicitud, ya que la acción organizada en la comisión de un delito 
supone un mayor peligro para el bien jurídico protegido.

Al mismo tiempo, la UNTOC también adopta el enfoque 1, concretamente en el artículo 5, 
que establece el deber de los Estados de tipificar como delito intensional: 

a)  Una de las conductas siguientes, o ambas, como delitos distintos de los que entrañen el 
intento o la consumación de la actividad delictiva:

i)  El acuerdo con una o más personas de cometer un delito grave con un propósito 
que guarde relación directa o indirecta con la obtención de un beneficio económico 
u otro beneficio de orden material y, cuando así lo prescriba el derecho interno, que 
entrañe un acto perpetrado por uno de los participantes para llevar adelante ese 
acuerdo o que entrañe la participación de un grupo delictivo organizado;

ii)  La conducta de toda persona que, a sabiendas de la finalidad y actividad delictiva 
general de un grupo delictivo organizado o de su intención de cometer los delitos 
en cuestión, participe activamente en:

○	Actividades ilícitas del grupo delictivo organizado;
○	Otras actividades del grupo delictivo organizado, a sabiendas de que su participa-

ción contribuirá al logro de la finalidad delictiva antes descrita;

b)  La organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesoramiento en aras de la 
comisión de un delito grave que entrañe la participación de un grupo delictivo organizado. 

En el artículo mencionado, la UNTOC instruye a los Estados parte para que traten la organi-
zación en sí como un delito separado, independiente de la comisión real del delito fin. Esto 
significa que los individuos pueden ser castigados por el mero hecho de formar parte de 
una organización delictiva, aunque no hayan cometido personalmente ningún acto delictivo 
en concreto. Este enfoque considera, incluso, la participación en actividades lícitas del gru-
po organizado, con el conocimiento de que estas actividades conducirán a la consecución 
de un fin delictivo, como un actividad punible (artículo 5.a.ii).

Es importante señalar que el doble enfoque adoptado por la UNTOC puede generar ciertos 
problemas en términos de superposición de delitos. Por ejemplo, una persona podría ser 
sancionada tanto por su participación en una organización delictiva como por la comisión 
de un delito fin, como el lavado de activos. Este delito se vería agravado por el hecho de 
que se realizó a través de una organización criminal.9

En esta situación, el componente de organización delictiva podría ser evaluado en dos oca-
siones distintas, lo que podría llevar a una violación del principio de ne bis in idem (doble 
incriminación). Este principio establece que una persona no puede ser castigada dos veces 
por el mismo delito, lo que plantea desafíos en la aplicación de las normativas y en la pro-
tección de los derechos de los individuos implicados.

Por lo tanto, es crucial que los sistemas legales de los Estados se ajusten para evitar esta 
superposición y garantizar un trato justo y equitativo a los acusados.

9 Así, el Código penal argentino penaliza la mera pertenencia a una asociación o banda destinada a cometer 
delitos (artículo 210) y, a su vez, el delito de lavado de activos (artículo 303) estipula que: “La pena prevista 
en el inciso [pena prevista para la figura básica del delito de lavado de activos] 1) será aumentada en un tercio 
del máximo y en la mitad del mínimo, en los siguientes casos:
a)  Cuando el autor realizare el hecho con habitualidad o como miembro de una asociación o banda formada 

para la comisión continuada de hechos de esta naturaleza…”.
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De particular interés para el derecho interno argentino es el delito definido por el artículo 
5.1 (a) (ii) de la UNTOC que establece la criminalización de la participación en una forma 
específica de asociación delictiva, a saber, en un grupo delictivo organizado. Con el fin de 
evitar diferentes interpretaciones del término, la UNTOC proporciona un concepto de gru-
po delictivo organizado en el artículo 2.a. A los efectos de la presente Convención: 

Por ‘grupo delictivo organizado’ se entenderá un grupo estructurado de tres o más per-
sonas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de 
cometer uno o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la presente Convención 
con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de 
orden material.

El concepto en cuestión consta de una serie de elementos en torno al número mínimo de 
personas, la duración, la forma de actuación del grupo y los tipos de delitos perseguidos.

Según la UNTOC, un «grupo delictivo organizado» se define como un grupo estructurado 
de tres o más personas. El requisito de un mínimo de tres personas es necesario para satis-
facer los demás requisitos del delito. Es dudoso que un grupo de sólo tres personas pueda 
cumplir los requisitos de organización y acción concertada (Cordini, 2017).10

La UNTOC define un «grupo estructurado» como un grupo que no se forma al azar para la 
comisión inmediata de un delito y que no necesita tener funciones formalmente definidas 
para sus miembros, continuidad de su composición o una estructura desarrollada (artículo 
2.c). El objetivo de este concepto es distinguir entre un grupo delictivo organizado y la 
acción concertada de varios individuos en un delito específico. El concepto de «grupo es-
tructurado» abarca tanto los grupos jerárquicos como los no jerárquicos, en los que no es 
necesario definir formalmente las funciones de los miembros del grupo.

La UNTOC exige que el grupo delictivo organizado exista durante un determinado periodo 
de tiempo. El texto sugiere que este requisito temporal debe interpretarse conjuntamente 
con el concepto de grupo estructurado. El grupo no debe tener carácter aleatorio para la 
comisión inmediata de un delito y, por lo tanto, el tiempo necesario para la preparación y 
ejecución de un único delito sería insuficiente para satisfacer el límite temporal.

El grupo delictivo organizado debe tener como finalidad la comisión de uno o más delitos 
graves tipificados con arreglo a la UNTOC. El propósito debe ser obtener, directa o indirec-
tamente, un beneficio financiero u otro beneficio material. Los grupos con fines exclusiva-
mente políticos o religiosos, por ejemplo, quedan excluidos del ámbito de aplicación de la 
UNTOC.

Los miembros del grupo delictivo organizado deben actuar de forma concertada, lo que no 
significa necesariamente que actúen simultáneamente. Actuar de forma concertada signifi-
ca que los miembros actúan de acuerdo con un plan y contribuyen al propósito común del 
grupo, complementándose entre sí para lograr el resultado deseado conjuntamente.

La participación en un grupo delictivo organizado puede adoptar dos formas. La primera 
es la participación en las actividades delictivas del grupo con conocimiento de la actividad 
delictiva general del grupo o de su intención de cometer delitos. La segunda forma es la 
participación en actividades no delictivas del grupo con el conocimiento de que estas acti-
vidades contribuirán a la consecución de los fines delictivos del grupo. La distinción entre 

10 Aquí es válida la apreciación de Rudolphi sobre la asociación delictiva, al considerar que, salvo raras 
excepciones, un grupo de tres o cuatro personas puede desarrollar una dinámica propia que promueva y 
favorezca, de manera especial, la comisión de los delitos planeados a través de sus miembros (1978, p. 320).
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estas formas de participación sólo tiene fines teóricos, ya que la UNTOC no prescribe dife-
rentes escalas penales para ellas.

Para abarcar todas las formas posibles de conducta de colaboración en un grupo delictivo 
organizado, el artículo 5 (b) de la UNTOC exige a los Estados Parte que tipifiquen como 
delito las actividades de organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesora-
miento con el fin de cometer un delito que implique la participación de un grupo delictivo 
organizado. Esta disposición pretende penalizar formas de participación que van más allá 
de la mera dirección y abarcan a las personas que dan órdenes o ejercen control sobre los 
miembros o las actividades del grupo. Las restantes formas de participación mencionadas, 
como la ayuda, la incitación, la facilitación y el asesoramiento, pretenden penalizar a los 
meros partícipes.

5. La legislación argentina: el delito de asociación ilícita como marco 
de referencia contra la delincuencia organizada

La legislación argentina no ha introducido el delito de participación en un grupo delictivo 
organizado, ni ha modificado el delito de asociación ilícita preexistente en la UNTOC para 
adaptarlo a los requisitos de la Convención. Según el artículo 210 del Código Penal argen-
tino,11 la asociación ilícita se tipifica como un delito contra el orden público,12 penalizando 
la mera participación en una asociación o banda destinada a cometer delitos, simplemente 
por el hecho de pertenecer a ella.

Las penas para este delito varían según el rol de los miembros, ya sean líderes u organiza-
dores.13 La estructura del delito de asociación ilícita en Argentina es relativamente sencilla: 
se castiga la pertenencia a una asociación cuyo objetivo sea la comisión de delitos, sin ne-
cesidad de demostrar una participación activa en los hechos delictivos. Para ser considera-
do miembro, basta con el pacto de constitución o adhesión a la asociación, aunque existen 
diferentes interpretaciones sobre si esta formalidad es suficiente (Cordini, 2017b, p. 101).

A diferencia de la organización criminal definida en la UNTOC, la asociación ilícita no re-
quiere que el grupo funcione bajo un régimen estatutario, actúe de manera conjunta o que 
los miembros se conozcan entre sí. En otras palabras, no es necesario que exista un "grupo 
estructurado". Lo único que se requiere es un grado mínimo de organización o cohesión 
entre los miembros, sin necesidad de un trato personal y directo. Es suficiente que el au-
tor sea consciente de su pertenencia a una asociación cuya existencia y fines conoce. Lo 

11 Artículo 210 Código Penal. - Será reprimido con prisión o reclusión de tres a diez años, el que tomare parte en 
una asociación o banda de tres o más personas destinada a cometer delitos por el solo hecho de ser miembro 
de la asociación. Para los jefes u organizadores de la asociación el mínimo de la pena será de cinco años de 
prisión o reclusión.

12 Es un delito de anticipación. Es un delito contra el orden público que la asociación, por su mera existencia, 
pone en tela de juicio. Esta fue la posición adoptada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) 
en el caso Stancanelli. Para la CSJN, la criminalidad de este delito reside esencialmente en la repercusión que 
tiene en el «ánimo de la población y en el sentimiento de tranquilidad pública» y no en la lesión efectiva a 
cosas o personas (2001, p. 5).

13 El dirigente es la persona que manda o dirige la asociación, independientemente del grado de participación en 
el ejercicio del mando, sin obligación de rendir cuentas ni de exigir autorización. Puede tratarse de una o varias 
personas. No basta el mando ocasional o puntual, ni se exige haber participado en la ejecución de los actos 
dirigidos por el dirigente. Por su parte, los organizadores son los miembros de la asociación que han actuado 
en su establecimiento, organización o constitución (D'alessio, 2004, pp. 680-681). Para Núñez (1992, p. 188) y 
Rubio (1981, p. 12), este concepto no incluye a los promotores, que son quienes inician o realizan los trámites para 
constituir la asociación sin formar parte de ella, y que sólo pueden ser castigados como instigadores del delito.
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fundamental en una asociación delictiva es el acuerdo de voluntades en relación con una 
organización concreta destinada a cometer un número indeterminado de delitos.

Para que se configure el delito de asociación ilícita, no es necesario probar que sus miem-
bros hayan cometido delitos específicos. Basta con demostrar, mediante indicios razona-
bles, que un número mínimo de participantes forma parte de una asociación, que debe 
estar constituida por un acuerdo entre sus miembros con la finalidad colectiva de cometer 
delitos de forma indeterminada e inespecífica.

Algunos autores, como Ziffer (2005), sostienen que la "pertenencia" no se adquiere úni-
camente mediante la incorporación formal, sino que también requiere una participación 
activa en las actividades de la asociación y la adopción de sus objetivos. Esta participación 
implica un compromiso continuado y deliberado con las actividades del grupo, evidencian-
do la voluntad de colaborar en la consecución de sus fines delictivos.

6. Comparación del delito de asociación ilícita en Argentina y la UNTOC

Al analizar el delito de asociación ilícita previsto en el artículo 210 del Código Penal argen-
tino y compararlo con la definición establecida en el artículo 5 de la UNTOC, se evidencia 
que la figura delictiva en Argentina tiene un alcance más amplio. Este delito no solo castiga 
acciones que serían consideradas meros actos preparatorios en ausencia de un tipo penal 
específico, sino que también lo convierte en un delito de anticipación. Esto significa que 
cualquier delito del Código Penal o de legislaciones especiales puede ser objeto de la aso-
ciación, sin importar su gravedad.

Por otro lado, la UNTOC intenta limitar su aplicación a los “delitos graves”, tal como se 
menciona en el artículo 2b. En este contexto, el delito de asociación ilícita por sí solo resulta 
insuficiente para cumplir con la función político-criminal que la UNTOC asigna a los grupos 
delictivos organizados. La intención de la UNTOC es definir un marco de actuación frente a 
organizaciones que representan una amenaza no solo para el Estado, sino también para la 
comunidad internacional, dado su carácter transnacional.

En contraste, el delito de asociación ilícita en el derecho interno no establece distinciones 
claras en cuanto a la gravedad o la naturaleza del delito fin de la misma. Por lo tanto, una 
asociación destinada a cometer delitos menores, como el robo de neumáticos o daños ma-
teriales, podría ser perseguida penalmente bajo la legislación interna, a pesar de que tales 
delitos no representen un riesgo para la seguridad del Estado o para la comunidad interna-
cional. Esto pone de manifiesto que, aunque el delito de asociación ilícita sea punible en el 
contexto del derecho argentino, puede quedar por fuera de los objetivos y la efectividad 
que busca la UNTOC en la lucha contra la delincuencia organizada.

7. Análisis del artículo 210 bis del Código Penal argentino

El artículo 210 bis del Código Penal argentino introduce el concepto de asociación delictiva 
agravada, que presenta ciertas similitudes con el concepto de organización criminal defini-
do en la UNTOC. Sin embargo, un análisis más detallado revela que este concepto puede no 
lograr plenamente la función político-criminal de combatir de manera eficaz a los grupos 
delictivos organizados.
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Esta disposición establece penas más severas, que varían entre cinco y veinte años de 
prisión, para aquellas personas que participen, cooperen o ayuden en la formación o man-
tenimiento de una asociación delictiva que cumpla con criterios específicos.14 Estos crite-
rios incluyen: número de miembros, posesión de estructuras organizativas de tipo militar, 
provisión de armas o explosivos, funcionamiento en más de una jurisdicción política de 
Argentina, inter alia.

Un aspecto notable de este delito es la ampliación de la responsabilidad. No solo se res-
ponsabiliza a los participantes activos en la asociación, sino también a los cómplices, equi-
parando su responsabilidad a la de los miembros activos de la organización (Boumpadre, 
2001; Donna, 2002).

Otra diferencia significativa radica en la exigencia de que las acciones de la asociación de-
lictiva contribuyan a “poner en peligro la vigencia de la Constitución Nacional” (orden cons-
titucional). Esta condición ha generado un debate jurídico sobre si se refiere a las acciones 
constitutivas de la asociación o a las acciones delictivas que ésta lleva a cabo. La interpreta-
ción predominante sugiere que la asociación debe haber cometido actos que efectivamente 
pongan en peligro el orden constitucional (Boumpadre 2001, p. 380; Donna, 2002, p. 326).

La finalidad política, y no estrictamente económica, de la asociación delictiva agravada es 
un aspecto que la diferencia de la organización delictiva definida en la UNTOC. Además, 
el hecho de que la organización busque subvertir el orden constitucional plantea desafíos 
significativos para la aplicación práctica de este delito.15

En suma, aunque el artículo 210 bis del Código Penal argentino amplía la definición y las 
penas relacionadas con la asociación delictiva agravada, su enfoque en el peligro para el 
orden constitucional y la variedad de criterios necesarios para su configuración pueden 
limitar su eficacia en la lucha contra el crimen organizado.

8. El	proyecto	de	Ley	Antimafia:	la	organización	criminal	como	organi-
zación	mafiosa

El crimen organizado ha generado una serie de ataques violentos en la ciudad de Rosario, 
provincia de Santa Fe, en los últimos años. Estos ataques han llevado a la necesidad de 
implementar medidas más severas contra estas organizaciones criminales y adoptar pro-
cedimientos especiales en las zonas afectadas por estas acciones mafiosas. 

14 Artículo 210 bis Código Penal. - Se impondrá reclusión o prisión de cinco a veinte años al que tomare parte, 
cooperare o ayudare a la formación o al mantenimiento de una asociación ilícita destinada a cometer delitos 
cuando la acción contribuya a poner en peligro la vigencia de la Constitución Nacional, siempre que ella reúna 
por lo menos dos de las siguientes características:
a) Estar integrada por diez o más individuos;
b) Poseer una organización militar o de tipo militar;
c) Tener estructura celular;
d) Disponer de armas de guerra o explosivos de gran poder ofensivo;
e) Operar en más de una de las jurisdicciones políticas del país;
f) Estar compuesta por uno o más oficiales o suboficiales de las fuerzas armadas o de seguridad;
g) Tener notorias conexiones con otras organizaciones similares existentes en el país o en el exterior;
h) Recibir algún apoyo, ayuda o dirección de funcionarios públicos.

15 Ni siquiera puede equipararse a todo tipo de organizaciones terroristas. Si consideramos los casos de 
terrorismo cometidos en Argentina, como los atentados contra la Embajada de Israel en 1992 y la AMIA 
(Asociación Mutual Israelita Argentina) en 1994, ninguno de ellos puso en peligro el orden constitucional.
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Para comprender este fenómeno, es importante definir qué se entiende por delincuencia 
organizada y explicar sus características distintivas respecto de las simples asociaciones 
delictivas, analizadas anteriormente, previstas en el Código Penal. El proyecto de ley pre-
sentado pretende ser una respuesta jurídica estructurada al grave problema planteado por 
las bandas organizadas.16

El poder ejecutivo federal ha presentado a la Cámara de Diputados un proyecto de Ley 
Antimafia. Dicho proyecto se basa en el Código Antimafia italiano, la Ley RICO (Racketeer 
Influenced and Corrupt Organizations) estadounidense y la lucha contra las «Maras» en El 
Salvador. El proyecto se centra en las organizaciones delictivas y está concebido para apli-
carse a diversos delitos característicos de este tipo de criminalidad.

El proyecto establece que los delitos deben estar relacionados con los objetivos de una or-
ganización criminal, como tráfico ilícito de drogas, blanqueo de dinero, homicidio, lesiones, 
pornografía infantil, privación ilegal de libertad, secuestro, coacción, amenazas, extorsión, 
trata de personas, tráfico de órganos, intimidación pública, incendio, estragos y tenencia 
ilícita de armas y/o explosivos. La mera pertenencia a la asociación se castiga con una pena 
superior de ocho a veinte años de prisión o reclusión. Además, todos los miembros de la 
organización son responsables de la pena correspondiente al delito más grave cometido 
por cualquiera de ellos.

La configuración de la nueva organización criminal se estructura en los artículos 7 y 8 de 
dicho proyecto, que introduce los artículos 210 ter y 210 quater en el Código Penal.

La propuesta de incorporación del artículo 210 ter al Código Penal argentino tiene por 
objeto reforzar el marco jurídico para combatir eficazmente la delincuencia organizada en 
Argentina. Este artículo introduce penas de prisión de entre ocho y veinte años para las 
personas que participen, apoyen o contribuyan al establecimiento o funcionamiento de una 
asociación delictiva implicada en actividades delictivas específicas.17

Estas actividades delictivas abarcan delitos como el tráfico ilícito de drogas, el tráfico de 
órganos previstos en leyes específicas, así como delitos graves recogidos en el Código 
Penal argentino, como el homicidio, las agresiones, la pornografía infantil, la privación ile-
gítima de libertad, el secuestro, la coacción, la extorsión, la trata de personas, el lavado de 
activos y la intimidación pública, inter alia.

Un aspecto destacable de este artículo es la aplicación de penas agravadas, que duplican 
las penas mínimas y máximas en comparación con las penas individuales para los delitos 
cometidos como miembro de la asociación ilícita (artículo 210 del Código Penal). Es impor-
tante señalar que las condiciones especiales de participación previstas en otros artículos 
del Código Penal no son aplicables en este contexto (artículos 46 y 47). Además, se consi-
deran pertinentes únicamente para los delitos plausiblemente relacionados con los objeti-
vos de una organización delictiva. 

16 Proyecto de ley INLEG-2024-38289025-APN-PTE. Disponible en: https://www4.hcdn.gob.ar/dependencias/
dsecretaria/Periodo2024/PDF2024/TP2024/0001-PE-2024.pdf

17 Artículo 7°.- Incorpórase al Capítulo II “Asociación Ilícita” del Título VIII “DELITOS CONTRA EL ORDEN 
PÚBLICO” del LIBRO SEGUNDO “DE LOS DELITOS” del CÓDIGO PENAL, como artículo 210 ter, el siguiente:

 “ARTÍCULO 210 ter.- Será reprimido con reclusión o prisión de OCHO (8) a VEINTE (20) años el que tomare 
parte, cooperare o ayudare a la formación o al mantenimiento de una asociación ilícita dedicada a cometer 
cualquiera de los delitos tipificados en las Leyes Nros. 23.737, 24.193, 25.246 y 26.683 y sus respectivas 
modificatorias y en los artículos 79, 80, 89, 90, 91, 128, 141, 142, 142 bis, 145 bis, 145 ter, 149 bis, 168, 170, 186, 187, 
189 bis, 211, 277 y 279 de este Código, pese a que la organización no reúna las características del artículo 210 
bis, y en concurso real con las penas previstas para los delitos cometidos individualmente como miembro de 
la organización, las que se agravarán en el doble del mínimo y del máximo.

 Las condiciones especiales de participación establecidas en los artículos 46 y 47 de este Código no serán 
aplicables a los efectos de lo dispuesto en este artículo”.
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En la extensión de la responsabilidad, la nueva ley plantea una regla muy similar a la conoci-
da en el derecho penal estadounidense como “doctrina Pinkerton”. Esta regla adoptada por 
la Corte Suprema de los EE.UU. en el caso homónimo -Pinkerton v. United States, 328 U.S. 
640 (1946)- permite que las acciones de un conspirador pueden ser atribuidas a todos los 
miembros de la conspiración, responsabilizándolos penalmente por los delitos sustantivos 
(Cordini, 2022, p. 15; Ohlin, 2007, p. 147), siempre que haya sido razonablemente previsible 
el delito sustantivo para el conspirador y que el mismo haya sido cometido en cumplimento 
de la conspiración (Kurt, 2008, p. 286). 

Por otra parte, el proyecto de ley también incluye el artículo 210 quater del Código Penal,18 
que establece las penas para los miembros de una organización delictiva que reúnan de-
terminadas condiciones agravantes. En virtud de esta disposición, la pena aplicable vendrá 
determinada por el delito más grave cometido por la organización, además de la pena es-
tablecida en el artículo 210 ter.

Estas condiciones agravantes abarcan diversos factores, como el uso de violencia física o 
amenazas para alcanzar los objetivos de la organización, la comisión reiterada y ostensible 
de delitos en beneficio de la organización, la comisión de delitos para desplazar o eliminar 
a otra organización, el uso de delitos para intimidar a la población en general o a sectores 
específicos, o para infundir temor a las Fuerzas Ejecutivas, Legislativas, Judiciales, Arma-
das, Policiales y de Seguridad. Además, también se considera una circunstancia agravante 
cuando existe una intención evidente de obtener el control de un territorio con el propósito 
de cometer nuevos delitos, continuar con delitos ya cometidos o sustraer ese territorio del 
control de las autoridades.

En todos estos casos, el delito más grave cometido por la organización criminal se define 
como el delito perpetrado por cualquiera de sus miembros que conlleva la pena más alta. 
A continuación, esta pena se duplica, tanto en lo que se refiere a las penas mínimas como 
a las máximas, con el fin de imponer un castigo más severo a los responsables de la delin-
cuencia organizada.

La propuesta de incorporar estos artículos al Código Penal refleja la respuesta legislativa a 
la gravedad y complejidad de las actividades de la delincuencia organizada. El objetivo es 
garantizar una mayor eficacia en la persecución y el enjuiciamiento de estos delitos, refor-
zando así el marco jurídico existente.

18 Artículo 8°.- Incorpórase al Capítulo II “Asociación Ilícita” del Título VIII “DELITOS CONTRA EL ORDEN 
PÚBLICO” del LIBRO SEGUNDO “DE LOS DELITOS” del CÓDIGO PENAL, como artículo 210 quater, el siguiente:

 “ARTÍCULO 210 quater.- Será reprimido con la pena que correspondiera al delito más grave cometido por 
la organización a la que se refiere el artículo 210 ter, y en concurso real con la pena prevista en ese artículo, 
cualquiera de los miembros de dicha organización, cuando la misma reuniera alguna de las siguientes 
condiciones:
a.  Se valiera de la violencia física o de amenazas para el cumplimiento de sus fines;
b.  Los hechos se produjeran de manera reiterada y ostensible en beneficio de la organización;
c.  Los hechos se cometieren para el desplazamiento o aniquilación de otra organización;
d.  Los hechos se produjeran para amedrentar a la población en general o a ciertos sectores de la población, o 

para infundir temor a las autoridades ejecutivas, legislativas y judiciales, o a las Fuerzas Armadas, Fuerzas 
Policiales y de Seguridad;

e.  Resultare evidente que se busca asegurar el control de un territorio para la comisión de nuevos ilícitos, 
para continuar ejecutando los que ya se estuvieren cometiendo, o para la sustracción de ese territorio del 
control de las autoridades nacionales, provinciales, municipales y de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS 
AIRES.

 Las condiciones especiales de participación establecidas en los artículos 46 y 47 de este Código no serán 
aplicables a los efectos de lo dispuesto en este artículo.

 Se considerará “delito más grave cometido por la organización criminal” al que hubiera sido perpetrado por 
cualquiera de sus miembros y que tenga la pena más alta, la cual se agravará en todos los casos en el doble 
del mínimo y del máximo”
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9. Conclusión 

Los investigadores en el ámbito de la delincuencia organizada enfrentan múltiples retos al 
intentar definir y comprender este fenómeno complejo. La falta de armonización en las de-
finiciones y el alcance de la asociación delictiva es un desafío significativo, ya que diferen-
tes países pueden tener enfoques divergentes. Sin embargo, se están realizando esfuerzos 
para abordar estos problemas a través de la legislación y convenios internacionales como 
la UNTOC.

Un aspecto crítico es que la definición del delito específico de participación en un grupo 
delictivo organizado varía considerablemente entre países. Por ejemplo, en Argentina, el 
delito de asociación delictiva (artículo 210 del Código Penal) tiene un alcance más amplio 
que el definido en la UNTOC. Además, la finalidad política de la asociación delictiva agra-
vada (artículo 210 bis) la distingue de la organización delictiva según la UNTOC, lo que 
complica aún más la aplicación de la ley.

Los artículos 210 y 210 bis CP, preexistentes a la UNTOC, resultan una herramienta ineficaz 
para abordar las nuevas manifestaciones de la criminalidad organizada. Por ello, el poder 
ejecutivo argentino ha presentado un proyecto de ley antimafia para abordar la delincuen-
cia organizada en su dimensión global. Aunque este proyecto no se ajusta estrictamente a 
las estipulaciones de la UNTOC, busca limitar la criminalización a organizaciones de cierta 
magnitud, basándose en diversos parámetros.

La discusión sobre la responsabilidad de los miembros de organizaciones criminales por los 
delitos cometidos por otros integrantes de la organización plantea cuestiones complejas 
tanto desde el punto de vista jurídico.

El planteamiento de que los miembros de una organización criminal puedan ser responsa-
bles por delitos cometidos por otros integrantes de la organización no solo implica una ex-
cepción a las reglas tradicionales de autoría y participación, sino también a las propias 
reglas que regulan la imputación penal.19 Esto se relaciona con los principios de la doctri-
na Pinkerton, que sugiere que todos los miembros de un acuerdo criminal pueden ser res-
ponsables de los delitos perpetrados en el curso de la mismo, incluso si no fueron quienes 
los ejecutaron directamente.

Es fundamental recordar que la responsabilidad penal implica culpabilidad por un acto ilí-
cito. Esto significa que cada acto delictivo debe ser evaluado en función de la violación de 
la ley, y la culpabilidad no puede desvincularse de la acción en sí. Para que un miembro de 
la organización sea considerado culpable, es necesario demostrar que ha realizado algún 
acto ilícito.

Una posible solución a las inconsistencias en la aplicación de esta nueva regla sería consi-
derar que el simple acto de unirse a la organización o formar un acuerdo asociativo podría 
cumplir con el requisito del acto necesario para la imputación del delito sustantivo (homici-
dio, las agresiones, la pornografía infantil, trata de personas, etc.). Aunque el acto de unirse 

19 El concepto de imputación se centra en la acción y efecto de atribuir, de adscribir un determinado fenómeno a 
un sujeto como obra suya (bajo su responsabilidad), lo que supone una acción de antemano confrontada a una 
obligación o a una prohibición de esa acción infringida. Este movimiento que se dirige de la imputación hacia 
la responsabilidad del sujeto no debe perder de vista el juicio inverso que va desde la retribución del hecho 
a la acción del autor y conlleva, a su vez, la pregunta de quién es el sujeto susceptible de imputación o, en 
otros términos, quién es persona para el derecho. La teoría de la imputación, en términos generales, responde 
a la problemática de cuándo y bajo qué condiciones se puede establecer una relación, penalmente relevante, 
entre una persona y un suceso de manera que a esa persona se la pueda considerar autor y reprocharle el 
hecho mediante la aplicación de una pena. Véase: Hruschka (1976 , p. 12 y ss.)
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a una organización criminal -que es un delito contra el orden público- no es equivalente a 
cometer uno de los delitos específicos de la organización, cada uno de los delitos infringe 
normas diferentes.

Este razonamiento sugiere que el miembro de la organización sería culpable del delito del 
artículo 210 ter CP, pero no necesariamente de los delitos cometidos por otros miembros 
de la organización. Para atribuir responsabilidad por los delitos específicos, se requeriría 
demostrar su participación directa en esos actos.

A partir de un fundamento de  responsabilidad indirecta o por el hecho del otro -también 
conocida en al ámbito anglosajón como responsabilidad vicarial-, se podría extender la 
responsabilidad de un miembro de la organización hacia otros integrantes del acuerdo cri-
minal. Sin embargo, es crucial que esta argumentación se ajuste al principio de culpabilidad 
reconocido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, garantizando así la coherencia y 
la justicia en la aplicación de la ley. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina ha señalado que el principio constitu-
cional de culpabilidad como presupuesto de la aplicación de una pena exige que la acción 
ilícita pueda ser atribuida al procesado tanto objetiva como subjetivamente (1992), lo que 
está en contradicción con el texto legislativo propuesto.

Queda por ver si este proyecto de ley será aprobado por el Congreso y si cumplirá con los 
requisitos de constitucionalidad en caso de ser impugnados ante los tribunales.
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RESUMEN Se ha identificado que los delitos más frecuentes entre los 
jóvenes de los centros juveniles en el Perú son los siguientes: 
robo agravado, violencia contra la libertad sexual, tráfico ilí-
cito de drogas, y homicidio. Estos tipos de delito se suelen 
estudiar desde factores asociados que son similares entre sí, 
incorporando variables de corte psicológico y sociológico. No 
obstante, existen matices y contrastes en los perfiles de los 
jóvenes según el tipo de delito registrado. 

 Por ello, la presente investigación propone un análisis com-
parativo de los cuatro tipos de delitos mencionados. El obje-
tivo es evidenciar diferencias entre los perfiles de los jóvenes 
según sus factores asociados e identificar si alguno de estos 
adquiere mayor fuerza explicativa para uno u otro delito. Para 
esto, se concretó la investigación desde una metodología 
cuantitativa, analizando los datos que proporcionó la Encues-
ta de Centros Juveniles de Lima Metropolitana en el 2022. 
Se realizaron análisis de regresión logística multinomial para 
evidenciar el contraste entre los tipos de delito y los factores 
asociados. 

 Los resultados de la investigación arrojan perfiles contrastan-
tes según algunos factores claves. Algunos de estos hallazgos 
son la contrastante asociación de bandas delictivas con el de-
lito de homicidio y sicariato, factores vinculados a la historia 
biográfica en la etapa de la niñez con el delito de violencia 
contra la libertad sexual, y la influencia de pares y deserción 
educativa en el caso de robo agravado. En el caso de los ado-
lescentes que cometieron tráfico ilícito de drogas, se requiere 
una exploración de otro tipo de factores, los utilizados no ge-
neraron un perfil contrastante.

 Palabras claves: jóvenes infractores, comparativos tipos de 
delito, factores asociados, Perú.

ABSTRACT "It has been identified that the most frequent crimes among 
young people in youth centers in Peru are: aggravated rob-
bery, sex crimes, illicit drug trafficking, and homicide. These 
types of crime are usually studied from associated factors 
that are similar, incorporating psychological and sociological 
variables. However, there are nuances and contrasts in the 
profiles of young people depending on the type of crime 
recorded. 

 
 Therefore, this research proposes a comparative analysis of 

the four types of crimes mentioned. The objective is to show 
contrast between the profiles of young people according to 
associated factors and to indicate if any of these acquire grea-
ter explanatory force for one crime or another. For this, the 
research was carried out using a quantitative methodology, 
analyzing the data provided by the Population Survey of Ju-
venile Detention Centers during 2022. Logistic regressions 
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were carried out to show the contrast between the types of 
crime and the associated factors. 

 The results of the research show contrasting profiles accor-
ding to some key factors. Some of these findings are: the as-
sociation of criminal gangs with the crime of homicide, fac-
tors linked to the biographical history in the childhood stage 
with the sex crimes, and the influence of peers and educatio-
nal dropout in the case of aggravated robbery. In the case of 
adolescents who committed drug trafficking, an exploration 
of other types of factors is required; those used did not gene-
rate a contrasting profile."

 Keywords: organization; criminality; transnationality; compa-
rative; legislation; Argentina.
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1. Introducción

Estudios recientes han identificado un aumento en la delincuencia juvenil en todos los paí-
ses latinoamericanos durante los últimos 25 años (Bergman, 2021). Esta tendencia ha ge-
nerado un creciente interés académico en la región, propiciando análisis de casos, reportes 
comparativos e investigaciones que exploran con mayor profundidad los perfiles de estos 
adolescentes y jóvenes.

Una dimensión relevante para estudiar en la región son los tipos de delitos más prevalentes, 
considerando que la frecuencia de estos varía entre los países. Por ejemplo, el delito con-
tra el patrimonio es el más frecuente entre adolescentes en países como Colombia (35%, 
SRPA), Argentina (82%, BGD - Corte Suprema), Chile (52%, Observatorio de Defensoría 
de la Niñez), México (21%, ENASJUP), Brasil ( 1 27%; SINASE), Paraguay y Perú (MINJUS; 
50,8%). En contraste, los atentados contra la libertad sexual son el delito más frecuente en 
Ecuador (29,38%, Boletín Estadístico de la Defensoría Pública), y el segundo más frecuente 
para Argentina (14%, BGD - Corte Suprema) y México (17%, ENASJUP). En el caso de Co-
lombia y Brasil, el segundo tipo de delito más registrado entre adolescentes es el tráfico 
ilícito de drogas (21%, SINASE). Además, delitos como lesiones graves y homicidios se re-
gistran con una frecuencia significativa en México, Ecuador y Guatemala (Bergman, 2021) 
y Perú (MINJUS, 2022).

En suma, los delitos contra el patrimonio, los atentados contra la libertad sexual, el tráfico 
ilícito de drogas, y las lesiones graves y homicidios son modalidades delictivas recurrentes 
en la región. Esto sugiere la necesidad de profundizar analíticamente en estas conductas y 
entender sus características. Al igual que en otros países latinoamericanos, en Perú, estos 
tipos de delitos han sido los más reportados entre los adolescentes que cumplen medidas 
socioeducativas en Centros Juveniles entre el 2016 y 2022, según el censo de la población 
de los Centros Juveniles de Diagnóstico y Rehabilitación (INEI, 2016) y la última encuesta 
poblacional (INDAGA, 2023).

El presente estudio considera relevante analizar cómo se relacionan los factores de riesgo 
con los tipos de delito más prevalentes en la población juvenil. En ese sentido, el objetivo 
de la investigación es identificar si existe una configuración de perfiles diferenciados entre 
estos jóvenes, en función del tipo de delito cometido y los factores de riesgo asociados a 
estos. Para ello se realizará un análisis comparativo de los cuatro delitos más frecuentes que 
se han cometido en Perú, y la relación con factores asociados. Los resultados buscan con-
tribuir al diseño de perfiles en materia de delincuencia juvenil e indagar si las modalidades 
delictivas resultan excluyentes entre sí.

2. Enfoques Teóricos y Factores de Riesgo en la Criminología del Delito 
Juvenil

Los factores de riesgo se han definido de múltiples formas. En el ámbito de las investigacio-
nes sobre delincuencia juvenil y criminología, los factores de riesgo refieren a las caracterís-
ticas de las personas y sus circunstancias que están asociadas con una mayor probabilidad 
de actividad delictiva futura (Shader, 2012; Andrews &; Bonta, 2010; Kazdin et al. 1997).

Algunos de los factores de riesgo, comúnmente estudiados por su influencia, remiten al 
dominio familiar, donde se inscriben factores como el impacto de la violencia en el hogar, 
o los cuidados familiares con poco control y supervisión (Wong, 2017; Erdelja et al., 2013). 
Asimismo, se destaca el impacto de la asociación con grupos de pares vinculados al delito 
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(Kubik et al., 2019) que promueven el aprendizaje y una motivación compartida por la ac-
tividad delictiva. Luego también, se encuentran los factores de riesgo relacionados al do-
minio escolar como la deserción escolar (Ramirez &; Casas, 2016; Mendoza y Zúñiga, 2017), 
el bajo rendimiento académico (Hoffmann et al., 2013; Li et al., 2011) y el poco compromiso 
con la escuela (Wang &; Fredicks, 2014).

Por otro lado, la situación económica ha sido también incorporada en investigaciones que 
exploran la desigualdad social y la delincuencia (Herrera &; Achig, 2023; Argothy & Jimé-
nez, 2023); así como el impacto del desempleo prolongado en hogares de bajo recursos 
(Gorgal, 2023). En estudios similares, también se destaca el factor territorial, donde se reco-
noce la influencia del grado de cohesión social y las oportunidades que se presentan para 
delinquir (Redondo, 2015; Wikstrom et al., 2012; Wikström et al., 2018).

Así también, desde una dimensión más individual, se ha identificado como factores de ries-
go a los problemas o patologías psicológicas a temprana edad (Fox et al., 2015, Pardini et 
al., 2020), biografías que han pasado por experiencias de victimización (Yun et al., 2017; 
Nam, 2021; McCuddy &; Esbensen, 2017) y el consumo de drogas a temprana edad (Ve-
ga-Cauich &; Zumárraga-García, 2018; DeLisi et. al, 2015).

Delimitar qué variables pueden ser consideradas como factores de riesgo requiere una re-
visión del marco teórico criminológico que sustenta su impacto e influencia en el desarrollo 
de una trayectoria delictiva. Para comprender plenamente cómo estos factores de riesgo 
influyen en la delincuencia juvenil, se van a explorar las principales teorías criminológicas 
que dan cuenta de la relación entre factores de riesgo y el comportamiento delictivo.

Enfoques criminológicos, históricamente reconocidos y utilizados, son: el enfoque de aso-
ciación diferencial o teoría del aprendizaje social, la teoría del control social, y la teoría de la 
anomia/tensión (Cullen et al., 2014). El contraste y aporte de cada enfoque se evidencia en las 
premisas y argumentos para comprender los motivos y causas de la vinculación con la activi-
dad delictiva. Cada enfoque engloba diferentes factores de riesgo en sus estudios empíricos.

	La teoría de la asociación diferencial o aprendizaje social, se enfoca en el aprendiza-
je del delito y proceso de socialización (Sutherland &; Cressey, 1966), considerando 
como importante factor a los grupos diferenciados (Akers, 2013). El análisis del 
aprendizaje delictivo resalta la importancia de identificar los vínculos que se desa-
rrollan con amistades y familiares vinculados con una actividad delictiva, o conduc-
ta de riesgo como el consumo de drogas.

○	
	La teoría del control social (Hirschi, 1969) busca estudiar los diferentes tipos de 

control y restricción a la delincuencia. Según la teoría, existen tres tipos generales: 
control externo, cuando se identifican mecanismos de sanción (familiares, policías, 
profesores, etc); la conformidad, refiere a la restricción por perder atributos y vín-
culos importantes (un puesto de trabajo, vínculo social importante); control interno, 
describe la temprana internalización de una definición negativa hacia la actividad 
delictiva. Estos tres tipos permiten identificar variables que comprenden un gra-
diente de mayor o menor control. Algunos de los factores o variables que se suelen 
abordar en el análisis mediante esta teoría son: el abandono temprano del hogar y 
la deserción escolar.

○	
	La teoría de la anomia/tensión considera el delito como el resultado de la ausencia 

o limitación de medios lícitos para alcanzar metas culturales difundidas y aceptadas 
(Merton, 1961). La teoría de la anomia ha pasado por diversas discusiones, revisiones 
y aportes de diferentes autores (Cloward &; Ohlin; 1960; Messner y Rosenfeld, 1997). 
No obstante, el autor R. Agnew propone que la anomia no sólo tiene una dimensión 
estructural, sino individual. Para Agnew, el desequilibrio entre expectativas (lo que 
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esperamos obtener considerando lo que otros obtienen en una situación similar) y 
lo que realmente obtenemos genera una fuente de frustración que busca resolverse 
mediante el acto delictivo (Cid y Larrauri; 2001). En ese sentido, gran parte de los 
principales factores que aborda esta teoría refieren a las limitaciones estructurales.

Si bien estos enfoques ofrecen perspectivas únicas para estudiar la conducta delictiva, tam-
bién existe una propuesta teórica que propone integrar las premisas de estos enfoques, 
resaltando que no necesariamente son excluyentes, y destacando el aporte de las variables 
que utilizan para explicar la delincuencia juvenil. Así se formulan teorías integradoras del 
delito (Krohn &; Eassey, 2014).

Una de estas es la desarrollada por Robert Agnew (2005) conocida como la “Teoría general 
de la delincuencia juvenil”. En esta, el autor propone analizar las trayectorias delictivas des-
de los siguientes dominios de vida: grupo de pares, escuela, familia, trabajo. Esto debido a 
que los dominios incorporan una serie de variables que se influyen mutuamente y guardan 
una relación significativa con la actividad delictiva. Tal influencia y relación se explica desde 
los enfoques ya propuestos del aprendizaje social y el control social. Para el autor, en cada 
dominio de vida se encuentran variables, o factores de riesgo, que reducen el control social 
y aumentan las motivaciones (o favorecen el aprendizaje) del delito (Agnew; 2005). Este 
enfoque, en tanto incorpora gran cantidad de variables y evita las determinaciones aisladas 
de otras propuestas teóricas, permite un análisis más completo para el desarrollo y análisis 
de la presente investigación.

En ese sentido, consideramos entre los factores de riesgo seleccionados para la presente 
investigación aquellos relevantes para el enfoque del aprendizaje social: vínculos próximos 
(grupo de pares o familiares) con algún antecedente delictivo, localidad con presencia de 
bandas delictivas, consumo de drogas por parte de familiares, violencia intrafamiliar, etc. Y, 
entre aquellos que se inscriben en el enfoque del control social, se consideran al ausentismo 
o deserción escolar, o al abandono temprano del hogar.

Factores de Riesgo Asociados a Tipos de Delito

Existen diversos estudios que proponen agrupaciones de los adolescentes infractores y 
sus modalidades delictivas. Algunos los dividen en base a niveles de violencia del delito 
cometido (Chan; 2019), otros en función de la frecuencia de sus delitos (Gorman-Smith et 
al.,1998) o por la motivación delictiva (Mallett et al., 2011). Algunas de estas agrupaciones 
coinciden con la tipología delictiva normativa aquí revisada, lo que sugiere variables y ca-
racterísticas que configuran perfiles diferenciados según dicha tipología. Estos estudios 
permiten identificar factores y características que influyen con mayor peso en determina-
dos tipos de delitos, facilitando así la distinción entre diversos perfiles de adolescentes.

Homicidios (Delitos contra el cuerpo, la vida y la salud)

En el caso de los delitos contra el cuerpo, la vida y la salud, donde se sitúa al homicidio, diver-
sos estudios han identificado una mayor predominancia de factores de riesgo relacionados 
con problemas conductuales y relacionales a temprana edad. Según algunos estudios, los in-
fractores que cometen homicidio tienen 1,5 veces más probabilidades de presentar al menos 
un diagnóstico de trastorno de conducta disruptiva (54% frente a 29%), siendo la impulsivi-
dad un factor común entre los jóvenes que incurren en esta conducta (Loeber et al., 2005).
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Asimismo, se ha observado que en este tipo de delitos se presentan con mayor frecuencia 
problemas relacionales con pares, en comparación con otros tipos de delitos (Margari et al., 
2015; Cuervo et al., 2014; Mulder et al., 2012). Estos estudios sugieren considerar historiales 
de violencia y conflictos intrafamiliares (como la violencia, el alcoholismo y el abuso de me-
nores) para comprender mejor este perfil afectado por variables psicológicas y relacionales 
(Farrington et al., 2012). En menor medida, se ha encontrado que un factor distintivo en 
este tipo de adolescentes es la fuerte asociación con la venta y consumo de drogas (Loeber 
et al., 2005; Farrington et al., 2012). 

Por último, desde literatura regional se ha encontrado que el crimen organizado y las pan-
dillas son un factor central en este tipo de delito (UNODC, 2014). Estas organizaciones re-
producen y fomentan el sicariato y la disputa por territorios, lo cual deriva en respuestas y 
represalias violentas (Observatorio Nacional Ciudadano de Seguridad, Justicia y Legalidad, 
2015). De forma similar, en Perú un porcentaje significativo de homicidios está relacionado 
con la delincuencia organizada, sicariato y bandas delictivas (INDAGA; 2018), siendo los 
adolescentes y jóvenes el grupo más propenso a involucrarse en actividades que desem-
bocan en este delito.

Delitos contra el patrimonio

En el caso de los delitos contra el patrimonio, estos corresponden a un subgrupo donde 
coinciden gran cantidad de factores de riesgo (Mulder et al. 2012). Esto se entiende al ser 
un grupo que abarca la mayor cantidad de adolescentes en conflicto con la ley (ACLP) 
(Cuervo et al; 2014), siendo un perfil con relativa heterogeneidad. Asimismo, existen estu-
dios (Otu &; Elechi, 2015; Kessler, 2010) que identifican cómo este tipo de delito tiene la par-
ticularidad de estudiarse como una carrera delictiva que escala en frecuencia y violencia. 
Por ende, existe un gradiente heterogéneo, en base a frecuencia y nivel de violencia, en el 
perfil de quienes cometen este delito. 

No obstante, se pueden resaltar dos dominios, que se complementan y tienden a desta-
carse cuando se estudian los factores influyentes en este tipo de ACLP: los grupos de so-
cialización, como familiar y pares (Lemos, 2010); y la escuela (Lee et al., 2015). En el caso 
del grupo familiar se resalta la ausencia de cuidado y atención familiar como un factor de 
riesgo que se acentúa si el adolescente abandona su hogar (Kim et al., 2009). En relación 
con la escuela, se ha identificado que una falta de vinculación permite mayor uso de tiempo 
libre y limitación de oportunidades formales para la obtención de ingresos a futuro (Mcgee, 
2015; Webster, et al., 2006).

En el contexto peruano, estos factores también se reflejan en la población penitenciaria. 
Los delitos contra el patrimonio responden, en gran medida, a las limitaciones económicas 
de los jóvenes, junto con su bajo nivel educativo. Asimismo, se observa la importancia del 
grupo de pares cercanos vinculado al delito. Se resalta también que este grupo no cuenta 
con recursos y redes de alguna organización que les permita el aprendizaje y la comisión de 
delitos más complejos o con mayor envergadura (INDAGA; 2017). Por lo mismo, se limitan 
a una delincuencia de tipo amateur (Kessler, 2010); en contraste con la modalidad delictiva 
de homicidio o sicariato, la cual registra redes criminales para la “profesionalización” delic-
tiva y se aborda desde el resultado de una agresividad (Cuervo et al.,2014).

Violación contra la libertad sexual.

Un perfil contrastante con los anteriores corresponde a los adolescentes que cometieron 
delitos de violación contra la libertad sexual. Existe literatura que resalta en estos casos un 
perfil heterogéneo y contrastante con otros tipos de delito. Se destaca que estos jóvenes 
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tienen antecedentes penales menos extensos, menos compañeros antisociales y menos 
problemas con el uso de drogas (Affleck, 2021). En estudios comparativos, se resalta tam-
bién que eventos como la deserción escolar son menos comunes en este tipo de delito 
(Grattagliano &; Di Vella, 2017; Mulder et al., 2010).

Asimismo, debido a la heterogeneidad del perfil, se complica identificar muchas caracte-
rísticas en común entre estos jóvenes (Grattagliano &; Di Vella; 2017), lo cual implica difi-
cultades para el diseño de programas de reinserción social y reducción de la reincidencia, 
sugiriendo que cada caso requiere una evaluación desde sus particularidades.

No obstante, algunas investigaciones han identificado factores de riesgo asociados prin-
cipalmente al entorno familiar, tales como la exposición a un ambiente sexualizado, la vic-
timización sexual durante la infancia, el trauma por negligencia infantil y/o la exposición a 
la violencia familiar o doméstica (Siria Mendaza et al., 2020). De forma similar, en el Perú, 
los presidiarios que cometen este tipo de delito reportan factores vinculados al entorno 
familiar y social del interno. Un gran grupo señaló haber recibido agresión física durante su 
infancia y, alrededor de un tercio, comentó que “su madre era violentada físicamente por su 
padre, o por quien ejercía dicho rol” (INDAGA; 2017). 

Tráfico Ilícito de Drogas

Finalmente, en cuanto a los jóvenes que cometen el delito de tráfico de drogas, se re-
conocen las oportunidades y factores que influyen para que un adolescente se involu-
cre en la venta de drogas: bajo control de los padres, malas condiciones del vecindario, 
pocas oportunidades laborales en el vecindario, uso o abuso de sustancias por parte de 
los padres y altos niveles de desviación del grupo de pares (Seffrin &; Domahidi; 2014). 
Asimismo, diversas investigaciones distinguen este tipo de delito por estar fuertemente 
orientado a la obtención de beneficios económicos como su principal motivación (Dembo 
et al., 1993).

Por otro lado, se resalta una fuerte asociación con el tipo de delito contra el patrimonio, 
siendo que el inicio del tráfico de drogas estaría relacionado con una mayor frecuencia de 
delitos contra la propiedad y contra las personas (Kammen &; Loeber; 1994). En ese sen-
tido, según la revisión de literatura, el perfil de este tipo de delito puede resultar bastante 
similar a los otros mencionados, con factores asociados en común, configurando un perfil 
que no es excluyente. Al contrario, desde algunas lecturas se puede vincular al tráfico ilícito 
de drogas (TID) como una etapa secuencial al delito contra la propiedad o contra las per-
sonas (Humenik et al., 2019).

Estas diferencias pueden revelar la importancia de incorporar otro tipo de subgrupos para 
estudiar a los jóvenes que cometen delitos. Por lo pronto, se resalta la importancia de ana-
lizar en la presente investigación hasta qué punto los diferentes tipos de delito son exclu-
yentes en sus perfiles y factores asociados.

3. Propuesta de Investigación

Al revisar la literatura sobre estudios de agrupaciones y tipologías entre ACLP, se han 
encontrado pocos estudios que analicen en profundidad comparativas sobre la tipología 
delictiva normativa (Sette &; Rezende, 2020). No obstante, es importante problematizar 
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sobre los diferentes perfiles entre los jóvenes en conflicto con la ley penal a partir de la 
tipología normativa. En ese sentido, la presente investigación propone un análisis de fac-
tores asociados a cuatro tipos de delitos más frecuentes entre los jóvenes de los centros 
juveniles en el Perú (2016 y 2022): robo agravado, violencia contra la libertad sexual, 
tráfico ilícito de drogas, y homicidio. Para el comparativo recogeremos los postulados de 
la teoría integradora de Agnew (2006), ya que abarca una gran cantidad de variables y 
permite un análisis de importantes enfoques de la criminología: aprendizaje social y con-
trol social.

El objetivo de la investigación es proponer un análisis comparativo de los cuatro tipos de 
delitos más frecuentes entre los jóvenes que han cometido delitos en el Perú, identificando 
si alguno de los factores asociados adquiere mayor fuerza explicativa. Con esto, se busca 
contribuir a diseñar perfiles entre los jóvenes, evaluar si las modalidades delictivas se rela-
cionan o resultan excluyentes, y sugerir una mayor focalización de propuestas de resocia-
lización.

4. Metodología

El presente estudio tiene un enfoque analítico transversal de datos secundarios que uti-
liza la información recopilada en la Encuesta de Población en los Centros Juveniles de 
Lima Metropolitana del 2022. La encuesta se llevó a cabo por el Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos de Perú, a través de dos entidades: el Observatorio Nacional de 
Política Criminal – INDAGA y el Programa Nacional de Centros Juveniles – PRONACEJ. 
Contó con dos etapas y un diseño aleatorio y sistemático, siendo ejecutada entre agosto 
y septiembre del 2022. Recogió información sobre condiciones sociales y familiares del 
adolescente infractor, situación de la infracción penal, condiciones de vida en el Centro 
Juvenil, rol de las instituciones y expectativas del adolescente infractor. Se encuestó a 
709 adolescentes, de ambos sexos, quienes ejecutaban una medida socioeducativa de 
internación o internación preventiva en 3 Centros Juveniles de Diagnóstico y Rehabilita-
ción de Lima, Santa Margarita y Anexo Ancón III, ubicados en Lima Metropolitana. Esta 
encuesta no contempló una muestra, sino que el recojo de información se realizó sobre 
toda la población disponible.

Tras la limpieza de datos, se eliminaron 3 casos perdidos, contando finalmente con 706 
casos. Los encuestados fueron adolescentes y jóvenes de entre 14 y 26 años (M=18,28; 
DE=2,08). El 87,7% son hombres y el 12,3%, mujeres. El 75.4% de los participantes pertenece 
al Centro Juvenil de Lima, seguidos por el 12.3% en el Centro Juvenil de Santa Margarita y 
el 12.3% en el Anexo Ancón.

El 92% de los participantes nació en Perú, mientras que el 6.6% proviene de Venezuela y 
un pequeño porcentaje de otros países. En cuanto a los departamentos de nacimiento en 
Perú, Lima tiene la representación más alta con un 36.5%, seguido por La Libertad con un 
7.7%, e Ica con un 8.9%.

La variable central del estudio es el delito por el cual el adolescente se encuentra cumplien-
do una medida socioeducativa. En la encuesta se recoge a través de la siguiente pregunta: 
“¿De qué infracción te acusaron las autoridades?”. Las respuestas a dicha pregunta fueron 
recodificadas y se agruparon en los cuatro tipos de delito más frecuentes, otros delitos y los 
casos en los que se reportaban más de un delito. La siguiente tabla presenta la distribución 
de la variable tipo de delito.
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Tabla 1 

Tipo de Delito Frecuencia Porcentaje

Delitos contra el patrimonio 367 52%

Homicidio 134 19%

Violación contra la libertad sexual (VLS) 82 12%

Tráfico Ilícito de Drogas (TID) 40 5.6%

Más de un delito 40 5.6%

Otro tipo de delito 43 6%

Total 706 100%

La variable original de tipo de delito fue transformada en cuatro variables adicionales, cada 
una representando la comisión de uno de los principales delitos. Se asignó el valor 1 si el 
individuo cometió ese delito específico y el valor 2 si cometió cualquier otro delito. Esto 
resultó en las variables separadas 1) Delito contra el Patrimonio, 2) Homicidio, 3) Violación 
de la Libertad Sexual y 4) Tráfico Ílicito de Drogas. Asimismo, se analizó la relación de los 
delitos con dieciséis variables vinculadas a los dominios de vida de la Teoría general de la 
delincuencia juvenil de Agnew (2005): educación, familia, grupo de pares, trabajo. A ellas 
se agregaron, además, conductas de riesgo e influencia del contexto local.

 

Tabla 2 
Estadísticos descriptivos de variables independientes

Variables Frecuencia (categoría: Sí) Porcentaje

Consumió Drogas 542 76.80%

Consumió Bebidas Alcohólicas 574 81.30%

Consumió Cigarrillos 352 49.90%

Sufrió maltrato durante niñez 205 29.90%

Padres consumen alcohol durante niñez 244 34.60%

Padres consumían drogas durante niñez 59 8.40%

Ha presenciado agresiones a su madre
234 33.10%

Abandono de hogar (antes de los 15 años) 380 53.82 %

Familiares en prisión 330 46.74 %

Amistades cercanas vinculadas al delito 479 67.85 %

Barrio con presencia de pandillas/bandas delictivas 435 61.61 %

Conocimiento de algún infractor reconocido en el barrio 331 46.88 %

Conocimiento de casos notorios de crímenes en el barrio 345 48.87 %

Trabajaba antes de ingresar al CJ 580 82.2%

Primaria como máximo nivel educativo alcanzado 159 22.52 %

Repitió el año escolar 426 60.34 %

Estas variables originalmente tenían opción de respuesta afirmativa, negativa y la no res-
ponsividad. Se codificaron como variables binarias (1 para "Sí" y 2 para "No" y “No sabe/
No responde”) para simplificar los análisis realizados. Además, la variable “Repitió el año 
escolar” se recodificó de la pregunta “Antes de ingresar. al CJ, ¿Cuántas veces repetiste el 
año escolar?”, asignando como valor 1 a los que reportaron no haber repetido ninguna vez, 

PERFILES EN DELINCUENCIA JUVENIL: FACTORES ASOCIADOS Y CONTRASTANTES EN LOS
TIPOS DE DELITOS COMETIDOS POR ADOLESCENTES EN CONFLICTO CON LA LEY



 POLITAI: REVISTA DE CIENCIA POLÍTICA        Pág. 63

y 2 a los que manifestaron haber repetido al menos una vez. La variable de nivel educativo 
alcanzado (hasta primaria) fue recodificada, asignando el valor 1 a los que solo habían estu-
diado primaria o inferior y 2 a los casos que reportaron haber alcanzado un nivel educativo 
superior al primario.

Plan de análisis 

Los análisis estadísticos fueron realizados con el software estadístico IBM SPPS 26. Primero, 
se realizaron análisis de correlación de Spearman para explorar la relación entre variables. 
Luego, para analizar el modelado de las variables de la población con la variable del tipo de 
delito se realizaron análisis logísticos. Con las variables binarias de cada tipo de delito se 
realizaron análisis logísticos binarios, lo cual permitió una mayor compresión de la naturale-
za de los delitos. Seguido a ello, y con el objetivo de analizar a detalle el contraste entre la 
relación de las variables independientes y el tipo de delito cometido, se realizó un análisis 
de regresión logística multinomial. Finalmente, se evaluaron las medidas de ajuste del mo-
delo y se interpretaron los coeficientes multinomiales resultantes. 

Limitaciones

Si bien este estudio proporciona información valiosa sobre los factores asociados a diferen-
tes tipos de delitos en los centros juveniles de Lima en 2022, es importante destacar algu-
nas limitaciones que deben tenerse en cuenta al interpretar los resultados: La categoriza-
ción de los tipos de delito se realizó a partir de la pregunta "¿De qué infracción te acusaron 
las autoridades?". Esta pregunta no captura todas las conductas antisociales o infracciones 
que los adolescentes puedan haber cometido, ya que se centra en las infracciones por las 
que fueron procesados. Por lo tanto, algunos delitos no procesados no se tienen en cuenta 
en el análisis.

Por otro lado, una de las principales limitaciones radica en que los datos se basan en el 
autoreporte de los adolescentes y jóvenes que cumplen medidas socioeducativas en los 
Centros Juveniles de Lima. Esta dependencia del autoreporte puede llevar a un subregistro 
de las conductas delictivas reales, ya que los participantes pueden no revelar todas las in-
fracciones cometidas o pueden subestimar la gravedad de sus acciones.

Este estudio se basa en datos secundarios recopilados para un propósito diferente al de la 
investigación. Como resultado, los investigadores están limitados por la disponibilidad de 
variables y las preguntas específicas incluidas en el Censo "Cómo están los centros Juve-
niles de Lima" del 2022. Esto puede limitar la capacidad de abordar aspectos específicos 
relacionados con la comisión de delitos y los factores asociados. Estas limitaciones deben 
considerarse al interpretar los resultados y pueden proporcionar oportunidades para futu-
ras investigaciones que aborden estos desafíos específicos en un contexto similar.

Aspectos éticos

La base de datos de la Encuesta de población en los Centros Juveniles de Lima Metropo-
litana 2023 fueron obtenidas a partir del Círculo de Estudios de Violencia y Criminalidad 
(CEVCRI) tras una solicitud de acceso a la información pública. La encuesta recogió datos 
sin identificadores, lo que garantiza la protección de confidencialidad de los participantes. 
Los participantes dieron su consentimiento informado antes de iniciar con la encuesta.
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5. Resultados

Análisis de correlación

Primero, con la finalidad de explorar las relaciones entre los tipos de delitos y posibles 
factores asociados se realizó un análisis de correlación. La Tabla 3 presenta las relaciones 
significativas encontradas entre diferentes variables y los tipos de delitos.

Tabla 3

 Análisis de correlación entre factores asociados y tipos de delito

Factores Asociados
Delitos contra el 

Patrimonio
Homicidio

Violación contra la 
Libertad Sexual

Tráfico Ilícito 
de Drogas

Consumió Drogas .252** -.084* 0003 .005

Consumió Bebidas Alcohólicas .100** -.114** -.033 .016

Padres consumen alcohol duran-
te niñez

-.016 .047 -.081* .015

Abandono de hogar (antes de 
los 15 años)

.006 .099* .067 -.033

Amistades cercanas vinculadas 
al delito

.162** .023 -.021 -.020

Barrio con presencia de pandil-
las/bandas delictivas

-.066 .151** .024 .018

Conocimiento de algún infractor 
reconocido en el barrio

.029 .077* .093* .004

Conocimiento de casos notorios 
de crímenes en el barrio

-.002 .117** .042 .052

Primaria como máximo nivel ed-
ucativo alcanzado

.138** -.033 -.013 -.009

p= <0,05* , <0,01**. N= 666

Con respecto a delitos contra el patrimonio, se encontró una correlación fuerte, positiva 
y significativa con tener amistades con vínculos en el delito. También, se encontró una re-
lación moderada, positiva y significativa con el consumo de drogas y este tipo de delito. 
Asimismo, hay una correlación positiva significativa, aunque más débil, con el consumo de 
bebidas alcohólicas. El haber solo alcanzado estudios de nivel primario también presenta 
una correlación pequeña y directa con la comisión de delitos contra el patrimonio.

Homicidio se relaciona menos con el consumo de drogas y bebidas alcohólicas que otros 
delitos. No obstante, tiene una relación positiva con haber dejado el hogar antes de los 15 
años, vivir en un barrio con pandillas y conocer de infractores y crímenes notorios en el 
barrio.

Los delitos de violación contra la libertad sexual se relacionan de manera indirecta con el 
consumo de alcohol de padres durante la niñez que otros delitos, aunque esta relación es 
débil. También se encuentra una relación pequeña, pero positiva con conocer infractores 
reconocidos en el barrio y este tipo de delito. Asimismo, es importante resaltar que en el 
caso de Tráfico Ilícito de Drogas (TID) ninguna de las variables registradas ha presentado 
una correlación significativa.
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Análisis de Regresión

A continuación, se presentan los resultados de las regresiones logísticas binarias y multino-
mial. Los análisis de regresión logística binaria consideran como variable dependiente a cada 
uno de los cuatro tipos de delitos provenientes de la recodificación de la pregunta “¿De qué 
infracción te acusaron las autoridades?”. Con ello, se busca identificar cuáles son las variables 
que aumentan la probabilidad de que el adolescente haya cometido un tipo de delito en con-
traste con los otros tipos de delito. El objetivo es revisar qué perfil sugieren estas variables 
según su asociación con la tipología delictiva. A continuación, se presentan los resultados de 
la regresión logística binaria con la variable dependiente delitos contra el patrimonio.

Tabla 4 

 Regresión Logística Binaria - Delitos contra el Patrimonio

Variables Independientes B Error estándar Wald Sig.

Consumió drogas 1.297 .217 35.597 0

Amistades cercanas vinculadas al 
delito

.603 .201 8.987 .003

Barrio con presencia de pandillas/
bandas delictivas

-.726 .194 13.955 0

Nivel Educativo Alcanzado .504 .203 6.144 .013

Constante -2.596 .475 29.905 0

p < .05, N= 706

La Tabla 4 muestra un modelo de regresión logística con las siguientes variables indepen-
dientes: consumo de drogas, tener amistades que cometieron infracciones, localidad que no 
presenta pandillas o bandas delictivas, y tener como nivel educativo alcanzado a la primaria 
completa. Al revisar los parámetros de dichas variables, se obtuvieron los siguientes valores 
estimados: 1.297; .603; -.726; y .504 respectivamente. Cabe resaltar que la variable del consu-
mo de drogas presenta un coeficiente de mayor magnitud, siendo que el ratio de probabili-
dades se incrementan en 1.297 cuando se registra que el adolescente consume drogas. 

Tabla 5 

Regresión Logística Binaria - Homicidio

Variables Independientes B Error estándar Wald Sig.

Consumió drogas -.634 .236 7.204 .007

Abandono de hogar (antes de los 15 
años)

.419 .209 4.028 .045

Barrio con presencia de pandillas/
bandas delictivas

.895 .227 15.494 0

Trabajaba antes de ingresar al CJ -.635 .234 7.368 .007

Constante 1.003 .496 .098 .043

p < .05, N= 706

La tabla 5 muestra los resultados del análisis de regresión logística con variable dependien-
te Homicidio. Se puede observar que las variables de abandono de hogar (antes de los 15 
años) y presencia de pandillas en el barrio/lugar de nacimiento aumentan la probabilidad 
de que se concrete este tipo de delito en contraste con todos los demás. En tanto que el 
consumo de drogas, y el trabajo (antes de ingresar al CJ), la disminuyen. Al revisar los coe-
ficientes, destaca que la presencia de pandillas alcance un .895.
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Tabla 6 

Violación Contra la Libertad Sexual

Variables Independientes B Error estándar Wald Sig.

Padres consumían alcohol durante niñez -.729 .288 6.401 .011

Ha presenciado agresiones a su madre .547 .262 4.365 .037

Conocimiento de algún infractor recono-
cido en el barrio

.557 .249 5.003 .025

Constante 1.475 .631 5.471 .019

p < .05, N= 706

En relación con los adolescentes que cometieron delito de violación contra la libertad se-
xual (VLS) en la tabla 6 destacan comparativamente tres variables: el consumo de alcohol 
de padres, la presencia de agresiones a su madre y el conocer algún infractor en el lugar 
donde residía. La primera de estas, consumo de alcohol, presenta un coeficiente alto (-.729) 
y una relación inversa con el tipo de delito. 

En cuánto el delito de tráfico ilícito de drogas (TID), al igual que en las correlaciones, la 
regresión logística con este delito como variable dependiente no alcanzó la significancia 
suficiente con ninguna de las variables independientes estudiadas como para formular un 
modelo predictivo. Se podría interpretar que ninguna variable tiene mayor influencia en la 
probabilidad de que se cometa TID frente al conjunto de los otros tipos de delito. 

Luego, se realizó un análisis de regresión logística multinomial (Tabla 7) para evaluar com-
parativamente a TID. En particular, se examinó si alguna de las variables independientes es-
tudiadas destacaba al comparar el TID, como categoría de referencia, respecto de cada uno 
de los otros tipos de delito de forma individual, en lugar de hacerlo de manera agrupada.

Tabla 7 

Multinomial (Categoría de Referencia - TID)

Variable Dependiente Variables Independientes B Desv. Error Wald Sig.

Homicidio
Barrio con presencia de pandillas/bandas 
delictivas

.955 .472 4.087 .043

 Consumió drogas 1.050 .450 5.437 .020

Violación contra la 
libertad sexual

Intersección 1.842 .758 5.903 .015

Consumió drogas -1.680 .537 9.396 .002

Sufrió maltrato durante niñez 1.229 .605 5.001 .025

Padres consumían alcohol durante niñez .980 .535 4.671 .031

Abandono de hogar (antes de los 15 años) -1.059 .486 4.642 .031

Familiares en prisión -1.377 .482 8.678 .003

Repitencia Escolar .959 .466 4.565 .033

p < .05, N=666

En la tabla 7 figuran los resultados del análisis de regresión multinomial, únicamente con las 
variables que resultaron significativas, siendo TID la categoría de referencia. Al compararse 
con el tipo “delitos contra el patrimonio” no se encontró ninguna variable significativa, lo 
cual indica que no se encuentran diferencias en el grado de influencia de las variables in-
dependientes estudiadas entre la comisión de TID o delitos contra el patrimonio. Se reque-
riría otro tipo de variables para poder revisar diferencias entre estos dos tipos de delito. Al 
compararse con “Homicidio”, se encuentran dos variables: el consumo de drogas, como un 
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factor comparativamente asociado con homicidio, y la presencia de pandillas en un barrio 
delictivo. En cuanto a estas variables, como se señala en la Tabla 3, caracteriza a homicidio 
en contraste con todos los demás tipos de delito, por ello no se puede interpretar que esta 
variable constituye una particularidad del comparativo entre homicidio y TID. Quedaría 
considerar si la variable de consumo de drogas, asociada comparativamente con homicidio, 
permite interpretar un perfil de TID.

Ahora bien, sí hubo un contraste importante con VLS. Las variables: “consumo de drogas, 
abandono de hogar (antes de los 15) y familiar en prisión” mantiene una relación positiva 
con TID al compararlo con VLS. Luego, las variables de “maltrato en la niñez, padres con 
consumo de alcohol, repitencia escolar, y trabajo antes de ingreso al CJ” mantienen una 
relación resaltante con VLS al compararlo con TID. Estos resultados sugieren una discusión 
entre ambos tipos de delito. Pese a ello, únicamente desde este comparativo no se puede 
sugerir un perfil con claridad para TID.

Por último, se realizaron regresiones multinomiales considerando los otros tres tipos de 
delito como categoría de referencia. El objetivo fue evidenciar variables que resaltan en los 
comparativos particulares entre cada uno de los tipos de delitos.

En el comparativo entre Delitos contra el Patrimonio (situado como categoría de referen-
cia) y Homicidio, se evidenciaron tres variables significativas. Estas son las mismas que ca-
racterizan a cada tipo de delito respecto de los demás (tabla 4 y 5) y no suponen por tanto 
una particularidad en el contraste de estos dos tipos de delito. Por otro lado, al colocar el 
tipo de delito de violación contra la libertad sexual (VLS) como categoría de referencia, fi-
guraron diversas variables relacionadas con el resto de los delitos. Esto permitió identificar 
factores que afectan en común a los diferentes tipos de delito. 

Tabla 8

Análisis de Regresión Multinomial (Categoría de Referencia - VLS)
Variable Dependiente Variable Independientes B Desv. Error Wald Sig.

Delitos contra el pa-
trimonio

Consumió drogas 1.887 .333 32.116 0

Padres consumían alcohol durante niñez -.863 .340 6.456 .011

Abandono de hogar (antes de los 15 años) .643 .328 3.846 .05

Familiares en prisión 1.068 .338 10.016 .002

Amistades cercanas vinculadas al delito 1.255 .333 14.219 .00

Repitencia Escolar 1.080 .423 6.535 .011

Homicidio

Sufrió maltrato durante niñez -.771 .397 3.774 .052

Padres consumían alcohol durante niñez -.743 .373 3.960 .047

Abandono de hogar (antes de los 15 años) 1.063 .365 8.488 .004

Familiares en prisión 1.094 .369 8.796 .003

Amistades cercanas vinculadas al delito .889 .375 5.628 .018

Barrio con presencia de pandillas/bandas 
delictivas

1.254 .386 10.576 .001

Repitencia Escolar -.829 .358 5.379 .020

Trabajo -.812 .427 3.623 .057

Tráfico Ilícito de Dro-
gas

Intersección -1.500 .668 5.045 .025

Consumió drogas 1.680 .528 10.136 .001

Sufrió maltrato durante niñez -1.229 .571 4.636 .031

Padres consumían alcohol durante niñez -.980 .507 3.741 .053

Abandono de hogar (antes de los 15 años) 1.059 .472 5.029 .025

Familiares en prisión 1.377 .467 8.692 .003

Repitencia Escolar -.959 .460 4.347 .037

p < .05, N= 666
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En este modelo se identifican diversos factores que caracterizan a los otros delitos como 
diferentes de VLS. Al revisar las semejanzas que presentan y su contraste respecto de VLS, 
se puede señalar que los adolescentes que cometieron delito de VLS tiene un perfil que 
difiere, o contrasta más con los otros tipos de delito y sus factores asociados. 

Los factores que comparten los tres tipos de delito (en contraste con VLS) son abandono 
de hogar (antes de los 15 años) y familiares en prisión. Seguido a ello, se identifican otras 
variables en común para dos tipos de delito: “consumo de drogas” ( Delitos contra el patri-
monio y TID) y “los grupos de pares que cometen infracciones” (Homicidio y Delitos contra 
el patrimonio). En ese sentido, estos factores asociados no son excluyentes entre los tipos 
de delito, salvo para VLS. 

Por otro lado, las variables que indican una relación positiva con VLS en la tabla 8 destacan 
la particularidad de este tipo de delito. Estas variables no presentan una fuerte asociación 
(o en algunos casos ninguna) con otro tipo de delito que no sea VLS. Estas variables son: 
Maltrato durante la niñez, Consumo de alcohol de padres, y repitencia escolar.

En síntesis, se ha podido identificar tanto variables que destacan comparativamente entre 
cada tipo de delito respecto de los otros, así como variables que se comparten al comparar-
se tipos de delito por separado. De ese modo también se ha evidenciado la particularidad 
contrastante de VLS y las limitaciones encontradas en TID.

6. Discusión

Existen factores asociados que permiten esbozar diferencias entre los tipos de delito y su-
gerir perfiles contrastantes. Algunos de estos factores figuran, en el comparativo, con una 
asociación particular a un solo tipo de delito; en otros casos se comparte la asociación en-
tre los tipos de delito. La regresión logística permitió identificar factores que se ajustan a un 
modelo predictivo de cada uno de los tipos de delitos, respecto del conjunto de los demás. 
Las operaciones multinomiales permitieron rescatar un comparativo entre cada uno de los 
tipos de delito e identificar que existen factores asociados que se comparten.

Se ha identificado que los adolescentes que cometieron delitos contra el patrimonio tienen 
la particularidad de sólo haber alcanzado primaria completa antes de ingresar al CJ. Luego, 
comparativamente con otros tipos de delito que comparten una asociación similar, desta-
can los factores de consumo de drogas, y el vínculo con amistades próximas que cometen 
delitos. En contraste con aquellos que cometieron homicidio, se asocia una ausencia de 
bandas delictivas en la localidad próxima. 

Según la revisión de literatura, pese a la heterogeneidad del grupo que se encontraba en 
este tipo de delito, se identifica el abandono escolar como un factor importante (Kim et al., 
2009) debido al mayor uso de tiempo libre que permite fuera de las instituciones de control 
social como la escuela, o la familia. Si se agrega a ello la vinculación con amistades cercanas 
que cometen delitos, se puede comprender que el uso de tiempo puede estar orientado a 
una búsqueda de ingresos económicos mediante la delincuencia. El perfil de este tipo de 
delito remite a la ausencia de la escuela como una importante institución de control social 
y las amistades vinculadas al delito como una variable de aprendizaje social. 

Asimismo, el perfil se corresponde con los estudios regionales y nacionales, que identifi-
ca y describe este tipo de delito con recursos y oportunidades limitadas, siendo descrito 
cómo un tipo de delito o accionar no complejo (denominado “amateur” según la literatura) 
(Kessler, 2010 ) o sin un mayor nivel delictivo. Considerando los estudios de Perú sobre este 
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tema, la poca complejidad de este tipo de delito se corresponde con la ausencia de bandas 
criminales ya que podrían conducir a delitos de mayor nivel (INDAGA; 2017). En una línea 
similar, nuestros hallazgos también sugieren que el delito contra el patrimonio mantiene 
una relación inversa con “la presencia de bandas criminales en la localidad cercana”.

De forma contrastante, en el perfil de aquellos sentenciados por homicidio o por delitos 
contra la vida y la salud, se destaca significativamente la presencia de bandas delictivas en 
el lugar de residencia y el no haber trabajado antes de ingresar al CJ. Luego, se resalta el 
factor de abandono de hogar frente a otros tipos de delito que comparten una asociación 
similar. A diferencia del delito contra el patrimonio, se destaca una relación negativa con el 
consumo de drogas. 

Contrario a lo encontrado en la literatura que tendía a remitir a factores asociados de ca-
rácter más psicológico (Farrington et al; 2012), este perfil se asocia principalmente con 
las bandas delictivas. En ese sentido, el tipo de delito implica variables contextuales sobre 
las cuales prestar mayor atención. Asimismo, el temprano abandono de hogar representa 
no sólo la ausencia de una institución de control social, sino de soporte y referencia en las 
trayectorias que puede ser sustituido por la sociabilidad en las bandas delictivas. Así se 
corresponde un perfil donde existe ausencia de control social (abandono de hogar) y una 
variable de potencial aprendizaje social (bandas delictivas en localidad próxima). Estas 
dos variables evidencian una trayectoria donde el tipo de delito supone un nivel mayor de 
violencia, siendo mayor la ausencia de control social y el riesgo que supone la variable de 
aprendizaje social: la temprana sociabilidad en una banda delictiva.

En la línea de los estudios regionales (Ruíz et al; 2016), y nacionales (INDAGA, 2018 & 2019), 
se pone especial énfasis en la importancia de la organización criminal como un espacio 
donde se “profesionaliza” la ejecución de actos delictivos como el homicidio o sicariato. En 
ese sentido, una banda delictiva constituye un aprendizaje social de un tipo de violencia 
mucho más agravante que únicamente el delito contra el patrimonio a través de amistades.

En relación al delito de violacion contra la libertad sexual (VLS), se identifica el perfil más 
contrastante. Los factores asociados particularmente son el haber presenciado agresiones 
a su madre y el conocer algún infractor reconocido. Luego, desde un comparativo particular 
con cada tipo de delito se observa que, en contraste con TID y delitos contra el patrimo-
nio, estos adolescentes presentaron maltrato durante la niñez; y, comparativamente con 
TID y homicidio, se encuentra mayor repitencia escolar. No obstante, e contraste se vuelve 
más evidente al notar que , a diferencia de los otros tres tipos de delito, no se observa una 
asociación con abandono de hogar, consumo de drogas, grupo de pares que cometen in-
fracciones, y familiares en prisión. Esta particularidad del perfil ha sido revisada desde la 
literatura (Affleck, 2021; Grattagliano & Di Vella, 2017; Mulder et al., 2012), evidenciando un 
perfil que no comparte los mismos factores asociados que se estudian para los otros tipos 
de delito. 

Ahora bien, las variables que sí resaltan en este perfil implican una observación particular 
de la dimensión familiar. Sobre todo, podemos considerar que el maltrato en la niñez se 
corresponde con la revisión de la literatura, donde resaltan factores vinculados con eventos 
ocurridos en la niñez, en el entorno familiar y otros relacionados con problemas de salud 
mental (Cuervo et al.,2014; Margari et al. 2015; Siria Mendaza et al. 2020; INDAGA, 2017). 
Evidenciamos que se requiere otro enfoque teórico y variables utilizadas para ahondar de 
mejor manera en este perfil. 

Por último, no se encontraron diferencias significativas en los comparativos de TID. Se re-
quieren otras variables para dar cuenta de la particularidad de este perfil, o si existe una 
fuerte asociación con otros tipos de delitos quelimite el comparativo. Una dificultad similar 
se identificó en la revisión de la literatura (Kammen & Loeber; 1994; Loeber et al. 2005) , 
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donde el TID se estudia y analiza como un factor de riesgo para otro tipo de delitos; antes 
que desde una naturaleza particular que se pueda predecir de forma independiente. Así, de 
la literatura nacional (INDAGA; 2017) se encuentra que, para el perfil de TID, las variables 
contextuales como violencia familiar, presencia de pandillas y grupos de pares no eviden-
ciaban una asociación significativa con la participación en este tipo de delito. Esto conduce 
a la necesidad de incorporar otro tipo de variables en este análisis: de corte ecológico, que 
permitan explorar la relación de los jóvenes con instituciones laborales/educativas y con los 
principales grupos de socialización. Asimismo, este tipo de estudios debería corresponder-
se con otros análisis de perfiles que incorporen metodología cualitativa y biográfica.

7. Conclusiones

Frente a estos resultados podemos señalar que resulta relevante estudiar y comparar estos 
tipos de delitos más frecuentes en la región. El comparativo planteado resalta diferencias 
importantes entre algunos de los delitos y, con ello, se pueden sugerir perfiles diferentes. 
Como un apunte desde nuestra investigación, podemos resaltar: 

		Para aquellos que cometen delitos contra el patrimonio, podríamos sugerir una ma-
yor focalización en los pares de adolescentes debido a la fuerte influencia que pre-
sentan. Debe considerarse, además, la deserción escolar temprana. 

		En el caso de los que cometen actos de violación contra la libertad sexual, se iden-
tifica la importancia de factores vinculados a la historia biografica en la etapa de la 
niñez; así cómo resaltar que constituye un perfil con factores asociados diferentes a 
los encontrados en otros tipos de delito.

		Para los que cometen homicidio, resulta importante prestar atención a la presencia 
de pandillas en la localidad urbana próxima. 

		El delito de tráfico ilícito de drogas no expresa una naturaleza que nos conduzca a 
conclusiones similares; aun así, corresponde una mejor evaluación de este tipo de 
delito. En diálogo con la literatura, podríamos sugerir que este tipo de delito no ne-
cesariamente es excluyente y se requeriría mejor exploración de ello.

El trabajo focalizado permitiría adecuar diferentes actividades y políticas que se trabajan 
en los Centros Juveniles, orientando de forma más integral los logros y el seguimiento de 
los mismos en la labor de resocialización. En términos académicos, también es importante 
considerar estos perfiles para explorar a futuro un comparativo con otros casos en la región, 
donde la tipología delictiva se tiende a repetir. Asimismo, estos resultados pueden ser el 
punto de partida para investigaciones que exploren a mayor profundidad cada uno de los 
perfiles.
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RESUMEN Este artículo analiza las diferencias en el diseño e implemen-
tación de las políticas públicas de Vigilancia Electrónica Per-
sonal (VEP) en Perú y Colombia, desde sus primeros ensayos 
en el 2007 hasta la fecha. Mediante un enfoque de análisis 
político comparado, se exploran los factores que explican la 
brecha en los resultados, a pesar de haber adoptado políti-
cas similares. El artículo recoge la teoría de transferencia de 
políticas públicas como un elemento diferenciador: Colombia 
implementó su política de manera progresiva, apoyándose 
en proyectos piloto y realizando ajustes al diseño original de 
acuerdo con los resultados. Perú, en cambio, al intentar repli-
car el éxito inicial colombiano, optó por una implementación 
nacional sin etapas piloto, lo que resultó en un impacto mu-
cho más limitado. Este proceso de diseño por replicación de 
la legislación colombiana e implementación directa habría di-
ficultado que el Perú afronte futuros obstáculos como la falta 
de financiamiento, la infraestructura insuficiente y la comuni-
cación de este beneficio penitenciario a actores clave. 

 A través de la comparación, este trabajo evidencia que el di-
seño e implementación prospectivos y la falta de adaptación 
a las realidades nacionales y locales fueron los principales 
obstáculos para el éxito de la implementación de una política 
de VEP en el Perú. Por otro lado, una implementación progre-
siva, flexible y contextualizada, como la del caso colombiano, 
permite lograr resultados más efectivos en la aplicación de 
políticas públicas, incluso en contextos de baja capacidad es-
tatal. Finalmente, se señala que los resultados en Colombia no 
tienen un impacto suficientemente grande frente a su proble-
ma público como para ser denominado verdaderamente un 
“caso de éxito” en un sentido más amplio, pero sí frente a los 
insignificantes resultados en Perú.

 Palabras claves: Vigilancia Electrónica Personal, transferencia 
de políticas, implementación de políticas, diseño de políticas, 
grilletes electrónicos, Perú, Colombia

ABSTRACT This article analyzes the differences in the design and imple-
mentation of electronic personal surveillance (EPS) policies 
in Peru and Colombia, from their first attempts in 2007 to 
date. Using a comparative political analysis approach, it ex-
plores the factors that explain the gap in outcomes, despite 
the adoption of similar policies. The article uses the theory 
of policy transfer as a differentiating element: Colombia im-
plemented its policy progressively, relying on pilot projects 
and making adjustments to the original design according to 
the results. Peru, on the other hand, in trying to replicate Co-
lombia's initial success, opted for a national implementation 
without pilot stages, which resulted in a much more limited 
impact. This process of design by replication of Colombian 
legislation and direct implementation would have made it di-
fficult for Peru to address the future obstacles of funding, lack 
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of necessary infrastructure and communication of this prison 
benefit to key actors. Through comparison, this paper shows 
that prospective design and implementation and the lack of 
adaptation to national and local realities were the main obs-
tacles to the successful implementation of an EPS policy in 
Peru. On the other hand, a progressive, flexible and contex-
tualized implementation, as in the Colombian case, allows for 
more effective results in the application of public policies, 
even in contexts of low state capacity. Finally, it is noted that 
the results in Colombia do not have a sufficiently large impact 
on its public problem to fully qualify as a “success case” in a 
broader sense, but they do when compared to the insignifi-
cant results in Peru.

 Keywords: Personal Electronic Monitoring, policy transfer, po-
licy implementation, policy design, electronic bracelets, Peru, 
Colombia.
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1. Introducción

América Latina y el Caribe se distinguen por elevados índices de crímenes violentos y una 
política criminal centrada en la "Guerra contra el delito". Esto ha generado un endureci-
miento de las sanciones, un mayor uso de la prisión y una escasa aplicación de estrategias 
preventivas, contribuyendo a las altas tasas de encarcelamiento que predominan en los 
países de la región (Carranza, 2012). Esta situación ha convertido a las políticas penitencia-
rias en un componente crucial de la estrategia de seguridad (Nunovero, 2017). Una serie de 
factores sociales y propios de los establecimientos penitenciarios dificultan tanto la clasi-
ficación de los reclusos como el cumplimiento de las funciones de rehabilitación. Además, 
estos factores crean un entorno propicio para el surgimiento de mercados ilegales de ar-
mas, drogas y otros bienes, así como para la formación de redes criminales y la corrupción 
de funcionarios (Nunovero, 2017). Estudios recientes han demostrado que, en países como 
Brasil, Venezuela y El Salvador, las organizaciones de presos asumen el control de las cár-
celes y ejercen influencia sobre las comunidades cercanas, lo que resalta la necesidad de 
políticas e intervenciones más eficaces y sostenibles basadas en un análisis profundo de la 
situación penitenciaria (Nunovero, 2017).

Uno de los fenómenos que contribuyen a estas problemáticas de forma más profunda es el 
hacinamiento penitenciario. El Comité Européen pour les Problèmes Criminels (2000), lo 
define como una situación de sobrepoblación en la que la población penitenciaria supera 
a la capacidad del sistema o establecimiento penitenciario en 20% o más. Según los datos 
obtenidos por Rodríguez (2015), 16 de 18 sistemas penitenciarios latinoamericanos supe-
raban, para 2015, este umbral en distinto grado. Esta situación se vuelve un obstáculo para 
los servicios de reinserción social (Escobar, 2011), así como un factor que fomenta el com-
promiso delictivo y la reincidencia (Intriago, 2020; Política Nacional Penitenciaria al 2030). 
Por lo tanto, hacer frente a esta problemática ha sido una prioridad para los países de esta 
región. Es en este contexto que los hacedores de política han propuesto un conjunto de 
medidas para combatir el hacinamiento de las cárceles, entre las que se encuentra la Vigi-
lancia Electrónica Personal (VEP).

La vigilancia electrónica personal, también conocida como “electronic monitoring” y “elec-
tronic tagging”, puede tener tres fundamentos: detención, asegurar que el individuo perma-
nezca dentro de un perímetro determinado; restricción, evitar que el individuo entre a cier-
tas áreas; o supervisión, monitorear al individuo sin limitar sus movimientos (Black y Smith, 
2003). Aunque existen varios dispositivos para implementar la VEP, como brazaletes o grille-
tes, es fundamental una red de posicionamiento global para realizar el seguimiento adecuado 
según el objetivo. Black y Smith sostienen que, aunque la VEP es controvertida, puede reducir 
el hacinamiento, facilitar la reinserción social y disminuir costos comparados con el encar-
celamiento. (2003). Una buena implementación de este tipo de políticas públicas se puede 
interpretar a partir del porcentaje de la población penitenciaria que participa en este benefi-
cio; es decir, que cuenta con un grillete electrónico y cumple su pena de manera extramural.

Si bien se reconoce que, por sí sola, la VEP no puede resolver la sobrepoblación, es una 
medida que potencialmente podría construir un sector considerable de la población peni-
tenciaria extramural y ayudar a reducir el índice de hacinamiento. En ese marco, investigar 
los factores que influyen en los resultados de estas políticas es fundamental. De esta forma, 
a través de esta investigación se busca responder a la siguiente pregunta: ¿Cuáles son los 
factores que incidieron en el diseño e implementación de la política pública de Vigilancia 
Electrónica Personal para personas privadas de libertad en Perú y Colombia entre los años 
2007 y el 2024?

Cabe resaltar, respecto a este último punto, que existe una conexión importante entre la 
política de VEP peruana y colombiana. Esta política fue diseñada primero en Colombia, y 
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tras ciertos resultados positivos, se envió a este país una delegación peruana para recabar 
información y poder replicarla en Perú (Ruiz, 2022). Esto cobra especial relevancia al ana-
lizar la teoría de transferencia de políticas públicas entre países y cómo éstos aprenden 
unos de otros. De esta forma, no solo se puede hacer una comparación más robusta, sino 
entender las diferencias en el proceso conjunto de diseño e implementación en el marco de 
esta transferencia.

Respecto a la pregunta, la hipótesis desarrollada es que la diferencia en la efectividad de la 
implementación de la política pública de VEP en Perú y Colombia entre el 2007 y la actua-
lidad se explica por la diferencia en el modelo de diseño e implementación. Mientras que 
Colombia realizó un diseño retrospectivo basado en la evaluación y expansión de proyectos 
piloto, que le permitió adaptar la política y ampliar su alcance, Perú llevó a cabo un diseño 
prospectivo, en el que la política se estableció de manera nacional desde un inicio y la im-
plementación se hizo de manera vertical y rígida.

Para comprobar esta hipótesis, como ya se ha señalado, se han seleccionado los casos de 
Perú y Colombia, debido a su similitud en condiciones y su diferencia en los resultados de 
la implementación de la política en cuestión. Partiendo por lo más básico, Perú y Colombia 
son ambos países latinoamericanos que estuvieron bajo el control de la corona española 
hasta su independencia a inicios del siglo XIX. Asimismo, ambos países fueron marcados 
por procesos de conflicto armado interno con grupos insurgentes a finales del siglo XX. 
Debido a esta similitud, su desarrollo de capacidad estatal ha sido mayormente similar. Soi-
fer (2015) señala que, en un análisis de los niveles de capacidad estatal, tanto Perú como 
Colombia, tienen una capacidad estatal débil en comparación a otros países de la región 
(Soifer, 2015).

Respecto a los detalles específicos de la política a analizar, ambos proyectos son remarca-
blemente similares, con la excepción de sus resultados. En el análisis de caso se expandirá 
sobre esta comparación; pero, a modo de resumen, es importante tomar en cuenta lo si-
guiente: ambos países llegan a la década del 2000 con cifras de hacinamiento carcelario 
preocupantes, lo que los lleva a buscar soluciones a esta problemática. Colombia plantea 
primero la VEP como una alternativa de solución en 2004, y en 2008 se presenta el primer 
plan para una política nacional. Tras los primeros resultados positivos, el Estado peruano 
decide replicar la política colombiana en su territorio. Perú estableció los primeros regla-
mentos para esto en 2010, pero no fue hasta 2017 que se empezó la implementación. En el 
2009, Colombia inicia un plan de implementación progresiva a nivel nacional, conformado 
por dos planes piloto para poner a prueba y adaptar la política.

Es en los resultados donde la disparidad es notoria. Especialmente considerando que am-
bas políticas eran prácticamente idénticas. El proceso de diseño colombiano tomó 5 años, 
mientras que en Perú tomó 7. Una vez iniciada, la política peruana empezó directamente 
con una implementación nacional, pero con solo dos beneficiarios (INPE, 2017). Tras 6 años, 
el total de beneficiarios es de 32 personas. Colombia inició su primer plan piloto con 95 
personas; y, en el mismo periodo de tiempo, alcanzó a 4328 (INPEC, 2015). Hoy, la vigilancia 
electrónica es el medio para el cumplimiento de condena de 6245 personas privadas de 
libertad en Colombia (INPEC, 2024).

Esta comparación es especialmente relevante si se toma en cuenta que la política peruana 
está diseñada como una réplica de la experiencia colombiana, y más aún si se considera 
que, puesto que esta se implementó después, los gestores estatales peruanos tuvieron, en 
teoría, el beneficio de la retrospectiva para poder aprender de los errores y falencias de 
esta otra implementación y fortalecer así su propio proceso. Por el contrario, lo que se ha 
visto es, no solo una clara incapacidad de mejorar el diseño colombiano, sino siquiera de 
replicar sus resultados en alguna medida. Es por esto que esta comparación se hace valiosa, 
en tanto las similitudes en el contenido mismo de las políticas no explican las diferencias 
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de resultados, por lo que esta explicación se debe buscar en el proceso de diseño e imple-
mentación de las mismas.

El presente trabajo se desarrolla de la siguiente manera: Primero, se realiza una revisión 
de la literatura que incluye tanto el marco teórico de conceptos necesarios como la pre-
sentación del estado del arte con las investigaciones previas sobre este tema. A conti-
nuación, se procede a exponer el detalle de ambos casos y establecer las comparaciones 
pertinentes a la pregunta de investigación, relacionando los conceptos expuestos y los 
argumentos y explicaciones ya existentes con los hallazgos que se presenten. Finalmen-
te, se presentan las conclusiones de este análisis, junto a recomendaciones para futuras 
investigaciones.

2. Revisión de Literatura

Marco Teórico

Para explorar la pregunta e hipótesis planteadas, es importante primero realizar una revi-
sión de conceptos que esclarezca el presente trabajo, empezando por lo relativo a políticas 
públicas. Partiendo de la definición general de Birkland (2011) de política como una decla-
ración de un gobierno de lo que pretende hacer (o dejar de hacer) frente a una problemá-
tica pública percibida; se propone definir políticas públicas como el conjunto de acciones 
concretas (ley, regulación, decisión, orden, otras), planificadas y ejecutadas por una entidad 
estatal con el fin de responder a una problemática, necesidad o demanda ciudadana.

Existen diversos marcos teóricos a través de los cuales conceptualizar el proceso de las po-
líticas públicas. El más común y simple de ellos es el ciclo de políticas, el cual se divide, nor-
malmente, en cinco fases: Definición del problema y establecimiento de la agenda; diseño 
o formulación; legitimación o toma de decisiones; implementación y evaluación (Capano y 
Pritoni, 2020). Como señala Birkland (2011), este modelo por etapas es sumamente útil para 
organizar el pensamiento acerca de políticas públicas, en tanto permite aislar y entender 
los elementos principales del proceso real. Así, es útil para establecer criterios descriptivos 
básicos para el análisis (Capano y Pritoni, 2020). Por ello, se propone partir de las catego-
rías presentes en este modelo para analizar los casos de estudio, para luego complejizar 
aquellos elementos que sea necesario para representar más precisamente el proceso real 
por el que pasaron ambas políticas. Las fases clave de entender para la pregunta de inves-
tigación propuesta son el diseño y la fase de implementación. Por tanto, se prescindirá de 
profundizar en literatura sobre las demás, excepto ciertos aportes puntuales.

El diseño de la política pública consiste en la formulación de objetivos y de las estrategias e 
instrumentos para alcanzarlos. En esta fase, los diseñadores de políticas deben definir una 
serie de elementos clave: primero, se debe establecer una situación futura deseada a largo 
plazo, así como objetivos a corto y mediano plazo que conduzcan a esta. En segundo lugar, 
se necesita un modelo causal justificado en investigación que profundice en las causas del 
problema público que se buscará atender con la propuesta de solución. Tercero, se deben 
determinar las herramientas de la propuesta de solución, que pueden ser protocolos, leyes, 
bonos, entre otras. También se requiere identificar al grupo o comportamiento al que se 
busca modificar con la intervención y de qué manera específica se quiere que este cambie. 
Y, por último, se necesita un plan estratégico que integre y sistematice todos estos elemen-
tos y ofrezca puntos de control para el seguimiento y evaluación de la política (Birkland, 
2011).
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Existen algunas precisiones necesarias acerca de esta fase en cuanto a la realidad práctica 
del proceso. Autores como Forester (1992) señalan que, quienes diseñan las políticas, siem-
pre enfrentan limitaciones de tiempo, de información e incluso cognoscitivas para evaluar 
de manera exhaustiva todas las dimensiones del problema y de las potenciales soluciones. 
En estos casos, se considera que estos actores deben recurrir a una racionalidad limitada, 
en la que se eligen entre las alternativas preestablecidas aquellas que cumplan ciertos crite-
rios básicos de aceptabilidad. Otros autores, como Lindblom (1959), van más allá y señalan 
que, debido a sesgos propios de los diseñadores, y a las limitaciones previas, lo más común 
es que las soluciones que se proponga finalmente sean basadas en cambios incrementales 
de las políticas ya existentes que, sin atacar directamente a las causas centrales de las pro-
blemáticas, alivian antes los efectos más inmediatos. A este modelo se le conoce como el 
incremental o el de ‘salir del paso’. Como indica Scartascini et al (2010), estas limitaciones 
cobran aún más relevancia en contextos de pobre institucionalidad, como es el caso en la 
mayoría de países de América latina.

En el marco de los factores relevantes para el diseño de las políticas públicas, se encuentran 
los aportes de la teoría de transferencia de políticas. La característica principal del análisis 
de transferencia radica en su enfoque de nivel ‘meso’ (Rubio, 2002). El propósito del in-
vestigador es comprender el proceso de toma de decisiones internas que resulta en la ex-
portación de una política, programa o enfoque de un sistema político a otro (Stone, 2001). 
En un mundo cada vez más globalizado o en regiones con instituciones y procesos históri-
cos similares, es muy probable que la noción de un problema público único a un Estado sea 
cada vez más alejada de la realidad: contextos similares encontrarán dificultades parecidas 
(Daniel, 2014; Dussauge, 2012). Entonces, observar y comparar la manera en la que los “ve-
cinos” han implementado una política puede ser útil para reducir costos en el proceso de 
formación de políticas, en el sentido de que no habría que realizar una intensa búsqueda 
de la teoría, así como pensar en una experimentación con metas arraigadas en la realidad 
(Becerra, 2002; Dussauge, 2012). Sin embargo, es crucial entender que la transferencia no 
se reduce al calco de una política dentro de otra unidad distinta.

Las investigaciones sobre transferencia de políticas destacan la importancia del factor 
agencial. Como afirman Evans y Davis (1999), el componente intencional se considera un 
aspecto definitorio del proceso de transferencia. Muchos estudios se basan en la suposición 
implícita de que la transferencia surge de un proceso de aprendizaje político, donde la élite 
política del país receptor actúa como el principal agente en la adopción de políticas extran-
jeras (Rubio, 2002). En este sentido, la transferencia de políticas es un fenómeno intergu-
bernamental en el que participan los decisores políticos del país importador o “advocacy 
coalitions” (Sabatier y Smith, 1993), pero también los otros de actores públicos y privados 
que operan a escala transnacional o “epistemic communities” (Adler y Haas, 1992).

En el Perú, como se explicará más adelante, se da la participación de un político decisor 
en la transferencia de la política de VEP. El propósito de este estudio es analizar cómo este 
proceso genera obstáculos y particularidades en el diseño y/o implementación. En regiones 
con baja capacidad estatal y dinámicas sociales complejas, como América Latina, diversos 
factores pueden interrumpir el ciclo de políticas públicas, dificultando su implementación 
efectiva. Ejemplos incluyen diagnósticos deficientes, mapeos incompletos de actores, fal-
ta de evaluación continua y rigidez para adaptarse a imprevistos. Tras una transferencia 
de políticas, el país receptor debe identificar estas carencias para mitigar efectos negati-
vos, aunque no es un método infalible debido a las particularidades de cada contexto. Los 
responsables de políticas deben considerar tanto las características de la política externa 
como los factores internos que pueden influir en los resultados.

En su relación con el proceso de diseño, Rose (1991) clasifica los procesos de transferen-
cia de acuerdo a los elementos antes descritos: semejanzas entre contextos, aprendizaje 
rescatado, motivaciones para la transferencia, entre otros. En primer lugar, se encuentra la 
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copia, una replicación exacta de la política pública en otro contexto. Luego, la emulación, 
que contempla leves ajustes para las circunstancias particulares. Los siguientes dos mode-
los, síntesis e híbridos, refieren a un proceso de transferencia en el que se tiene más de dos 
(o exactamente dos, en el caso de los híbridos) políticas públicas de diversos contextos. 
Finalmente, empujando los límites de lo que se entiende como transferencia, está la inspi-
ración, en la que las políticas de otros países sirven sólo como “estímulo intelectual” para la 
elaboración de un programa propio (Rose, 1991, en Becerra, 2002).

Una vez seleccionada y diseñada una solución, comienza su implementación, en la cual se 
aplican las herramientas y estrategias para lograr los objetivos. Aunque una visión simpli-
ficada sugeriría una transición fluida del diseño a la práctica, Huppe y Buffat (2014), ba-
sándose en diversos autores, señalan una brecha inherente entre los objetivos y los medios 
disponibles para alcanzarlos. Esto ocurre porque las políticas son afectadas por los con-
textos específicos de aplicación y el comportamiento de los burócratas, quienes ejercen 
su discrecionalidad (Huppe y Buffat, 2014). Para reducir esta brecha, se proponen modelos 
conjuntos de diseño e implementación. Elmore (1980) distingue entre el diseño prospectivo 
("de arriba hacia abajo") y el retrospectivo ("de abajo hacia arriba"). El modelo prospecti-
vo sigue una estructura rígida desde los objetivos definidos por los diseñadores, mientras 
que el modelo retrospectivo adapta la implementación a los contextos específicos, usando 
la información de los "burócratas de la calle" como insumo esencial (Elmore, 1980). En la 
práctica, esto se traduce en implementaciones progresivas, con trabajo de campo, proyec-
tos piloto y sistemas flexibles de recolección de información.

Cabe destacar que esta forma de entender la implementación constituye una mayor com-
plejidad del modelo clásico del ciclo de políticas: tradicionalmente, se analiza cada etapa 
de manera separada, entendiéndolas como dependientes una de la otra, pero diferenciadas. 
Sin embargo, la realidad de este proceso es que estas diferentes etapas tienden a realizarse 
de manera simultánea o, como mínimo, íntimamente interconectadas. Esto es especialmen-
te cierto para el diseño e implementación: Tanto el modelo prospectivo como retrospectivo 
enfatizan en que no es posible entender la implementación sin analizar su relación con el 
proceso de diseño. Es por esto que, desde la pregunta inicial y a lo largo de todo este traba-
jo se ha propuesto estudiar ambos procesos como uno solo, para reflejar más claramente la 
forma en que los resultados en ambos casos responden a diferencias en esta relación entre 
diseño e implementación en el marco de la transferencia de políticas.

Un último elemento que ya ha sido mencionado previamente y que tomará mayor relevan-
cia en la sección siguiente es el de capacidad estatal. Soifer (2012) define capacidad estatal 
en base al concepto previo de poder infraestructural de Mann (1984) como “la facultad 
del Estado de ejercer control e implementar decisiones políticas en todo el territorio que 
afirma gobernar” (p. 586). Es importante entender que medir la capacidad estatal implica 
caracterizar el potencial que un Estado posee para ejecutar sus objetivos, pero no nece-
sariamente la ejecución efectiva de los mismos. Esto es porque el proceso por el cual este 
potencial se transforma en resultados políticos concretos está afectado por una serie de 
factores contextuales que van más allá de la capacidad estructural del Estado. Así, el autor 
conceptualiza la capacidad estatal a través de tres dimensiones constitutivas básicas: La 
administración de servicios básicos, la provisión de seguridad y la extracción de ingresos. 
De esta forma, la capacidad de un Estado depende de su competencia para administrar un 
conjunto básico de servicios, imponer el orden de manera coercitiva frente a amenazas y de 
recaudar los recursos que necesita en una relación de control y legitimidad con su pobla-
ción; cumpliéndose estas tres condiciones de manera simultánea y consistente.

Como se señala en la siguiente sección, el presente trabajo recoge los resultados de la 
investigación de Soifer (2012) para complementar el análisis de casos. Por ello, se emplea 
también esta definición del concepto, entendiendo las tres dimensiones descritas como 
fundamentales para la construcción del mismo.
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3. Estado del arte:

Con respecto a la implementación de políticas de vigilancia electrónica personal en los 
países que se han seleccionado para este trabajo, las explicaciones se concentran en la 
capacidad estatal de las diversas agencias involucradas en la implementación y regulación 
de la alternativa penitenciaria. Para la elaboración de este trabajo, es importante recalcar 
la importancia que ha tenido el trabajo de Celia Ruiz, mediante su tesis de bachillerato, 
“Ineficacia de medidas de deshacinamiento penitenciario: Análisis en el caso peruano 2010-
2020” y en mayor medida la tesis de licenciatura, “Inefectividad en la Implementación de 
la Vigilancia Electrónica Personal: Análisis del Caso Peruano 2010-2020”. Ambas contienen 
apreciaciones clave frente a los obstáculos que la aplicación de las políticas públicas de 
naturaleza penal enfrentará en la etapa de implementación.

En su tesis de licenciatura, Ruiz (2022) elabora una comparación entre las experiencias de 
aplicación de políticas públicas de vigilancia electrónica personal de Brasil, Perú y Colom-
bia. Recoge bastantes de las percepciones presentes en su trabajo previo. Por ejemplo, 
reconoce como la falta de apoyo político y social impactan negativamente en los incentivos 
para brindar los recursos económicos necesarios para la implementación. Sin embargo, 
agrega que la baja capacidad estatal tiene un rol determinante en el diseño e implementa-
ción de una política (Ruiz, 2022). Así, esta se vuelve una característica crucial, pues permea 
los diversos procesos de la maquinaria estatal, produciendo resultados deficientes respecto 
a los objetivos planteados. La autora argumenta esto mediante la difusión que la medida ha 
tenido dentro del propio sistema penitenciario, tanto dentro de los actores encargados de 
facilitar el beneficio, como en la población penitenciaria. Se señala la carencia de recursos 
presupuestarios y materiales para facilitar las solicitudes, específicamente, la inexistencia 
de una base de datos de la población beneficiada. Bajo estas condiciones, como señala la 
autora, la aplicación recae en el sujeto privado de libertad (Ruiz, 2022). Por otro lado, se 
evidencia que no hay medidas para que la población penitenciaria tenga facilidades para 
presentar su solicitud y que, muchas veces, los potenciales beneficiarios no tienen conoci-
miento de la existencia de este procedimiento. Asimismo, los talleres y capacitaciones para 
los jueces sobre las medidas alternativas carecen de impacto, como se evidencia en la falta 
de aplicación por oficio en las sentencias (Ruiz, 2022).

Si bien el trabajo de Ruiz ha sido fundamental para comprender las diferencias entre los pro-
cesos que se llevaron a cabo en los países que se han seleccionado para el análisis, se realizó 
una búsqueda de trabajo complementaria. En esta búsqueda se encontraron trabajos que 
analizan cómo la calidad burocrática y los marcos normativos actúan como obstáculos para 
la implementación. Sin embargo, estos elementos pueden entenderse dentro de las manifes-
taciones de una baja capacidad estatal, según la definición de Fukuyama (en Ruiz, 2022), en 
la que establece su impacto en el ciclo de política. Partiendo desde el caso peruano, Maldo-
nado (2022) en su tesis titulada “Impedimentos en la implementación de la vigilancia elec-
trónica personal en el Perú” sostiene que los bajos porcentajes de la población penitenciaria 
con grilletes electrónicos pueden entenderse como resultado directo de las barreras que el 
Instituto Nacional Penitenciario y el Poder Judicial colocan a un nivel administrativo y presu-
puestal. El autor señala que la Ley Nro. 29499, que regula la vigilancia electrónica personal, 
a pesar de que fue implementada en el 2010, no contempló quien iba a financiar los grille-
tes ni los requisitos mínimos para acceder a este beneficio. Esto retrasó la implementación 
hasta el año 2015, en el que la tasa del hacinamiento penitenciario había crecido considera-
blemente. Solamente alcanzado este punto, especificado mediante un Decreto Supremo, se 
abrió el mecanismo para recibir solicitudes (Maldonado, 2022). Concluye, entonces, que los 
principales impedimentos son las barreras legislativas, pues limitan el acceso de la población 
penitenciaria a los grilletes creando una barrera adquisitiva. Asimismo, se señala que la falta 
de organización de los insumos presupuestarios dificultó la compra de los dispositivos y los 
recursos logísticos necesarios para el monitoreo telemático (Maldonado, 2022).
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Robles (2020), en su tesis de maestría, “Causas de la no implementación de la vigilancia 
electrónica personal en el establecimiento penitenciario de Huánuco”, llega a conclusiones 
bastante similares. Al tratarse de una aplicación en un contexto distinto a la capital, es espe-
rable que las dificultades basadas en los recursos disponibles estén mucho más presentes. 
Adicionalmente, hace énfasis en las reformas fallidas al marco normativo pertinente. Me-
diante un trabajo de encuesta a abogados penalistas, determinó que las principales causas 
para una fallida implementación yacen en la ausencia de personal capacitado dentro del 
INPE para asegurar una coordinación entre las diversas entidades que crean el marco nor-
mativo general y específico, así como las deficiencias al nivel de gobierno regional en lide-
rar la ejecución y en no proveer apoyo político (Robles, 2020). Asimismo, el autor atribuye 
un rol clave a los esfuerzos de los políticos de turno por mantener la situación del problema 
público relativamente inmutada, con el fin de mantener las relaciones predatorias y de co-
rrupción ya establecidas.

Observando el caso colombiano, surgen explicaciones similares. En su libro Cárcel Tele-
mática o Net-Widening en Colombia: Control Real o Ensanchamiento Innecesario, Arias y 
Sáenz (2022) reconstruyen el proceso de la política de vigilancia electrónica en Colombia, 
así como los diversos factores del Estado y sociedad colombiana que tienen un impacto en 
su implementación. De manera similar a lo que se ha observado en el contexto peruano, se-
ñalan la existencia de un “populismo punitivo”, bajo el que cualquier medida orientada para 
proteger los derechos de la población privada de libertad tiende a entrar en el debate de si 
esta constituye un “premio” en lugar de un castigo (Arias y Sáenz, 2022). Se puede derivar, 
entonces, que no habrá apoyo político considerable para que una política de vigilancia elec-
trónica personal pueda llevarse a cabo. También señalan las dificultades detrás de las barre-
ras presupuestarias, pues durante la primera fase de implementación no estaba claro quién 
asumuría el costo del equipo, así como el del pago mensual por la observación telemática. 
Nuevamente, resalta las carencias del sistema penitenciario colombiano en materia de los 
recursos humanos y tecnológicos fundamentales para apoyar a la implementación (Arias y 
Sáenz, 2022). En ese sentido, estas condiciones pueden considerarse como los efectos de 
una capacidad estatal baja.

Camacho et. al (2012) presentan su investigación titulada “Vigilancia electrónica en el Sis-
tema Penitenciario y Carcelario de Colombia”, en el que señalan que la implementación 
inicial de los grilletes no tuvo muchos problemas, sino que las carencias del derecho penal 
frenaron y dificultaron el impacto positivo en el hacinamiento penitenciario. Apuntan que, 
si bien hay algunas brechas entre lo que el diseño necesita y lo que la realidad ofrece, los 
problemas surgen con los jueces de ejecución penal. La vigilancia electrónica personal se 
está aplicando como un acompañamiento a la prisión domiciliaria, en vez de interpretarse 
como una alternativa a la privación de libertad (Camacho et. al, 2012). De esto se puede 
inferir que, si las dificultades vienen de la interpretación de la norma, lo que existe es un 
problema con la discrecionalidad de los jueces de ejecución de pena. Esto apunta, a su vez, 
a una deficiencia en los presupuestos de la fase de diseño, al no contemplar factores como 
el “populismo punitivo” previamente mencionado, así como el seguimiento a los jueces 
mediante evaluaciones. Por tanto, para ambos autores mencionados, la política de vigilan-
cia electrónica está fracasando tanto en cantidad como en calidad frente a una respuesta 
efectiva al problema público.

Volviendo al trabajo de Ruiz (2022), la autora resalta que la vigilancia electrónica en Co-
lombia no puede considerarse una implementación exitosa: no ha habido una reducción 
considerable en el hacinamiento penitenciario ni una gran implementación de los grilletes 
electrónicos. En primer lugar, señala que está política no fue fruto de algún evento emble-
mático, por lo que no se creó una ventana de oportunidad en la que esta medida gozara de 
pleno apoyo político y se respalde por la fiscalización activa de los ciudadanos. Asimismo, 
resalta que la capacidad institucional de Colombia es baja, característica compartida con 
varios países latinoamericanos, lo que también puede observarse en las constantes modi-
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ficaciones y cambios realizados al marco normativo (Ruiz, 2022). La política planteada no 
ha tenido, desde un inicio, preocupación por prever las situaciones cambiantes, por lo que, 
de manera similar al caso peruano, ha tenido que recurrir a la aprobación y derogación de 
leyes para concretar lo que se consideraba un buen diseño.

En suma, la bibliografía revisada sobre la implementación de políticas de vigilancia electró-
nica personal en Perú y Colombia profundizan en numerosos obstáculos, principalmente 
relacionados a la baja capacidad estatal. Se enfatiza en la forma en que la falta de apoyo 
político y social, junto con carencias presupuestarias y logísticas, limitan significativamente 
la efectividad de estas políticas. Asimismo, destacan la ineficacia en la implementación, 
subrayando la ausencia de una adecuada financiación y la falta de coordinación entre las 
instituciones. En ambos países, problemas como la discrecionalidad judicial y la falta de 
recursos humanos y tecnológicos también complican la aplicación de estas medidas, resul-
tando en un impacto limitado en la reducción del hacinamiento penitenciario y en la mejora 
del sistema penal en general.

Con todo lo expuesto, el presente trabajo parte por cuestionar la afirmación de que la di-
ferencia en capacidad estatal entre Colombia y Perú es suficientemente significativa para 
explicar, por sí sola, la diferencia de resultados de las políticas de VEP en ambos países. 
En la introducción ya se mencionó que, de acuerdo a la investigación de Soifer (2015), la 
diferencia en capacidad de ambos Estados es, en realidad, menor de lo que indican investi-
gaciones como la de Ruiz (2022). Realizar indagaciones independientes acerca de la capa-
cidad estatal de Colombia y Perú está más allá del alcance de este trabajo. Sin embargo, es 
valioso referirse a los resultados presentados por Soifer (2015) en su libro “State building in 
Latin America” para fundamentar la similitud entre ambos países.

El autor parte de las dimensiones anteriormente propuestas por él para el concepto de 
capacidad estatal. A partir de estas genera indicadores en múltiples áreas de las funciones 
estatales que le permiten describir y comparar esta característica de los Estados en el con-
tinente latinoamericano. Entre otras cosas, se consignan indicadores previamente emplea-
dos acerca de la participación y gasto militar, densidad de las carreteras y tasas de alfabeti-
zación e inmunización; así como indicadores perfeccionados por el autor relacionados a los 
tipos de ingresos captados por el Estado, la carga tributaria per cápita, la capacidad para 
movilizar al ejército en respuesta a una amenaza, la existencia de un ejército nacional con-
solidado e independiente, la provisión de educación pública y la regulación estatal sobre la 
misma. A lo largo de todas estas variables y su agregación final en indicadores latentes de 
capacidad estatal, consistentemente Perú y Colombia obtienen puntajes similares y se los 
describe como Estados en situaciones semejantes de debilidad estatal generalizada. El au-
tor hace hincapié en que, salvando ciertas diferencias, ambos han seguido una trayectoria 
de construcción estatal comparable, y por tanto han obtenido resultados similares en los 
diferentes aspectos que comportan las dimensiones de su definición de capacidad estatal.

Se percibe entonces que estas investigaciones no contemplan del todo la importancia de 
un diseño efectivo de las políticas públicas. Además, tampoco hacen hincapié en la trans-
ferencia de política como un factor determinante en la implementación diferenciada entre 
Colombia y Perú.

4. Análisis de casos

Colombia

Como señalan Arias y Sáenz, Colombia se enfrentaba a una larga tendencia de sobrepo-
blación y hacinamiento penitenciario, que se tornó en uno de los principales problemas 
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penitenciarios más severos en el 2004 (2022). Frente a esto, el gobierno había probado 
ya distintas políticas nacionales para combatir el hacinamiento a través del estableci-
miento de métodos de resocialización alternativos a la pena privativa de la libertad, así 
como protecciones para evitar la vulneración de derechos de los reclusos (Arias y Sáenz, 
2022). Todas estas, sin embargo, fueron mayormente incapaces de aliviar la tendencia al 
aumento prácticamente constante de la población reclusa, a un ritmo muy superior al de 
la capacidad de los establecimientos penitenciarios. Es en este contexto, como explican 
Arias y Sáenz (2022) que la primera propuesta de vigilancia electrónica es introducida en 
el país con un proyecto de ley para modificar la ley 65 de 1993, introduciendo modifica-
ciones al código penitenciario. Pese a no realizarse finalmente, este esfuerzo se concretó 
más adelante en el año con el decreto 2636, que introdujo por primera vez la vigilancia 
electrónica como una alternativa a la privación de libertad, junto a algunas especificacio-
nes. Como explican los autores, una combinación de falta de infraestructura para llevar a 
cabo la vigilancia y fuertes barreras para quién podía acceder a esta medida, llevaron a 
que esta no iniciara realmente por varios años (Arias y Sáenz, 2022). La posibilidad legal 
de implementar una política de VEP estaba codificada, pero no existía ningún medio para 
realizarla.

Llega el año 2007, y con la publicación de la Ley N°1142 se estructura de manera más espe-
cífica el alcance de la VEP, así como el uso de los grilletes y brazaletes (Cabrera, 2015). Sin 
embargo, la política en sí misma sigue sin concretarse. Así, para el año 2008, el continuo 
aumento de la tasa de hacinamiento motiva a los legisladores colombianos a proclamar el 
Decreto 177 del 24 de enero, que apunta a hacer más accesible la VEP (Ruiz, 2022). Este 
decreto, además, establece el primer plan para la implementación, dividido en 4 fases de 
ampliación progresiva hasta el final del año 2010 (Cabrera, 2015).

La primera fase presenta algunas dificultades para iniciarse, debido a la aún persistente 
falta de infraestructura para alcanzar a todos los establecimientos que se pretendía llegar; 
aquellos que se encontraban en los distritos judiciales, y que por tanto experimentaban un 
mayor grado de hacinamiento (Camacho et al., 2012). Es por ello que, tras evaluar que no 
sería posible iniciar ese año, como se había previsto, se aprueba el Decreto 3336 de 2008, 
que modificó el 177, reduciendo la aplicación al distrito judicial de Bogotá como plan piloto. 
Finalmente, el 6 de febrero de 2009 inicia la ejecución de este plan (Camacho et al., 2012). 
Al cierre del primer mes, 95 personas acceden a la VEP a través del primer Plan Piloto del 
Sistema de Vigilancia Electrónica Satelital (Cevallos, 2009).

Habiendo observado los resultados de esta primera experiencia, la normativa se modifi-
ca progresivamente, estableciendo los nuevos tipos o formas de control electrónico, para 
implementar estos cambios en el segundo plan piloto, oficializado por el Decreto 1316 de 
2009 y que tomó lugar hasta el 31 de diciembre de 2010 en los Distritos Judiciales de Antio-
quia, Armenia, Bogotá, Buga, Cali, Cundinamarca, Manizales, Medellín, Pereira, Santa Rosa 
de Viterbo y Tunja (Camacho et al., 2012; Arias y Sáenz, 2022; Cabrera, 2015). A la par que 
se planifica esto, como explican Camacho et al. (2012) y Arias y Sáenz (2022) se empieza a 
establecer la normativa a través del Decreto 4940 de 18 de diciembre de 2009 para ampliar 
finalmente el alcance de la política a nivel nacional.

El segundo plan piloto aún introduce algunas modificaciones importantes. La principal es 
que, en 2011, la Ley 1453 modifica la responsabilidad de la financiación del grillete electró-
nico, de manera que el Estado asume este gasto en los casos en que los beneficiarios no 
pueden pagarlo (Ruiz, 2022). Leyes posteriores realizaron modificaciones adicionales a la 
normativa de esta ley.

Sería deshonesto pretender que esta planificación e implementación no fue accidentada. 
El resumen presentado evidencia que, a lo largo de los 10 años revisados de formulación 
e implementación, hubo momentos en que el proceso se estancó de una u otra manera. A 
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esto aún se debe añadir los constantes cambios en la normativa respecto a si la VEP es una 
alternativa a la privación de la libertad o solamente una modalidad del arresto domiciliario 
(Camacho et al., 2012).

Dicho todo esto, este proceso sigue siendo un caso de estudio de diseño retrospectivo por 
derecho propio, lo que será aún más aparente al revisar el proceso y resultados en Perú. 
Lo cierto es que, tal y como se revisó de manera teórica, la implementación progresiva 
basándose en programas piloto permitió a los legisladores colombianos poner a prueba 
su planteamiento inicial, recabar información substancial y ajustarlo para las subsecuen-
tes ampliaciones. Efectivamente, tal y como sugeriría Elmore (1980), la política de VEP se 
planteó desde un inicio de manera flexible y con miras a adaptarla conforme se avanzara en 
la implementación de acuerdo a los retos presentados y la información obtenida. Esto per-
mitió que se corrigieran potenciales falencias o los elementos faltantes en la política antes 
de proceder al segundo plan piloto y a la implementación nacional, tales como los tipos o 
formas de control electrónico y la modalidad de financiamiento, por ejemplo.

Perú

Habiendo observado los eventos clave en el diseño e implementación de la política de 
vigilancia electrónica en Colombia, podemos contrastar con el caso peruano. Cómo ya se 
mencionó, el hacinamiento ha sido una problemática que afecta a un buen número de paí-
ses latinoamericanos. El Perú no está exento. Desde hace varios años, el Instituto Nacional 
Penitenciario reporta porcentajes de sobrecapacidad crítica en los establecimientos pe-
nitenciarios por encima del 100%. Si bien, por los factores previamente mencionados, no 
hubo necesariamente un gran apoyo político y social por mejorar las condiciones de las 
personas privadas de libertad, se han encontrado evidencias de un interés por considerarlo 
como un problema público.

En septiembre de 2009, el entonces Ministro de Justicia y Derechos Humanos, Aurelio Pas-
tor y miembros del Tribunal Constitucional encabezaron un viaje hacia Bogotá, Colombia 
(ANDINA 2009a, ANDINA 2009b). Dentro de este episodio de reuniones sostenidas en tor-
no a la política penitenciaria y de crimen organizado, se abordó la experiencia colombiana. 
Junto con visitas a los establecimientos penitenciarios y a las oficinas del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario (INPEC), se empezó a afianzar la confianza en su aplicación en 
el contexto peruano. El mayor beneficio que se consideraba en la vigilancia electrónica 
personal era la potencial reducción de costos para el sistema penitenciario: Mientras que 
un interno podría llegar a costarle al sistema S/. 1,600 mensuales; bajo la VEP, esta cifra se 
podría reducir hasta por la mitad (Ruiz 2022). 

Este momento es clave para entender la diferencia entre la aplicación de la misma polí-
tica en Colombia y Perú. La visita de la delegación peruana a Colombia con el propósito 
expreso de recabar información sobre la política de VEP sitúa claramente el análisis en 
el marco de la transferencia de políticas. Normalmente, dentro de este enfoque analítico, 
las mayores dificultades se encuentran en demostrar que se llevó a cabo un intento de 
reflejo entre dos o más contextos (Becerra 2022). Sin embargo, dentro de este caso, este 
momento sirve como “fecha de nacimiento” del proceso de transferencia de la política 
colombiana al contexto peruano. Poco después de culminada esta visita se inicia la discu-
sión pública con respecto a este tema, enfatizando las posibles consecuencias aparte de 
una reducción de costos (Ruiz 2022). En enero del 2010, una política de vigilancia elec-
trónica personal toma su primera forma concreta mediante la Ley Nro. 29499. El “segui-
miento electrónico” podría ser aplicado como sentencia, así como ser accedido mediante 
un proceso de conversión (Maldonado 2022). Sin embargo, hacía falta un factor crucial: 
el financiamiento.
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Lamentablemente, no hubo avances considerables para concretar este elemento (Ruiz 
2022). La búsqueda de herramientas, mecanismo y, lo que puede considerarse más impor-
tante, los recursos para aplicarlos, es una de las principales tareas para diseñar una política 
pública efectiva. Si bien esta Ley contaba con lineamientos para la aplicación de los grille-
tes, no hubo preocupación por conseguir los dispositivos o armar la red telemática nece-
saria para su funcionamiento antes de dar por inaugurada la fase la implementación. Ruiz 
(2022) señala que, entre debates sobre cómo conseguir el presupuesto y negociaciones 
para reducir el precio diario del grillete, la implementación se retrasó por años.

El 2012, la Defensoría del Pueblo exhortó al MINJUS y al INPE a una rápida implementación 
de los grilletes electrónicos, debido a su potencial aporte a hacer frente al hacinamiento 
penitenciario (Defensoría del Pueblo 2012). Frente a esta medida, se realizaron avances en 
la gestión de presupuesto, así como en la actualización del marco normativo. Sin embargo, 
no sería hasta el 2017, siete años después de ser aprobada, que se implementaría por pri-
mera vez la vigilancia electrónica personal en el territorio peruano (Ruiz 2022). Con miras a 
poder extender el público que podría acceder a esta medida, se incorporó la posibilidad de 
que el Estado peruano asuma el costo de los grilletes, mediante el Decreto Legislativo Nro. 
1322. Esta manifestación de la vigilancia electrónica es, en gran medida, similar a la que se 
viene aplicando en la actualidad.

Es relevante remarcar que las dificultades experimentadas de financiamiento, ajustes de la 
normativa e infraestructura son bastante similares a lo descrito en el proceso colombiano. 
Sin embargo, Colombia pudo atender estos problemas y solucionarlos en un marco mucho 
menor de tiempo que Perú, especialmente considerando que los legisladores y diseñado-
res peruanos tenían de antemano estas experiencias para aprender de los errores previos 
de sus contrapartes colombianas. Cabe resaltar, también, que algunas de estas dificultades 
en Colombia fueron posibles de solucionar sobre la marcha al ser observadas durante la 
aplicación de los proyectos piloto, oportunidad que no se dio en el caso peruano. Esto es 
crucial, porque revela, no solo una mala transferencia y diseño de política, sino el efecto que 
tiene el haber pretendido iniciar directamente con una política nacional planificada desde 
arriba, sin el seguimiento y adaptación que permitieron a la política colombiana llegar a la 
extensión nacional mejor equipada.

La vigilancia electrónica, en el ámbito peruano, ha sido un rotundo fracaso. Durante su pri-
mera implementación, se tenía el objetivo de conceder acceso al beneficio a 35 personas 
privadas de libertad. Por más que hubo más de cuatrocientos solicitudes, el INPE solo pudo 
colocar dos grilletes en sus primeros dos años de implementación (Ruiz 2022). Esta medi-
da ha estado consistentemente siendo aplicada a un porcentaje minúsculo de la población 
penitenciaria. Incluso, durante la crisis sanitaria experimentada por el COVID-19, no alcanzó 
a más de 30 personas (Ruiz 2022).

Tal como señala Ruiz, la implementación de esta política se hizo casi integralmente sobre la 
base de la experiencia de Colombia, pero no se realizó un esfuerzo por contemplar las rea-
lidades nacionales (2022). Los planes piloto, herramienta importante para la fase de diseño, 
se realizaron mucho después de que aprobaran la Ley Nro. 29499. Por lo tanto, es imposible 
que tengan algún impacto considerable en el diseño de esta política. Adicionalmente, las 
dificultades para concretar los insumos presupuestarios resaltan el mal diseño que tuvo la 
política pública.

Cabe resaltar también que, si bien a lo largo de este trabajo se ha usado la cantidad de be-
neficiarios como la métrica principal para la evaluación de la implementación de la política 
de VEP, existen otros indicadores que podrían apuntar a cómo la implementación de un 
diseño prospectivo en Perú ha impactado negativamente en sus resultados. La ausencia de 
planes piloto o siquiera de una implementación progresiva podría estar relacionada a la fal-
ta actual de información suficiente acerca de cuántas personas podrían potencialmente be-
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neficiarse de este servicio (MINJUS, 2022). No hubo tiempo de construir progresivamente 
bases de datos sobre los reclusos aptos para acceder a la VEP, y el intento de implementar 
directamente a nivel nacional habría generado que estas tareas sobrepasen las capacida-
des de recolección de información del INPE.

También es importante resaltar que las complicaciones técnicas y logísticas para el moni-
toreo persisten (Llaque, 2023, en Redacción Canal N, 2023), y que la rigidez de la política 
nacional sería en parte responsable de la dificultad de solucionar estos problemas.

Asimismo, diversas fuentes señalan que uno de los factores limitantes para la ampliación 
del alcance de la VEP en Perú es el desconocimiento general de la existencia de esta al-
ternativa o de lo que conlleva. Los internos que son potenciales beneficiarios desconocen 
de la existencia de esta medida y de sus requerimientos y obligaciones, lo que les genera 
desconfianza que limita su acceso a la misma (MINJUS, 2022). Los jueces que tienen que 
evaluar estas solicitudes, por su parte, desconocen o no han sido apropiadamente capaci-
tados sobre los objetivos de la VEP, por lo que son reticentes a conceder esta medida alter-
nativa (MINJUS, 2022). Ambas situaciones, si bien se presentan también en cierta medida 
en el caso colombiano, pudieron haber sido reducidas en algún grado si la implementación 
de esta medida se hubiera dado en contacto directo con los burócratas que la aplicarían y 
con la población afectada, como sugiere Elmore (1980) respecto a un diseño ‘de abajo ha-
cia arriba’. Esto, unido con una expansión progresiva, hubiera permitido que ambos grupos 
construyeran un mejor conocimiento previo de la medida que facilitara el acceso y ordenara 
esta experiencia.

5. Conclusiones

Como se ha mencionado en secciones anteriores, la capacidad estatal entre Colombia y 
Perú es bastante similar. Asimismo, la falta del apoyo político y social, junto con un enfoque 
punitivo presente en varios niveles de la sociedad, son elementos culturales compartidos 
por varios países de la región. Es por ello que la diferencia en los resultados de la aplica-
ción podría encontrar una variable explicativa más allá de lo previamente mencionado. Así, 
el presente trabajo resalta la importancia del buen diseño de políticas en la diferencia de 
resultados.

El caso colombiano, si bien no ha sido un proceso óptimo según la teoría, ha podido reco-
ger contextos de su propia jurisdicción y reflejarlos en su política pública. De esta manera, 
la implementación colombiana ataca el problema público de una forma considerablemente 
distinta a cómo lo haría de no haber tenido ese aporte retrospectivo. En el caso peruano, se 
evidencia que los principales insumos de diseño fueron importados mediante un proceso 
de transferencia. A esto se puede atribuir la desconexión con la realidad peruana, reflejada 
en la falta de insumos presupuestarios, y, por lo tanto, su deficiente aplicación.

Es claro que la decisión en el caso colombiano de emplear un diseño retrospectivo más 
flexible, progresivo, y capaz de incorporar información específica del contexto, tuvo un 
efecto positivo en la eficacia de su implementación. Y este efecto se ve reforzado por la 
experiencia peruana de un caso opuesto, en el que implementar la misma política, pero con 
un modelo prospectivo que elimina las cualidades mencionadas, resultó en una implemen-
tación deficiente y de limitado alcance.

Se determinó que la hipótesis inicial fue validada. Sin embargo, hay varias observaciones 
con respecto a esta investigación que se deben hacer presentes. Con respecto a la capaci-
dad estatal baja, si bien se han recogido indicadores nacionales; no existe información com-
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parativa específica acerca de los actores clave en los respectivos procesos de implemen-
tación. Para determinar que la capacidad estatal es similar en ambos casos, es necesario 
realizar una comparación entre el INPE y el INPEC, junto con ambos Ministerios de Justicia 
y Derechos Humanos. Debido a la falta de información, este objetivo solo se podría realizar 
mediante trabajo de campo. Asimismo, este trabajo ha recurrido a información secundaria, 
en gran medida. Sin embargo, para contemplar las particularidades de la aplicación en cada 
caso, una indagación mediante entrevistas directas con los individuos involucrados (minis-
tros, burócratas, técnicos, etc.) tendría un aporte mucho mayor.

También es importante señalar que, en lo que respecta a transferencia de políticas, aún que-
da mucho por profundizar. Como se señaló anteriormente, este caso tiene la particularidad 
de contar con documentación que demuestra claramente que dicha transferencia se reali-
zó de manera intencional entre ambos países. Esto no es lo que sucede con la mayoría de 
situaciones semejantes, en las que a menudo se necesita una investigación adicional solo 
para determinar que el caso se puede categorizar de manera fundamentada como un pro-
ceso de transferencia de políticas. Con todo, una investigación posterior que se enfocara en 
este aspecto y que incorporara el tipo de trabajo de campo mencionado podría interrogar 
de manera más central si es que la política colombiana se enmarca también en un proceso 
regional más amplio de transferencia de políticas y determinar cómo estos procesos y sus 
características diversas impactan en las políticas implementadas finalmente.

Los resultados indican que un diseño de política flexible, adaptable y que tome en cuenta 
las particularidades del contexto, tiene mayor probabilidad de llevar a una buena imple-
mentación, pero no se pretende colocar a Colombia como el referente en materias de vi-
gilancia electrónica en la región. Los resultados obtenidos no son necesariamente buenos 
(Ruiz 2022). Es cierto que llega a un mayor porcentaje de la población penitenciaria y ha 
tenido un impacto en el hacinamiento, pero está muy lejos de ser perfecta. Lo que sí es evi-
dente es que le está yendo mejor que a Perú, motivo por el cual se puede hacer un análisis 
comparado.

En conclusión, el Perú adoptó la vigilancia electrónica como una forma de transferencia de 
políticas públicas de Colombia, siguiendo el proceso de emulación descrito por Rose (1991), 
que implica realizar ajustes leves para adaptar la política a las circunstancias locales. Bece-
rra (2002) señala que la emulación tendrá mayor facilidad en su aplicación, pues recogerá, 
en mayor o menor medida, las circunstancias únicas y los aprendizajes internacionales de 
problemas similares. Sin embargo, en Perú, en lugar de aprender de las lecciones obtenidas 
en Colombia, optamos por desarrollar nuestra propia fórmula de diseño e implementación, 
aplicando un enfoque prospectivo de arriba hacia abajo. Este diseño, centrado en decisio-
nes tomadas en niveles altos sin incorporar suficiente retroalimentación de los ejecutores 
en terreno, terminó afectando la eficiencia de la política. Así, aunque la capacidad estatal es 
un factor clave para comprender los alcances de la vigilancia electrónica, el impacto de la 
política pública en Perú dependió en gran medida del modo en que fue diseñada y de cómo 
ese diseño influyó en su implementación.
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RESUMEN La corrupción es un fenómeno muy arraigado en la historia 
republicana peruana. Desde la época virreinal los escándalos 
de corrupción en el aparato público han sido recurrentes. Sin 
embargo, a partir de la segunda mitad de la década de 2010, 
cuando se destapó el escándalo internacional de sobornos 
conocido como “Lava Jato” (del cual la política peruana no 
pudo escapar), la corrupción se empezó a utilizar como un 
argumento que desencadenó diversas crisis presidenciales en 
Perú. Es así que diversos mecanismos de control político, tan-
to del Ejecutivo como del Legislativo, se basaron en la lucha 
contra la corrupción con el fin de atacar al poder rival. En ese 
sentido, partiendo del análisis del discurso de los diversos do-
cumentos presentados, se analizará la argumentación tanto 
desde el Poder Ejecutivo como Legislativo. Dichos documen-
tos serán analizados desde la página web del Congreso de la 
República del Perú. Finalmente, se observa que la corrupción 
fue utilizada de manera recurrente como argumentación para 
deslegitimar a un poder del Estado en medio de la lucha entre 
el gobierno y el Congreso.

 Palabras clave: corrupción, crisis presidencial, gobernabili-
dad, relaciones Ejecutivo-Legislativo, Perú.

ABSTRACT Corruption is a phenomenon deeply rooted in Peruvian repu-
blican history. Since the viceregal era, corruption scandals in 
the public apparatus have been recurrent. However, starting in 
the second half of the 2010s, when the international scandal 
known as “Lava Jato” was uncovered (from which Peruvian 
politics could not escape), corruption began to be used as 
an argument that triggered several presidential crises in Peru. 
Thus, various political control mechanisms, both in the Exe-
cutive and the Legislative, were based on the fight against 
corruption to attack the rival power. In that sense, based on 
the qualitative analysis of the various documents presented, 
the arguments from both the Executive and Legislative Bran-
ches will be analyzed. These documents will be analyzed from 
the website of the Congress of the Republic of Peru. Finally, it 
is observed that corruption was used recurrently as an argu-
ment to delegitimize a State power in the midst of the fight 
between the government and Congress.

 Keywords: corruption, presidential crisis, governance, Execu-
tive-Legislative relations, Peru.
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Introducción

Lamentablemente, desde los inicios de la vida republicana del Perú, los escándalos de co-
rrupción han sido una constante en el país. Alfonso Quiroz, en su libro Historia de la corrup-
ción en el Perú (2013) da cuenta de diversos casos de este fenómeno dentro del Perú, tanto 
de la época virreinal como republicana, pasando por sonados escándalos históricos como 
la consolidación de la deuda, la corrupción en la dictadura militar y los Vladivideos durante 
la última etapa del gobierno de Alberto Fujimori.

Sin embargo y a pesar de todos los casos expuestos en dicho trabajo, en el año 2014 se 
destapó un caso de corrupción internacional, cuando la policía brasileña inició una serie de 
investigaciones de lavado de activos que, en el año 2015, derivaron en el mayor escándalo 
de corrupción de América Latina, conocido como “Lava Jato” (traducido del portugués 
como “Operación Autolavado” debido a que inició en un centro de lavado de vehículos en 
Brasil). Dicho escándalo se puede resumir así: se descubrió que diversas empresas trans-
nacionales (en su mayoría brasileñas) pagaron sobornos a diversas autoridades políticas 
(desde ministros hasta presidentes) con el fin de lograr la adjudicación de importantes 
obras de infraestructura.

En el caso peruano, este caso se empezó a investigar el 2015, cuando en el Congreso se creó 
una comisión investigadora liderada por Juan Pari, la cual no obtuvo resultados importantes. 
No obstante, este caso se continuó investigando y, en 2017, bajo la dirección de la congre-
sista fujimorista Rosa Bartra, se encontraron indicios de que el entonces presidente Pedro 
Pablo Kuczynski (PPK) se encontraba involucrado en el escándalo, gatillando un intento de 
destitución. Asimismo, un escándalo derivado de “Lava Jato” conocido como el “Club de la 
Construcción” fue el detonante de la destitución de Martín Vizcarra de la presidencia.

No obstante, desde el Congreso de la República también han existido casos de corrupción, 
siendo el más grave el conocido como “Los Cuellos Blancos del Puerto”, que si bien involu-
craba en su mayoría a miembros del Poder Judicial, también existieron congresistas vincula-
dos a tal escándalo. Esto fue utilizado por el presidente Vizcarra con el fin de desacreditar al 
Congreso y, en el largo plazo, le permitió disolver constitucionalmente el cuerpo legislativo.

En las siguientes páginas, se procederá a realizar un recuento sobre los estudios existentes 
sobre la corrupción (tanto a nivel internacional como nacional) para, posteriormente, ana-
lizar específicamente el caso peruano. Finalmente, este artículo ensayará algunas conclu-
siones del estudio realizado.

La corrupción en América Latina (y en Perú)

La corrupción es entendida por Alfonso Quiroz (2013) como el uso del poder para obtener 
ventajas inmorales. En el mismo sentido, Montoya et al. (2016) definen a la corrupción como 
un “abuso de un poder encomendado para obtener beneficios particulares que viola la nor-
ma en perjuicio de intereses generales o del interés público” (p. 18). De lo anterior se puede 
desprender que estos beneficios pueden ser tanto materiales (como dinero) o inmateriales 
(nombramiento en un cargo de poder, por ejemplo). Es decir, la corrupción va más allá de 
un desembolso monetario ilegal, sino que implica prácticas abusivas del poder a cambio de 
beneficios particulares.

En América Latina, la corrupción ha sido un fenómeno constante en la política, involucran-
do incluso a presidentes de diversos países, llevando incluso a la destitución o renuncia 
de estos (ver tabla 1). Es decir, el fenómeno de la corrupción, contrario a lo que se puede 
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pensar, no es propio del Perú, sino es más bien un lastre presente en casi todos (sino todos) 
los países de la región.

Tabla 1. Escándalos de corrupción que llevaron a la caída del gobierno en
América Latina (1992-2020)

Año País Presidente Resultado

1992 Brasil Fernando Collor de Mello Destituido por el Congreso

1993 Venezuela Carlos Andrés Pérez Destituido por el Congreso

2000 Perú Alberto Fujimori
Destituido por el Congreso, previa 
renuncia no aceptada

2005 Ecuador Lucio Gutiérrez Destituido por el Congreso

2016 Brasil Dilma Rousseff Destituida por el Congreso

2018 Perú Pedro Pablo Kuczynski
Renuncia a la presidencia, antes de 
la votación de destitución

2020 Perú Martín Vizcarra Destituido por el Congreso

Fuente: Elaboración propia, a partir de Pérez-Liñán (2007). Adaptado al 2020.

No obstante, en 2015, tras numerosas investigaciones policiales, se destapó el caso “Lava 
Jato”: numerosas empresas brasileñas (sobre todo Odebrecht) pagaron sobornos a diver-
sas autoridades a lo largo de América Latina y en diversos países, entre los cuales se en-
cuentra Perú. Al respecto, Francisco Durand (2018) ha estudiado a profundidad este es-
cándalo internacional, mencionando incluso que se ha producido una “captura del Estado” 
(p. 48), la cual consiste en la proyección de sectores económicos poderosos (en este caso 
Odebrecht) hacia el Estado con el fin de obtener ventajas a través de influencias indebidas, 
como el pago de sobornos, amenazas, entre otros mecanismos.

Ahora bien, en lo que a Perú respecta, Rodrigo Barrenechea y Alberto Vergara, en su re-
ciente libro Democracia asaltada: El colapso de la política peruana (y una advertencia para 
América Latina (2024), “la sociedad peruana reconoce a la política como una actividad 
ligada a la corrupción” (p. 27), evidenciando el gran desprestigio en el cual se encuentra 
la clase dirigente peruana. Más adelante en el mismo libro, Moisés Arce y Andrea Segovia 
Marín (2024) sostienen que “es muy probable que estas percepciones de corrupción reduz-
can la confianza que los peruanos tienen en la democracia y sus instituciones, así como su 
confianza interpersonal” (p. 95), por lo cual resulta indispensable estudiar este fenómeno. 
Asimismo, es importante mencionar (quizá en una dimensión más bien normativa) que exis-
te un mecanismo conocido como “vacancia presidencial por permanente incapacidad mo-
ral”20, la cual permite una amplia discrecionalidad al Congreso de la República para destituir 
al presidente peruano (Carbajal, 2023). Si bien el uso de esta herramienta es cuestionada 
y debatida debido a su uso discrecional (Cairo, 2017; García Chávarri, 2013), en la práctica 
permite a los parlamentarios destituir a un presidente por cualquier motivo sancionado 
como “inmoral” por las dos terceras partes del número legal de congresistas peruanos.21 
Esta apertura permitió, como se verá en las siguientes páginas, iniciar diversos procesos de 
destitución (vacancia) presidencial contra el jefe de Estado peruano, argumentando actos 
de corrupción por parte del gobernante (Roca Basadre, 2019).

Asimismo, desde el Ejecutivo también se activaron mecanismos constitucionales contra el 
Legislativo, también basándose en acusaciones de corrupción en contra de congresistas 
peruanos. Así pues, como se verá a continuación, el Ejecutivo utilizó estas acusaciones con 

20 Constitución Política del Perú (1993). Art. 113.

21 Reglamento del Congreso de la República del Perú (2023). Artículo 89-A.
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el fin de deslegitimar al cuerpo legislativo, como los escándalos de “Los Cuellos Blancos del 
Puerto”, que involucraba a diversos miembros del Poder Judicial así como congresistas de 
la República (Muñoz, 2021). Es decir, tanto el Ejecutivo como el Legislativo instrumentaliza-
ron la corrupción a su favor y en contra del poder del Estado rival. A continuación, se pro-
fundizará en el análisis de las mociones de vacancia presidencial y discursos de mensajes a 
la nación presidenciales, para lo cual se utilizará la estrategia cualitativa del Análisis Crítico 
del Discurso (Van Dijk, 1999).

Gobernabilidad y corrupción en Perú: un cóctel explosivo

Como se mencionó anteriormente, la “incapacidad moral del presidente” es un concepto 
ambiguo que puede ser usado de manera discrecional por los congresistas al interpretar 
dicha causal de destitución como “inmoralidad”, es decir, como un mecanismo de con-
trol político del Congreso hacia el presidente de la República (Cruces, 2018). Así pues, los 
congresistas pueden iniciar procesos de vacancia presidencial por razones que, según su 
sistema de valores, sean inmorales o inconductas funcionales. Entre estas razones de inmo-
ralidad, por supuesto, se encuentra la corrupción que, si bien es un delito según el Código 
Penal22, no es una causal propia de destitución presidencial, bajo el marco del Artículo 117 
de la Constitución Política del Perú.23 

Ante las causales extremadamente específicas para destituir al presidente de la República 
en Perú que contiene el artículo 117 de la Constitución, muchos parlamentarios de oposición 
han optado por seguir una “salida política”, a través del mecanismo de vacancia presiden-
cial por incapacidad moral (Eguiguren, 2021). Este procedimiento, no obstante, resulta pro-
blemático, pues debido a la ambigüedad del concepto “incapacidad moral permanente”, en 
los últimos años han proliferado mociones de vacancia presidencial bajo dicho argumento. 
A continuación, se muestra una síntesis de los procesos de vacancia por permanente inca-
pacidad moral iniciados por el Congreso de la República entre 2016 y 2020 (ver Tabla 2), 
periodo analizado en el presente artículo.

Tabla 2. Procesos de vacancia presidencial por permanente incapacidad moral en Perú 
(2016-2020)

Presidente Hecho que propició la 
vacancia

Presentación 
de la moción

Días que pasaron entre la 
presentación de la moción 

y la decisión del Pleno

Decisión	final	
del Pleno

PPK Informe Lava Jato 14/12/2017 7 días Rechazada

PPK Mentiras del presidente so-
bre su vinculación a Ode-
brecht

19/02/2018 Se aceptó la renuncia del 
presidente

Aprobada

Vizcarra Audios sobre una coordi-
nación en su estrategia de 
defensa

10/09/2020 8 días Rechazada

Vizcarra Presuntos pagos ilícitos 
cuando era Gobernador 
Regional de Moquegua

12/10/2020 28 días Aprobada

Fuente: Carbajal (2023, p. 50), adaptado de Hidalgo (2021, p. 82).

22 Código Penal del Perú (1991). Título XVIII: Delitos contra la Administración Pública, capítulo II, sección IV.

23 Traición a la Patria, no convocar a elecciones parlamentarias, regionales y municipales, disolver 
inconstitucionalmente el Congreso (salvo los casos previstos en el art. 134 de la Carta Magna) e impedir el 
normal funcionamiento del Congreso o de organismos del sistema electoral.
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En ese sentido, el presente artículo analiza el discurso a través de las cuales los diversos 
actores políticos activan mecanismos de control político entre los poderes Ejecutivo y Le-
gislativo. Para ello, se analizarán diversos documentos públicos tales como mociones de 
vacancia presidencial presentadas en el Congreso de la República, así como mensajes a la 
nación ofrecidos por el presidente de la República en ese momento.

En esa línea, tras un análisis de las mociones de vacancia presentadas por el Congreso de 
la República, se puede observar, por ejemplo, el siguiente enunciado en la primera moción 
de vacancia contra PPK en 2017 (resaltado propio):

“[…]

4. Los documentos enviados a la Comisión Investigadora Multipartidaria “Lava 
Jato” por el señor Mauricio Cruz Lopes, ponen en evidencia la falta de verdad 
en las declaraciones del Presidente de la República, que constituyen una inca-
pacidad moral de conformidad al marco constitucional. […]

5. […] el actual Presidente de la República, Pedro Pablo Kuczynski Godard, fue 
Ministro de Economía y Finanzas entre los años 2001-2002 y 2004-2005, así 
como fue Presidente del Consejo de Ministros entre los años 2005-2006, fecha 
en que fue proveedor de la Concesionaria Trasvase Olmos a través de la em-
presa	Westfield	Capital	Limited	Inc.	y recibía pagos por servicios de la empre-
sa Odebrecht. Al respecto, el artículo 126 de la Constitución señala con precisión 
que los ministros no pueden ser gestores de intereses propios o de terceros ni 
ejercer actividad lucrativa, ni intervenir en la dirección o gestión de empresas ni 
asociaciones. […]” (Moción de Orden del Día N°4710, pp. 2-3).

Como se puede apreciar, en la moción se argumenta que el entonces presidente Kuczyns-
ki incurrió en actos de corrupción mientras ejerció distintos cargos públicos entre 2001 y 
2006, durante el gobierno de Alejandro Toledo, al ser ministro de Estado y, al mismo tiem-
po, dirigir una empresa involucrada en un proyecto cuestionado. En otras palabras, se acu-
saba al presidente de incurrir en un conflicto de interés, por ser miembro del sector público 
y privado al mismo tiempo. 

Asimismo, en la moción también se considera dichos hechos como actos indignos e inmo-
rales por parte del presidente de la República (aceptar supuestos sobornos de Odebrecht 
cuando PPK era ministro de Economía y luego PCM durante el gobierno de Alejandro Tole-
do), por lo cual se justifica su remoción del cargo. Si bien esta primera moción no prosperó 
al no alcanzar el número mínimo de votos en el Congreso, unos meses después, en marzo 
de 2018, se inició otro proceso de vacancia presidencial24. Entre los argumentos de esta 
nueva moción, se puede encontrar el siguiente (resaltado propio):

“[…]

20. Para comprender el grave conflicto de interés en el que se encuentra inmis-
cuido el señor Pedro Pablo Kuczynski Godard, debe evaluarse su participación 
en el proyecto TGP, en el que participó como funcionario público y asesor pri-
vado	configurando	un	caso	de	“puerta	giratoria” (ver recuadro siguiente). […]

[…] Finalmente, en su segundo periodo como Ministro de Economía y Finanzas 
(28/02/04 – 15/08/05) y posteriormente como Presidente del Consejo de Mi-
nistros (16/08/05 – 28/07/06), se dictaron leyes y decretos supremos relacio-

24  Moción de Orden del Día N°5295.
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nados a la exportación de gas de los Lotes 56 y 58, vinculados directamente a 
TGP. También durante este último periodo, Westfield	reemplazó	a	First	Capital 
(febrero de 2005) en la asesoría financiera y colocación de bonos, lo que mues-
tra que dichas empresas se encontraban íntimamente vinculadas. […]” (Moción 
de Orden del Día N°5295, p. 12)

Una vez más, entonces, se utiliza la corrupción como un argumento central para iniciar un 
proceso de vacancia presidencial por permanente incapacidad moral en contra del presi-
dente de la República. En esta oportunidad, además, la moción profundiza el vínculo entre 
Westfield Capital, propiedad de PPK, y sus adjudicaciones de algunos yacimientos gasífe-
ros cuando Kuczynski era ministro de Estado. Es decir, la corrupción ingresa dentro de la 
categoría de hechos inmorales y, por tanto, sería suficiente para destituir a un presidente, 
en este caso PPK, quien finalmente renunció al cargo un día antes de que se votara la des-
titución, producto de un escándalo de compra de votos en el Congreso.

Tras la renuncia de PPK a la presidencia de la República, Martín Vizcarra asumió el cargo 
por sucesión constitucional25. Si bien al inicio del periodo la relación con el Legislativo fue 
más bien cordial, el escándalo de los “Cuellos Blancos del Puerto” produjo un quiebre en 
la relación Ejecutivo-Legislativo, que llevó al Poder Ejecutivo a solicitar cuestiones de con-
fianza en sucesivas ocasiones con el fin de aprobar reformas del sistema de justicia (2018) 
y sistema político (2019). Vale resaltar que, según el artículo 134 de la Constitución Política 
del Perú, el presidente puede disolver el Congreso si se niegan 2 cuestiones de confianza 
al Consejo de Ministros.

Así pues, tras la primera negatoria de confianza realizada en 2017, durante el gobierno de 
PPK, el Congreso negó una segunda confianza de manera “fáctica” el 30 de setiembre de 
2019, planteada por el Ejecutivo para reformar el proceso de elección de los magistrados 
del Tribunal Constitucional.26 Dicha negatoria habilitó al presidente Vizcarra a disolver la 
cámara, quien justificó dicha decisión de la siguiente manera (el resaltado es propio):27

“Pueblo peruano, hemos hecho todo lo que estaba en nuestras manos para 
avanzar de manera concertada con el parlamento. Sin embargo, es claro que la 
obstrucción y el blindaje no cesan, ni cesarán a la hora de defender la corrup-
ción, por lo que no habrá acuerdo posible en ese punto. […]

Ante la denegación fáctica de la confianza, y en respeto irrestricto de la Consti-
tución Política del Perú, he decidido disolver constitucionalmente el Congreso 
y llamar a elecciones de congresistas de la República. […]

Pueblo peruano estamos haciendo historia y este momento lo recordarán las 
siguientes generaciones y cuando lo hagan espero que entiendan la magnitud 
de esta lucha que hoy libramos contra uno de los males endémicos que tanto 
daño le ha hecho a nuestro país y que no le ha permitido crecer como se merece 
y como nos lo merecen (sic) todos los peruanos. […]” (Mensaje a la Nación del 
presidente de la República, Martín Vizcarra, 30 de setiembre de 2019, pp. 1-2).

Así pues, se puede apreciar que la corrupción no fue solo utilizada por el Legislativo para 
iniciar procesos contra el Ejecutivo, sino también el gobierno argumentó decisiones en con-
tra del Congreso basándose en la corrupción dentro del Poder Legislativo, que terminó con 
la disolución constitucional del Congreso peruano el mismo 30 de setiembre de 2019. Las 

25 Constitución Política del Perú. Art. 115.

26 Sentencia N°006-2019-CC/TC, del 14 de enero de 2020.

27 Mensaje a la Nación del presidente de la República, Martín Alberto Vizcarra Cornejo. 30 de setiembre de 2019.

PARA MIS ENEMIGOS, LA LEY: LA CORRUPCIÓN COMO ARGUMENTO PARA
ACTIVAR MECANISMOS DE CONTROL POLÍTICO EN PERÚ (2016-2020)



Pág. 108       POLITAI: REVISTA DE CIENCIA POLÍTICA 

elecciones se realizaron el 26 de enero de 2020 y el nuevo Congreso se instaló en marzo 
de ese mismo año.

Sin embargo, este nuevo Congreso también inició procesos de vacancia presidencial en 
contra del presidente, esta vez Martín Vizcarra. El argumento, una vez más, se encuentra 
relacionado a la corrupción, en particular a una empresa de propiedad de Vizcarra que tra-
bajó con Odebrecht, cuando Vizcarra era gobernador regional de Moquegua. Al igual que 
su predecesor, Vizcarra enfrentó dos procesos de vacancia. Así pues, el segundo proceso 
de vacancia presidencial contra Vizcarra, que culminó con la destitución del presidente, 
argumenta de la siguiente manera (resaltado propio)28:

“El diario El Comercio en su edición del 11 de Octubre de 2020, publicó que ‘El 
exconserje de Obrainsa, Tobías Puerta Gutiérrez, señalado como el responsa-
ble de cobrar cheques por S/400.000 (Cuatrocientos mil soles) y S/600.000 
(Seiscientos mil soles) como parte de una presunta coima de S/ 1 millón (Un 
millón de soles) al presidente de la República, Martín Vizcarra, cuando era 
gobernador regional de Moquegua, reconoció que hacía gestiones de este tipo, 
pero sin saber para qué se usaba finalmente el dinero.’” (Moción de Orden del 
Día N°12684, p. 5).

Una vez más, se observa que la vacancia de Vizcarra se justificó, al menos en el momento 
del inicio del procedimiento, basándose en presuntos actos de corrupción cometidos por 
Vizcarra cuando era gobernador de Moquegua. En esta oportunidad, dichos actos de co-
rrupción se evidenciarían a través del pago de sobornos a Vizcarra por parte de Obrainsa, 
a cambio de obtener beneficios en la adjudicación de obras.

En ese sentido, todos los casos presentados anteriormente, tanto dentro del gobierno 
como del Congreso de la República, evidencian que la corrupción impacta demasiado en 
las relaciones Ejecutivo-Legislativo, exacerbando las tensiones entre ambos. La siguiente 
tabla resume los casos en los que los mecanismos de control entre poderes utilizaron como 
argumento presuntos actos de corrupción cometidos por el poder del Estado “rival”.

Tabla 3. Corrupción como argumentos en mecanismos de control político
Procedimiento Fecha Presidente Corrupción como argumento

Vacancia 21/12/2017 PPK Sí

Vacancia No se votó PPK Sí

Disolución 30/09/2019 Vizcarra Sí

Vacancia 18/09/2020 Vizcarra Sí

Vacancia 09/11/2020 Vizcarra Sí

Fuente: Carbajal (2023, p.59), basado en información del Congreso de la República (2021).

Así pues, resulta imposible obviar a la corrupción como un factor que perturbe la go-
bernabilidad democrática en el país. Tanto el Ejecutivo y Legislativo activaron mecanismos 
de control en contra del otro poder del Estado, en una especie de “carrera suicida” que ha 
tenido efectos demoledores para la democracia peruana, usando como argumento acusa-
ciones de corrupción contra miembros del poder del Estado rival.

28 Moción de Orden del Día N°12684.
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Conclusiones y recomendaciones

A lo largo de este artículo, se ha realizado un recuento de los efectos negativos que la co-
rrupción ha tenido en América Latina y, en particular, en la política peruana. Desde que es-
talló el caso Lava Jato, la corrupción ha sido un fenómeno que ha causado diversas tensio-
nes entre los poderes Ejecutivo y Legislativo en Perú. Vacancias, cuestiones de confianza y 
una disolución del Congreso se han justificado a partir de acusaciones mutuas entre ambos 
poderes del Estado, basándose en la comisión de presuntos actos de corrupción.

Así, por ejemplo, se ha explorado cómo se ha justificado el inicio de procedimientos de 
vacancia presidencial entre 2016 y 2020, contra los presidentes Pedro Pablo Kuczynski y 
Martín Vizcarra. Por otro lado, también se ha observado cómo, desde el gobierno, se res-
paldó la decisión de disolver constitucionalmente el Congreso partiendo de acusaciones de 
corrupción en contra de algunos congresistas.

Ciertamente, la corrupción puede no ser el causante primario de estas tensiones, como sí 
lo podrían ser la composición del Congreso, la debilidad de la bancada y de las coaliciones 
oficialistas u otros factores. Sin embargo, queda claro que la corrupción exacerba y empeo-
ra dichas tensiones, por lo cual no puede ser ignorada y merece continuar siendo un objeto 
de estudio desde la academia. Es decir, pueden existir diversas razones para que se proce-
dan con los mecanismos de control político. A pesar de ello, ambos poderes escogieron la 
corrupción como justificación debido a la gravedad de dicho fenómeno.

Del mismo modo, vale decir que la crisis entre Ejecutivo y Legislativo en Perú sigue vigen-
te. Entre 2021 y 2024 (periodo no analizado en este estudio) se han presentado diversas 
mociones de vacancia contra el presidente de la República, primero Pedro Castillo por 
supuestamente recibir sobornos a cambio de adjudicar obras29, y luego Dina Boluarte, por 
el uso de joyas lujosas que evidenciarían desbalance patrimonial, así como por el presunto 
encubrimiento de un sentenciado prófugo de la justicia.

¿Qué se puede hacer para superar estas constantes tensiones entre poderes que tienen 
como base la corrupción? Sin duda, se necesita fortalecer las capacidades del Estado para 
prevenir, detectar y sancionar los actos de corrupción en distintos organismos del aparato 
estatal. Asimismo, se podría plantear discutir la propuesta de Eguiguren (2007, 2021) para 
ampliar las causales de acusación contra el presidente de la República en el artículo 117 de la 
Constitución y, como contraparte, acotar o especificar qué causales se considerarían como 
“incapacidad moral permanente”, según el artículo 113 del texto constitucional.

Sin duda, el fenómeno de la corrupción impacta negativamente las relaciones entre Ejecu-
tivo y Legislativo. Resulta imprescindible tomar medidas y adoptar políticas públicas para 
que ello no suceda y, de esa manera, devolver la estabilidad política perdida desde 2016.

29 Si bien Castillo fue vacado por el Congreso tras intentar dar un golpe de Estado el 7 de diciembre de 2022, 
dos procesos anteriores (fallidos) tuvieron como argumento presuntos actos de corrupción por parte del 
gobernante.
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RESUMEN Los procesos electorales son uno de los pilares más impor-
tantes de la democracia. Elecciones transparentes, justas y 
representativas son el sustento de las democracias occidenta-
les. Sin embargo, sostener procesos electorales no necesaria-
mente garantiza la instauración o ejercicio de la democracia. 
Elecciones fundadas en intimidación, amenazas, inseguridad, 
miedo, violencia, acoso, fraude, compra de votos, abuso, ma-
nipulación y explotación de condiciones de vulnerabilidad 
son amenazas a la democracia y expresión del ejercicio de 
la corrupción. América Latina en años recientes se ha carac-
terizado por adoptar gobiernos democráticos. En las últimas 
décadas casi todos los países de la región han logrado derro-
car a gobiernos autoritarios, militares y dictatoriales. No obs-
tante, el ejercicio democrático de los ciudadanos en eleccio-
nes locales, regionales y nacionales a menudo es cuestionado 
por la falta de integridad y transparencia. En este contexto, el 
presente artículo tiene como objetivo analizar el rol de la co-
rrupción en los procesos electorales en América Latina en la 
última década. La hipótesis que guía el presente trabajo parte 
del supuesto que sostener elecciones no necesariamente ga-
rantiza el ejercicio de la democracia, en tanto la corrupción 
impregna los procesos electorales. El texto consulta de datos 
arrojados por instituciones nacionales e internacionales, aná-
lisis y estudios de caso, reportes globales y notas periodís-
ticas, así como fuentes históricas. El texto se divide en tres 
apartados. El primero expone algunos conceptos básicos de 
la democracia electoral y la amenaza de la corrupción. El se-
gundo presenta los efectos de la corrupción materializada en 
el fraude electoral, compra de votos, desaparición de urnas, 
manipulación en sistemas digitales, aplicación de Inteligencia 
Artificial, patrocinio de grupos criminales hacia determinado 
candidato, uso de las fuerzas criminales para intimidar, asesi-
nar y desestabilizar los procesos electorales. El tercero ofrece 
algunos ejemplos de procesos electorales altamente cues-
tionados en América Latina, y finalmente se hacen algunos 
comentarios conclusivos, dejando la puerta abierta a futuros 
estudios que puedan contribuir a reducir los riesgos de co-
rrupción en procesos electorales de la región Latinoamerica-
na y ayudar a madurar la joven democracia. 

 Palabras clave: Elecciones, América Latina, corrupción, de-
mocracia, transición democrática. 

ABSTRACT Electoral processes are one of the most important pillars of 
democracy. Transparent, fair and representative elections are 
the basis of the Western democracies. However, holding elec-
toral processes does not necessarily guarantee the establish-
ment and exercise of the democracy. Elections based on inti-
midation, threats, insecurity, fear, violence, harassment, fraud, 
vote buying, abuse, manipulation and exploitation of vulnera-
ble conditions are threats to democracy and an expression of 
the exercise of corruption. Latin America in recent years has 
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been characterized by adopting democratic governments. In 
recent decades, almost all countries in the region have ma-
naged to overthrow authoritarian, military and dictatorial go-
vernments. However, the democratic exercise of citizens in 
local, regional and national elections is often questioned due 
to the lack of integrity and transparency of the processes. In 
this context, this article aims to analyze the role of corruption 
in electoral processes in Latin America in the last decades. 
The hypothesis that guides this work is based on the assump-
tion that holding elections does not necessarily guarantee the 
exercise of democracy, since corruption permeates electoral 
processes. The text uses qualitative and based on data pro-
vided by national and international institutions, analysis and 
case studies, global reports and journalistic notes, as well as 
historical sources. The text is divided into three sections. The 
first exposes some basic concepts of electoral democracy 
and the threat of corruption. The second presents the effects 
of corruption materialized in electoral fraud, vote buying, di-
sappearance of ballot boxes, manipulation in digital systems, 
application of Artificial Intelligence, sponsorship of criminal 
groups towards a certain candidate, use of criminal forces to 
intimidate, murder, destabilize electoral processes. The third 
offers some examples of highly questioned electoral proces-
ses in Latin America, and finally some conclusions are made, 
leaving the door open to future studies that can contribute 
to reduce the risks of corruption in electoral processes in the 
Latin American region and help mature the young democracy.

 Keywords: Electoral processes, Latin America, corruption, de-
mocracy, democratic transition.
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1. Introducción 

La preocupación principal en los años 60 y 80 en América Latina era luchar contra las dic-
taduras en la región e instaurar la democracia (Boron, 2003). El proceso de transición para 
instaurar democracias se extendió por más de una década. Los ciudadanos veían en la de-
mocracia representativa una serie de promesas relacionadas no únicamente con la apertura 
de derechos civiles, traducidos en mayor participación ciudadana en la toma de decisiones 
gubernamentales, libertad de expresión y ejercicio activo de contrapoderes legislativos, 
judiciales, políticos y civiles, sino también el camino para empujar a los países latinoameri-
canos hacia el desarrollo, y por consiguiente mejorar el estándar de vida de la ciudadanía. 

El sueño de la democracia prometía mejores instituciones educativas, eficientes servicios 
de salud y servicios públicos, rendición de cuentas de los gobernantes, igualdad ciudadana 
ante el Estado de derecho y menor corrupción de las élites gobernantes30. En la democracia 
liberal, también se depositaban las expectativas del desarrollo económico: mayor inversión 
extranjera en igualdad de circunstancias, creación de empleos y aumento del poder adqui-
sitivo para los países menos favorecidos históricamente. 

La instauración de la democracia en la región latinoamericana estuvo acompañada de con-
frontaciones, huelgas, movimientos de protesta, represión y momentos de tensión. No obs-
tante, los líderes políticos y los ciudadanos tenían el camino claro: la instauración de la demo-
cracia. La ciudadanía entendía que los costes de la democracia representativa serían altos, sin 
embargo alcanzar la democracia animaba a diversos grupos etarios a unirse para un bien co-
mún. Luego de algunas décadas que América Latina caminara por los senderos de la transi-
ción democrática, se observa un panorama desolador: sociedades estructuralmente injustas 
(Boron, 2013, p.13) con altos niveles de corrupción que mina la confianza en la democracia. 

En este contexto, el presente artículo tiene como objetivo analizar el papel de la corrupción 
en algunos de los procesos electorales en América Latina en las últimas décadas. La hipó-
tesis que guía el presente trabajo parte del supuesto que sostener elecciones no necesaria-
mente garantiza el ejercicio de la democracia, en tanto la corrupción impregna los procesos 
electorales. La presencia de la corrupción en elecciones no sólo trae como consecuencia 
el desencanto en la democracia, mayor abstención, aparición de grupos radicales de ultra 
derecha o ultra izquierda, resurgimiento de autoritarismos instaurados desde la democra-
cia, desmoronamiento moral de la tarea política y función ética del Estado; sino también la 
infiltración o el control sobre el Estado a través de grupos criminales que favorecen a deter-
minados candidatos, líderes políticos o representantes legislativos y judiciales.

2. Breve revisión conceptual:

Los sistemas políticos alrededor del mundo están siendo sacudidos por la corrupción, la 
cual es entendida para fines de este estudio como el abuso del poder público con fines 
privados. Esta definición asume la distinción entre roles públicos y privados. En muchas 
sociedades no está muy clara la frontera entre ambos ámbitos, por ejemplo, parece natu-
ral hacer algunos obsequios costosos a cambio de ceder contratos, puestos de trabajo o 
concesiones políticas. La distinción entre las esferas pública y privada parece extraña y no 

30 En primer lugar, el concepto de élite se define como un grupo de personas que tienen una posición privilegiada 
dentro de la estructura política, militar, económica y cultural. Las decisiones de este grupo de personas tienen 
consecuencias muy importantes para el resto de la sociedad (Wright, 1956,pp.11-12)
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está claramente definida. Sin embargo, en las sociedades desarrolladas la diferencia entre 
ambos espacios es más pronunciada (Rose – Ackerman, 1999, p.91).

Los sistemas democráticos31 definidos como forma de gobierno en los cuales los ciudada-
nos ejercen el poder a través de sus representantes políticos elegidos en elecciones libres, 
transparentes y periódicas. El desempeño de los partidos políticos y gobernantes es eva-
luado constantemente a través de procesos electorales (Bovero, 2000). 

Schmitter, que coincide con Bovero, considera que la democracia es un régimen o sis-
tema de gobierno en el cual los gobernantes son elegidos libremente y son llamados 
a rendir cuentas por sus acciones en el dominio público a través de diferentes mecanis-
mos de evaluación entre los que destacan los procesos electorales. Los representantes 
políticos pueden ser llamados a rendir cuentas en cualquier momento de su gestión, con 
posibilidad abierta de ser removidos o con la probabilidad de repetir otro periodo, según 
lo establezca el marco jurídico de cada país, y la voluntad ciudadana (Schmitter 2007, p. 
2). Según Bovero, los regímenes democráticos también deben garantizar la separación de 
poderes e implementar contrapoderes eficientes para garantizar competencia equitativa, 
generar consensos más que aplastar visiones opuestas, incentivar pluralismo partidario 
(Bovero, 2000). 

La democracia también ha sido dañada por los efectos de la corrupción (Nieto, 2017). En 
América Latina, se observa la tendencia a la polarización de regímenes políticos causados 
en gran parte por el florecimiento de la corrupción: gobiernos de ultraderecha y gobiernos 
de ultraizquierda. Dentro del primer grupo se puede mencionar en Argentina, a Javier Mi-
lei, (2023-2027); en Ecuador, a Daniel Noboa (2023-2025); en Paraguay, a Santiago Peña 
(2023-2026); en El Salvador, a Nayib Bukele (2019-2024) y un segundo término del 2024 
al 2029; y, en Panamá, a José Raúl Mulino (2019-2024). En el segundo grupo: Venezuela 
con Hugo Chávez (1999-2002/ 2002-2013) y su sucesor Nicolás Maduro (2013-a la fecha/
septiembre 2024); en Bolivia, Evo Morales (2006-2019); en México, Andrés Manuel López 
Obrador (2018- a la fecha/2024) y su sucesora, Claudia Sheinbaum Pardo (2024-2030); en 
Brasil, Luiz Inácio Lula da Silva (2003-2011) y un segundo término (2023-a la fecha/2024) 
(CNN, 2024b). En fin, el nuevo mapa político de América Latina se divide en extremos ideo-
lógicos. Los escándalos de corrupción e impunidad han llevado a la ciudadanía de la región 
a votar por los extremos políticos. 

El cuestionamiento de la democracia nunca fue más evidente a nivel de la región. Cierta-
mente existen diferentes contextos históricos y políticos entre los países latinoamericanos, 
pero un denominador común es sin duda la corrupción que ha dañado el corazón de la 
democracia. La ciudadanía está también buscando certezas, resultados a corto plazo y 
está sacrificando los valores de la democracia: libertad de expresión, competencia política, 
libertad de reunión y otras libertades civiles a expensas, incluso, de gobiernos autoritarios. 
Algunos países están mirando incluso el modo de control de China, Rusia e Irán como mo-
delos de control ciudadana, lo cual no es nada saludable para las democracias liberales.

La democracia tiene muchas definiciones, implicaciones y consecuencias, pero los proce-
sos de elección constituyen, sin duda, la piedra angular no solo para la instauración y fun-

31 El presente texto considera a la democracia como un modelo político y de organización social donde la 
gestión del sistema político se ejerce a través de la voluntad del pueblo. Este enfoque de la democracia retoma 
el concepto de democracia acuñado por Schumpeter en el cual los ciudadanos eligen a sus representantes en 
competencia electoral para realizar la voluntad de la población (Schumpeter, 1994). Describiendo un modelo 
de democracia indirecta o representativa en la medida que los representantes son elegidos y reconocidos en 
elecciones libres e igualitarias por el pueblo. Este concepto de democracia también considera la posibilidad 
que los gobernantes sean llamados a rendir cuentas por sus acciones en el dominio público por los ciudadanos 
que actúan indirectamente a través de la competencia y la cooperación con sus representantes (Schmitter, 
2007, p.2)
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cionamiento de la democracia, sino también para los contrapoderes y balances que sirven 
para evaluar y dar voz a diferentes grupos, así como la transparencia en gobernanza32 y 
rendición de cuentas de gobiernos que se digan democráticos.

La elección es un procedimiento mediante el cual los miembros de una comunidad u or-
ganización social eligen representantes que ocuparán cargos y los representarán como 
líderes, formuladores de políticas públicas, agentes de cambio, personas influyentes y ser-
vidores públicos. Generalmente, se acepta que las elecciones son creíbles cuando parten 
de una plataforma auténtica para determinar el resultado de un proceso democrático. La 
búsqueda de elecciones libres y justas son un requisito importante para sostener y preser-
var una democracia duradera en cualquier nación (APC, 2022).

Desde la Grecia clásica, el imperio romano, pasando por las sociedades medievales euro-
peas, el desarrollo del industrialismo inglés y la reconstrucción de los países europeos luego 
de la Primera y Segunda Guerra Mundial, una de las preocupaciones centrales ha sido la lu-
cha por la construcción y representación del ejercicio del poder político. La construcción de 
gobiernos a lo largo de la historia muestra que cuando los mecanismos de representación 
política no son incluyentes ni justos, el resultado serán gobiernos frágiles susceptibles a la 
inestabilidad política y social. 

La falta de transparencia en los procesos electorales trae consigo enormes implicaciones 
políticas, sociales, culturales y económicas tales como menor inversión extranjera, menor 
flujo de capitales, abandono de compañías internacionales en los países en que se opera, 
reducción de creación de empleo, poca competitividad empresarial, altos precios en pro-
ductos básicos, altas tasas de inflación, mayores tasas de desigualdad social y mayores 
riesgos de infiltración criminal (Nieto, 2017), sin olvidar, la inconformidad social que genera, 
conflictos políticos nacionales, el cuestionamiento por la comunidad internacional hacia los 
procesos electorales, poco o nula legitimidad gubernamental, y mayor probabilidad para el 
auge de la corrupción e impunidad (Garnett & Zavadskaya, 2017).

Rafael Piñero analiza la relación entre sistemas electorales y corrupción desde una dis-
cusión teórica. Por un lado, destaca los sistemas políticos democráticos que facilitan la 
competitividad política y la evaluación de los representantes políticos en forma individual 
ante el escrutinio ciudadano a través de los procesos electorales. Y por otra, describe los 
efectos de sistemas electorales democráticos pervertidos por la corrupción que utilizan 
mecanismos de clientelismo, abuso de financiamiento y otras fuentes ilegales para validar 
resultados electorales (Piñeiro, 2008)

“Los intentos de explicar la relación entre sistemas electorales y corrupción se han 
centrado en las posibilidades que los primeros dan a los electores para evaluar la 
acción de los políticos. Básicamente han supuesto que los sistemas que permiten 
el voto a personas sobre el voto a partidos favorecen la posibilidad del castigo por 
parte de los electores a los políticos corruptos, y hacen que estos se vean disuadidos 
de incurrir en prácticas indebidas. Sin embargo, estos sistemas a la vez tienden a 
favorecer vínculos particularistas entre votantes y políticos, y a aumentar conside-
rablemente el costo de las campañas. En consecuencia, los mismos sistemas que a 
priori parecen favorecer la disuasión de la corrupción tienden a hacer a los políticos 
más dependientes del dinero y del clientelismo, y a los electores a dejar de evaluar 

32 El término gobernanza se utiliza según el Banco Mundial: “Definimos gobernanza en sentido amplio como 
las tradiciones e instituciones mediante las cuales se ejerce la autoridad en un país. Esto incluye el proceso 
mediante el cual los gobiernos son seleccionados, monitoreados y reemplazados; la capacidad del gobierno 
para formular e implementar políticas sólidas de manera efectiva; y el respeto de los ciudadanos ante las 
instituciones del Estado que gobiernan las interacciones económicas y sociales entre ellos” (Kaufmann et al., 
2009).
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en términos generales la eficacia en la provisión de bienes públicos y a centrarse en 
los beneficios de retribuciones particularistas” (Piñeiro,2008)

Jessica Fortin-Rittberger, Philipp Harfst, y Sarah Dinglera, analizan los efectos de diferen-
tes prácticas corruptas en procesos electorales y las consecuencias de estas prácticas en 
las percepciones de los ciudadanos sobre la calidad del proceso democrático en un estu-
dio comparativo. Para estos autores la integridad electoral es un componente central de la 
calidad de la democracia, la libertad y equidad electoral, así como el sustento de la conso-
lidación y estabilidad de las democracias. Según estos autores, las prácticas fraudulentas 
también influyen en el nivel de satisfacción de los votantes con el funcionamiento de la 
democracia y en el funcionamiento de gobiernos democráticos a lo largo de su gestión 
(Fortin-Rittberger et al., 2017).

Por otra parte, Norris, Cameron y Wynter en la misma línea consideran que la manipulación 
de las instituciones electorales es un medio poderoso para retener el poder político y al 
mismo tiempo controlar la competencia electoral, pervirtiendo así los principios democráti-
cos. Estos autores también demuestran que la manipulación de las instituciones electorales 
a menudo se combina de manera compleja con otras formas de corrupción en prácticas 
electorales. La mayoría de las veces, la legislación electoral se modifica para facilitar otras 
formas de manipulación electoral y corrupción a favor en un candidato (Norris et.al, 2018) 
o a favor del partido en el poder o de un partido hegemónico33o dominante que busca con-
trolar la escena política y asegurar el control gubernamental.

Las prácticas electorales corruptas incluyen el soborno de votantes, la recaudación de fon-
dos de campaña mediante promesas de beneficios ilegales, por ejemplo, la atribución de 
contratos gubernamentales, concesión de cotos de poder, soborno, amenaza o ejercicio de 
violencia contra candidatos de la oposición (Norris et.al, 2018)

En el contexto latinoamericano, las prácticas electorales corruptas suelen presentarse en 
diferentes formas. “La tentación va más allá de robarse las casillas durante las votaciones” 
(Elola, 2021, pp.), y una práctica recurrente en años recientes en América Latina es la ma-
nipulación de los gobiernos a modificar las instituciones de procuración de justicia a fin de 
crear las condiciones ideales para validar resultados manipulados. Desde este enfoque, “el 
sistema electoral en gran parte de América Latina se sobreentiende manipulable, empaña-
do por la doble moral de simular tener un sistema sano, pero viciado en sus procesos. Las 
Constituciones en gran parte de Latinoamérica son impecables”, el problema está en cómo 
se aplican las normas contenidas en una ley con buena fachada” (Elola, 2021).

Otras prácticas de manipulación electoral en la región latinoamericana son la explotación 
de sectores vulnerables bajo promesas de retribución monetaria, alimentaria o regalo de 
prendas de vestir a cambio de votar por cierto candidato, condicionar el voto a fin de man-
tener un estatus laboral, ayuda a solucionar procedimientos administrativos bloqueados, 
mayores tiempos de difusión en los medios de comunicación a favor de determinado par-
tido o candidato. Siguiendo a Paredes (2024), una actividad recurrente de la manipulación 
electoral es a través del manejo de la imagen de los candidatos para alterar o modificar las 
conductas de los candidatos a fin de explotar los arquetipos del inconsciente colectivo y 
proyectar una percepción positiva del candidato.

33 Un partido hegemónico, siguiendo la clasificación de Sartori, no permite una competencia por el poder ni 
formal ni de facto. Se permite la existencia de otros partidos, pero como partidos autorizados de segunda 
clase; porque no se les permite competir con el partido hegemónico en términos antagónicos y en igualdad de 
condiciones. Según Sartori, el PRI –Partido de la Revolución Institucional- en México (1929-2000) era un caso 
de partido pragmático-hegemónico por su capacidad de inventarse y por su capacidad de ser más práctico y 
operativo que ideológico (Sartori, 1976, pp. 232-234).
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Otros métodos de manipulación electoral se ejercen a través de medios coercitivos como 
el ejército y la policía para intimidar a poblaciones a acudir a votar por un candidato en 
particular. Sin dejar de mencionar la influencia del crimen organizado en los procesos elec-
torales, que en años recientes en América Latina ha cobrado un papel crucial en el triunfo 
de candidatos políticos a todos los niveles. Por ejemplo en la contienda electoral de junio 
del 2024 en México, según RFI, murieron 90 políticos 34 de ellos eran candidatos a cargos 
de elección, de allí que “muchos candidatos optaron por hacer campaña portando chalecos 
antibalas y los candidatos a la presidencia de México son acompañados por 24 agentes de 
seguridad encargados de proteger sus vidas” (RFI, 2024).

De acuerdo con ciertos materiales de difusión del Colmex: El crimen organizado puede te-
ner injerencia en elecciones de diferentes maneras. 

“Hay casos en los que los criminales intimidan a candidatos en función de sus pro-
pios intereses o bien operan en contra del candidato o los candidatos con los perfiles 
que no les resultan convenientes. En otros casos, los criminales intervienen como 
“maquinarias electorales” venden su apoyo a algún candidato (ya sea con recursos, 
movilización de votantes o mediante agresiones en contra de los otros candidatos o 
sus simpatizantes)” (Colmex, 2012, pp.).

3. Efectos de la corrupción en procesos electorales

América Latina ha experimentado en años recientes procesos de transición democrática34, 
sin embargo la credibilidad y legitimidad de varios gobiernos latinoamericanos es amplia-
mente cuestionada no solamente por los métodos usados durante los procesos electorales: 
compra de votos, intercambio de despensas alimenticias, intimidación a electores, desa-
parición de urnas, condicionamiento de sectores sociales como burócratas y miembros 
del servicio público a votar por determinado candidato, manipulación de sistemas digita-
les y de conteo cibernético, y más reciente la aplicación de inteligencia artificial (Yazbek, 
2024). Sino también la presencia del crimen organizado que “apadrina”-dar apoyo- a su 
candidato favorito y ataca a candidatos opositores o incita al abstencionismo electoral, 
intimidando electores para que no acudan a votar ante posibles brotes de violencia en las 
casillas (Pérez, 2024) El asesinato de candidatos políticos es cada vez más frecuente en la 
región: secuestros, amenazas, tortura y desaparición forzada de candidatos opositores o 
de miembros cercanos. De tal manera que los procesos electorales en América Latina dis-
tan mucho de representar procesos verdaderamente democráticos y peor aún implican un 
desafío para la estabilidad de las jóvenes democracias y del incipiente Estado de derecho 
que existe en la región35. 

34 El término “transición democrática” es usado de acuerdo a O’Donnell y Schimitter: “Entendemos por transición 
el intervalo entre un régimen político y otro (…) Las transiciones están delimitadas, por un lado, por el 
comienzo de un proceso de disolución del régimen autoritario, y por otro, por el establecimiento de una forma 
democrática, el retorno a un cierto autoritarismo o la aparición de una alternativa revolucionaria”(O’Donnell y 
Schmitter, 1986, p. 6).

35 Siguiendo la definición de las Naciones Unidas (ONU), el concepto de “Estado de derecho” se define como “un 
principio de gobernanza en el que todas las personas, instituciones y entidades, públicas y privadas, incluido 
el propio Estado, son responsables ante las leyes que se promulgan públicamente. Las leyes se aplican por 
igual a todos y se aplican de forma independiente. Además, las leyes se adoptan para garantizar el respeto 
de los principios de supremacía de la ley, igualdad ante la ley, responsabilidad ante la ley, equidad en la 
aplicación de la ley, separación de poderes, participación en la adopción de decisiones, legalidad, evitación de 
arbitrariedad y transparencia jurídica y procesal (ONU, 2004).
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Uno de los fenómenos de corrupción que se está presentando con mayor incidencia en 
América Latina en los procesos electorales es la presencia cada vez más notable de la 
alianza entre políticos y grupos criminales, lo cual socava los principios de la democracia 
representativa. 

“La influencia del crimen organizado en el proceso electoral se manifiesta de diferentes for-
mas, pero una de las principales preocupaciones es la infiltración de los grupos criminales 
en los partidos políticos y en las instituciones públicas. Esta infiltración ha llevado a casos 
de corrupción y a la manipulación de los resultados electorales a favor de los intereses 
del crimen organizado. Además, el crimen organizado utiliza la violencia y la intimidación 
como herramientas para influir en el proceso electoral. Las amenazas, asesinatos y actos de 
violencia son utilizados para intimidar a los candidatos, a los votantes y a los funcionarios 
electorales, afectando así la libertad y la transparencia de las elecciones. Otro factor de 
riesgo es la utilización de recursos ilícitos por parte de los candidatos financiados por el 
crimen organizado” (Pérez, 2024)

En México, por ejemplo, de 1 enero al 1 de abril de 2024, al menos 28 candidatos han sido 
atacados y 16 han muerto, una cifra que supera incluso los ciclos electorales más san-
grientos de pasadas elecciones en este país. Las elecciones representan "un momento 
crucial para que el crimen organizado influya en quién va a estar en el poder, quién va 
a proporcionar protección, información, recursos (…) quién va a ser un aliado" (Shortell, 
2024).

En las elecciones del 2 de junio del 2024 en México se calcula que 70.000 candidatos se 
presentaron para participar en las elecciones del 2 de junio para cubrir más de 20.000 
cargos, entre ellos la presidencia nacional y las gubernaturas de nueve estados (Shortell, 
2024), por lo cual diversos intereses no solo políticos, sino de diversa naturaleza, entre ellos 
del crimen organizado, entran en una lucha despiadada contra candidatos contrarios a sus 
intereses.

Los procesos electorales en América Latina no están reflejando el verdadero ejercicio de 
la democracia representativa, en gran parte debido, al impacto de la corrupción en las 
elecciones y en el ejercicio político de los gobernantes en turno."El deterioro de la política 
coincide tanto con la puntualidad de escándalos de corrupción entre funcionarios y repre-
sentantes como con la fatiga crítica de los ciudadanos"(Sauquillo, 2009).

4. Elecciones cuestionadas por corrupción y crimen organizado en la 
región

Los procesos electorales en América Latina cada vez se tornan más complejos no solo por 
malas prácticas electorales como los mecanismos clásicos de manipulación electoral que 
ya hemos mencionado anteriormente, sino también por la complejidad que la tecnología 
trae consigo. Por ejemplo, los procesos electorales pueden ser influenciados a través de la 
manipulación cibernética y digital.

El cuestionamiento de procesos electorales es numeroso en la región en las últimas déca-
das. Entrar en detalle en cada uno de estos fenómenos daría materia para escribir libros por 
separado. No obstante, este texto intenta mostrar algunos de los casos que han hecho reso-
nancia en la región.En Perú,el presidente Alberto Fujimori(1990-2000), cuando se postuló 
para un tercer mandato, dado que la Constitución de Perú solo permitía como máximo una 
reelección. “El opositor Alejandro Toledo Manrique, que en 2001 se convirtió en presiden-
te, denunció trampas en el proceso electoral. Finalmente, Fujimori ganó las elecciones del 
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2000 con el 49,9 por ciento de los votos, y Toledo alcanzó el 40,2 por ciento. Al no llegar al 
50% ni obtener una ventaja de diez puntos, se convocó a una segunda vuelta. El resultado 
de la votación de la segunda vuelta sería 51% para Fujimori, 32.48% de votos nulos y 16.5% 
para Alejandro Toledo” (Maestro, 2019). 

La misión de observación encabezada por la Organización de Estados Americanos (OEA), 
y liderada por el ex canciller guatemalteco Eduardo Stein denunciaron anomalías y rechaza-
ron los resultados de los comicios. Lo mismo hizo el resto de los observadores extranjeros 
junto con Transparencia Internacional y el Consejo por la Paz en Perú atribuyendo condi-
ciones de fraude electrónico, desaparición de urnas locales y compra de voto de grupos 
indígenas (La Nación, 2000).

En el Salvador, Nayib Bukele, quien es presidente desde 2019, y asumiera la presidencia por 
segundo término en junio del 2024 con el 85% de los votos, para renovar cinco años más 
de gestión, fue ampliamente cuestionado luego que dicha reelección estaba prohibida por 
la Constitución del país, pero fue autorizada tras una controvertida interpretación de los 
jueces de la Sala de lo Constitucional en la que aparentemente hubo manipulación política 
para autorizar la reelección. Dichas elecciones fueron ampliamente cuestionadas aludiendo 
a fraude electrónico. “La página web del Tribunal Supremo Electoral (TSE) que pretendía 
mostrar los datos en tiempo real permaneció completamente estática ante un 70,25% de 
escrutinio para los comicios presidenciales y un minúsculo 5,06% en el caso de las eleccio-
nes a la Asamblea Legislativa” (BBC,2024).

En México, durante las elecciones del 2 de junio 2024 para elegir a más de 20.000 cargos 
locales, estatales y renovar las Cámaras de Diputados y Senadores, así como la presiden-
cia del país, el resultado ha sido ampliamente cuestionado por diversos sectores, luego 
que Morena –Partido Movimiento de Regeneración Nacional, creado en 2011- se atribuyera 
24 de los 32 estados que componen la República Mexicana (Maldonado, 2024). Claudia 
Sheinbaum, -candidata por los partidos Morena, del Trabajo y Verde Ecologista- la nueva 
presidenta del país, logró el triunfo con más del 59% de las votaciones contra Xochitl Galvez 
(28.6%) –postulada por de los partidos de Acción Nacional (PAN), Revolucionario Institu-
cional (PRI y de la Revolución Democrática (PRD)- y Jorge Álvarez Maynez (10.8 %) del 
partido Movimiento Ciudadano. 

El mapa electoral de México ha pasado de ser dominado por el Partido Revolucionario Insti-
tucional (PRI), hace apenas algunas décadas, a manos de Morena, el partido fundado por el 
presidente Andrés Manuel López Obrador (2018-2024), quien emergiera del PRI y ocupara 
cargos destacados en el mismo partido. 

En las elecciones de junio del 2024, Morena logró atribuirse la mayoría de legislaciones en 
el Congreso y las gubernaturas (CNN, 2024), convirtiéndose así en el nuevo partido domi-
nante del país, y anulando todo espacio para la pluralidad partidaria, eliminando todos los 
contrapoderes en el poder legislativo y judicial y fuerzas de balance institucional y social 
que caracterizan a las democracias liberales. 

Diversas organizaciones civiles como la organización México Vigila registró múltiples in-
cidentes electorales “que van desde detenciones de candidatos, golpizas a militantes y 
supuesta compra de votos”, además de arrestos y citatorios judiciales bajo fabricación de 
delitos contra candidatos opositores “con motivo del hecho presuntamente constitutivo de 
delito contra la salud en su modalidad de narcomenudeo” (Proceso, 2024).

El contexto de los procesos electorales en América Latina difieren del verdadero significado 
de la democracia y sus pilares basados en el Estado derecho: abuso, intimidación, violencia 
ejercida desde el aparato judicial, policía, ejército, hasta la violencia ejercida por las fuer-
zas informales representadas en el crimen organizado o manipulación de las instituciones 
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electorales a través del cuerpo administrativo y digital, también llamado fraude digital o de 
conteo de cómputo, hasta el uso de Inteligencia Artificial para revertir tendencias electo-
rales opuestas muestran un sombrío panorama para el avance de nuestras sociedades en 
la región, y reducen los procesos electorales a un “mero teatro o pantomima de fuerzas 
políticas contrarias” que utilizan a los ciudadanos para validar sus intereses, sin importar 
la impunidad ni las diferentes vertientes de corrupción que utilicen para llegar al poder y 
mantenerse en el mismo.

Fernando H. Cardoso alguna vez sintetizó, brillantemente, el contexto de las democracias 
en América Latina como “el olor de farsa de la política democrática” (Cardoso, 1982) “En 
democracia es natural que los gobernantes ganen y pierdan aceptación. Los procesos elec-
torales existen justamente para garantizar que los desajustes entre las preferencias de los 
ciudadanos y los gobernantes no se perpetúen” (Cardoso, 1982, p. 18)

Sin embargo, la tendencia más observada en América Latina es exactamente lo contrario, 
una vez que los grupos políticos llegan al poder buscan a toda costa de perpetuarse, bajo 
métodos legales e ilegales, reduciendo todos los mecanismos de control, balance y equi-
librio entre los poderes públicos, legislativos y judiciales a fin de convertir al Estado en un 
botín de clientelas. 

La democracia en América Latina se ha caracterizado desde sus orígenes, “por una tensión 
central entre la vocación pública y el deseo de “maximización de utilidades” reflejadas en 
los cargos públicos, ya que los políticos de la región en la mayoría de los casos ven “el car-
go” como la oportunidad para maximizar beneficios privados” (Sauquillo, 2009)

5. Conclusiones

Luego de analizar el impacto de la corrupción en los procesos electorales en América La-
tina se observa que en la mayoría de países latinoamericanos la corrupción es endémica, 
y los partidos en el poder recurren a mecanismos legales e ilegales para conservarlo y 
anular los mecanismos de control y contrapesos: cambiar principios constitucionales que 
se alineen a sus intereses, eliminar o reducir las capacidades de los colegios electorales o 
de auditoría, controlar los congresos, gubernaturas, la suprema corte, y cualquier institu-
ción o grupo que se oponga a su voluntad. También es frecuente encontrar la utilización 
de recursos públicos para alimentar redes clientelares y favorecer al partido en turno. 
Construcción de alianzas con el crimen organizado. Incremento de la violencia y crimi-
nalidad en zonas opositoras. Represión selectiva de candidatos y partidarios opuestos al 
poder dominante son también parte de las prácticas cotidianas del ejercicio político de 
los partidos en la región. Ante semejante escenario, la democracia no resta más que un 
idílico anhelo.

El uso de las tecnologías de la información y la inteligencia artificial al servicio de gobiernos 
corruptos en turno, tampoco ayudan mucho, pues son utilizados como herramientas para 
someter o controlar a sus poblaciones, más que para escucharlas y dialogar con ellas. 

Ciertamente, asistimos una forma de “corrupción de la representación política” (Sauquillo, 
2009), a través del clientelismo de los partidos políticos, del abuso de recursos financieros 
en campañas políticas, del abuso de las instituciones jurídicas, constitucionales –tenden-
cia a cambiar artículos constitucionales a favor de gobiernos corruptos-, nepotismo en la 
concesión de cargos políticos, otorgamiento de contratos públicos basados en criterios de 
clientelismo o amiguismo, manipulación de la administración pública a favor de un grupo 
político, sin olvidar negociaciones con el crimen organizado (Nieto, 2022). 
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El presente texto considera como propuesta principal que no se puede hablar de la ins-
tauración y funcionamiento de democracias en América Latina como un periodo histórico 
permanente que una vez instaurado camina en dirección lineal y evolutiva hacia mejores 
condiciones y derechos de manera automática, sino como “momentos de coyuntura” don-
de los gobiernos y las poblaciones experimentan mayor apertura a la democracia. 

En este sentido, la democracia en América Latina es un ende mortal, que puede nacer y al-
canzar un joven resplandor, pero puede ser acribillada por elites radicales, políticos corrup-
tos o sin escrúpulos que buscan perpetuarse en el poder, de tal manera que la democracia 
puede morir fácilmente como cualquier otro mortal. 

El cuidado de la joven e incipiente democracia en América Latina es una responsabilidad 
ciudadana de todos y debiera ser una responsabilidad de las elites políticas en turno. La co-
rrupción socava a la democracia. Más aún el binomio corrupción y crimen organizado, que 
se nutren mutuamente, ponen en riesgo el funcionamiento de cualquier intento de régimen 
democrático. 

Ejemplos de corrupción y crimen organizado son amplios en América Latina. Recientes 
estimaciones del Instituto Peruano de Economía (IPE) señalan que, en 2023, la exportación 
ilegal de oro alcanzó las 77 toneladas, equivalentes a US $4,833 millones. Es decir, el oro 
ilegal que exporta Perú es más que todo el oro legal que exportan 5 países vecinos: Brasil, 
Colombia, Ecuador, Venezuela y Bolivia (IPE, 2024). Esto nos da una idea de la magnitud 
de redes de corrupción y crimen organizado que debe haber a todos los niveles del Estado 
para poder exportar tal cantidad de oro. Esto también nos indica, los niveles de impunidad 
que debe haber para que esta industria siga prosperando. 

En Bolivia, el crecimiento del narcotráfico también está íntimamente relacionado con los 
altos niveles de corrupción en la estructura del poder político. Bolivia es uno de los princi-
pales productores de hoja de coca del mundo. Su cultivo, venta y consumo individual son 
legales en el país (Muñoz, 2023), sin embargo la producción masiva y las ganancias del 
comercio de la hoja de coca ha generado el desarrollo desmedido del narcotráfico en el 
país y casi todos los gobiernos de Bolivia en las últimas décadas han sido involucrados en 
el narcotráfico, lo que revela que sin la protección y amparo de las elites políticas del país, 
la industria del narcotráfico no sería posible. 

En la región latinoamericana, la democracia a menudo es secuestrada por estas mismas 
élites que llegan al poder con la percepción que el Estado y sus instituciones son un bien 
privado al servicio de intereses elitistas en turno y de las clientelas políticas, despojando así 
a la ciudadanía de su empoderamiento sobre sus propias instituciones de Estado, y conde-
nando a nuestros países al subdesarrollo, pobreza y explotación por redes criminales a los 
ciudadanos de la región. América Latina sigue librando una lucha constante por preservar 
derechos políticos y libertades civiles. Los países latinoamericanos siguen pagando la co-
rrupción e impunidad con pérdidas de vidas inocentes. 
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RESUMEN Aunque la corrupción al interior de recintos carcelarios no es 
necesariamente un fenómeno nuevo, este artículo ofrece, a 
través de datos cuantitativos provenientes de una encuesta 
(cuestionario MQPL adaptado a Chile) aplicada en 2022 en 20 
cárceles chilenas (n = 1.159), una mirada empírica de ella a par-
tir de los puntos de vista de las personas privadas de libertad 
y explora, asimismo, factores predictores.

 La percepción de corrupción fue operacionalizada a través 
de la variable dependiente “en esta cárcel se mueven las co-
sas con plata”, la cual fue modelada a través de regresión 
lineal múltiple, donde diversos predictores fueron incorpora-
dos al modelo, el cual fue capaz de explicar un 32,5% de la 
varianza en la percepción de corrupción. Las variables inde-
pendientes asociadas negativamente a la corrupción fueron 
la percepción de buen funcionamiento de la cárcel, la exis-
tencia de reglas claras al interior de la prisión, la percepción 
de recibir un trato justo y de respeto a los derechos, y el 
habitar una cárcel concesionada (recinto operado por priva-
dos).

 Por otra parte, los predictores directamente asociados a una 
percepción de mayor corrupción fueron la percepción de un 
ambiente tenso en la cárcel, el abuso hacia internos más dé-
biles, y la percepción de temor por la propia integridad física. 
Se discuten, finalmente, las implicancias de los hallazgos para 
el mejoramiento del sistema carcelario.

 Palabras claves: corrupción, cárcel, Chile, encuesta, regresión 
múltiple, predictores 

ABSTRACT Although corruption within prisons is not necessarily a new 
phenomenon, this article offers, through quantitative data 
from a survey (MQPL questionnaire adapted to Chile) applied 
in 2022 in 20 Chilean prisons (n = 1,159), an empirical view of 
it from the perspective of incarcerated individuals and offers 
an exploration of its predictive factors.

 The perception of corruption was operationalized through the 
dependent variable “in this prison things move with money”, 
which was modeled through multiple linear regression, where 
various predictors were incorporated into the model, which 
was able to explain 32.5% of the variation in the perception of 
corruption. The independent variables negatively associated 
with corruption were the perception of good functioning 
of the prison, the existence of clear rules within the prison, 
the perception of receiving fair treatment and respect for 
rights and living in a concessioned prison (privately operated 
facility).
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 On the other hand, the predictors directly associated with 
a perception of greater corruption were the perception of a 
tense atmosphere in prison, abuse towards weaker inmates, 
and the perception of fear for one's own physical integrity. 
Implications of the findings are discussed to improve prisons.

 Keywords: corruption, prisons, Chile, survey, multiple regres-
sion, predictors
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1. Introducción

En América Latina se ha señalado que los sistemas carcelarios representarían la parte más 
débil dentro de una cadena judicial inefectiva e incluso, corrupta (Croci, 2023). Al mismo 
tiempo, y en el contexto de profundas desigualdades sociales (Muggah & Tobón, 2018) y 
de una política criminal con enfoque punitivo (Dudley & Bargent, 2017; Morales, 2012), las 
prisiones latinoamericanas albergan cada vez más población penal–a un ritmo que sobre-
pasa con creces la construcción o habilitación de nuevas plazas—y se ven sobrepasadas 
por la falta de prioridad política. Como resultado, las cárceles de América Latina terminan 
estando sobrepobladas, plagadas de violencia y ofreciendo muy poco en términos de una 
resocialización efectiva (Bergman & Fondevila, 2021).

En la región más violenta del mundo, los sistemas carcelarios han sido calificados como 
en un estado de “crisis permanente” (Farranaga et al., 2022; Tribunal Constitucional del 
Perú, 2020). La corrupción y el tráfico de drogas dentro de las cárceles representan graves 
problemas para la sociedad en su conjunto, ya que fomentan el fortalecimiento del crimen 
organizado en su interior (Oliveira & Zaverucha, 2012; Días, 2011), incrementan las tasas de 
reincidencia y contribuyen al perfeccionamiento de las habilidades delictivas de los reclu-
sos. Estas cuestiones, en el mediano plazo, han contribuido al debilitamiento del estado de 
derecho. (Dudley & Bargent, 2017).

En el caso de Chile, aunque las autoridades políticas y carcelarias reconocen ocasionalmen-
te la existencia de problemas de corrupción y tráfico de drogas al interior de los sistemas 
penitenciarios, los trabajos académicos y sistemáticos en este sentido son escasos (Croci, 
2023; Dudley & Bargent, 2017). Para contribuir a llenar parte de esta brecha, en este artícu-
lo colaborativo entre académicos y oficiales penitenciarios ofrecemos un estudio de caso 
sobre los principales hallazgos recientes en materia de corrupción al interior de las cárceles 
chilenas y ofrecemos, asimismo, estimaciones conservadoras de los volúmenes, montos 
involucrados y tipos de sustancias que operan en el mercado ilícito de drogas al interior del 
sistema penitenciario.

El hecho de que este estudio se haya llevado a cabo en el contexto de pandemia sirvió 
como una suerte de “experimento natural” para aislar el argumento comúnmente esgri-
mido de que eran los familiares de las personas encarceladas quienes ingresaban droga. 
Esto dejó en evidencia el involucramiento de funcionarios en hechos de corrupción (Al-
veal, 2021).

2. Revisión de literatura

Corrupción en América Latina y Chile

Aunque algunos han señalado que Uruguay, Chile y Costa Rica serían países menos permea-
bles a la corrupción, en comparación con los países vecinos (Rotberg, 2018), en América 
Latina, la corrupción toma múltiples formas, es muy dinámica y está presente en diversos 
ámbitos de la vida social (Goldstein & Drybread, 2018). Sus efectos en la región son alta-
mente dañinos para la sociedad y el desarrollo humano e incluyen prácticas extractivistas 
(Urbina & Rodríguez, 2022), daño ambiental y conflictividad social (Gudynas, 2017), des-
confianza hacia el sistema político (Bargsted et al., 2022), las instituciones de justicia y las 
policías (Malone & Dammert, 2021), e incluso mayores niveles de violencia y criminalidad, 
aun cuando las condiciones materiales de la sociedad mejoran (Chainey et al., 2021).
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Al mismo tiempo, tal como algunos autores han remarcado, en América Latina existirían 
sesgos en la esfera pública para mirar a individuos de clase baja o con rasgos indígenas 
como más probablemente conectados a criminalidad y corrupción, en comparación con 
individuos no-indígenas o aquellos pertenecientes a estratos sociales más altos (Goldstein 
& Drybread, 2018).

Sumado a lo anterior, es importante señalar que América Latina es una región marcada por 
una alta desigualdad y exclusión social, altos niveles de violencia (incluyendo la más alta 
tasa de homicidios del planeta), y estados con dificultades para implementar políticas de 
protección social efectiva para toda la población (PNUD, 2021; Chainey et al., 2021; Alvara-
do & Muggah, 2018). Estas condiciones sociales pueden desencadenar un efecto dominó 
al generar más consecuencias negativas para la población que habita el territorio, produ-
ciendo “frustración y enajenación en las personas desposeídas a través de percepciones de 
desventaja, falta de oportunidades e injusticia que, en conjunto, estimulan las conductas 
violentas” (PNUD, 2021, p.202), además de mayor atractivo hacia actividades ilícitas que 
permiten generar más dinero.

Ahora bien, en las cárceles de la región, la corrupción va generalmente aparejada al tráfico 
de drogas y otros elementos prohibidos al interior. En el caso del tráfico de drogas, como 
cualquier mercado ilegal, requiere de la corrupción para obtener resultados y de la colabo-
ración –en alguna parte de la cadena—de funcionarios corruptos que acepten participar del 
ilícito. Asimismo, se trata de un mercado sumamente dinámico y que no siempre va apare-
jado de respuestas estatales que le sigan el paso. Al interior de las cárceles, en tanto, dichas 
dinámicas no son la excepción (O’Hagan y Hardwick, 2017).

La capacidad de acción del Estado frente a estas manifestaciones del crimen organizado 
tiene relación con el grado de concentración de la autoridad política y su capacidad para 
implementar el monopolio del uso de la fuerza, la mayor o menor capacidad de los fun-
cionarios para predominar en la relación de contubernio y el grado en que las autoridades 
pueden acotar la corrupción (Flores y González, 2008).

En América Latina, los gobiernos han probado diferentes enfoques para controlar las drogas 
dentro de las cárceles a lo largo de los años (Bailey & Taylor, 2009), aunque los enfoques pu-
nitivos parecieran ser los más predominantes (Bergman & Fondevila, 2021; Dolan et al., 2015). 
Algunos han señalado que la región se ha convertido en tierra fértil para “más Estado policial 
y penal” (Wacquant, 2004), derivando en un mayor gasto en seguridad pública.

En las cárceles de la región se estima que una gran parte de la violencia carcelaria entre 
internos se relacionaría al tráfico de drogas y a la competencia entre organizaciones rivales 
por la hegemonía de su distribución (Rodrigues, 2021; Sampó & Ferreira, 2020). En este 
sentido, las matanzas entre internos en cárceles de Brasil en 2017 (Manaos) o las masacres 
ocurridas al interior de prisiones ecuatorianas en 2020 y 2021 (Guayaquil y Cuenca) mues-
tran los niveles de violencia a los que los conflictos pueden escalar.

El sistema carcelario chileno

En el caso de Chile, aunque la corrupción y el tráfico de drogas y sustancias ilícitas al in-
terior de las prisiones no es algo necesariamente nuevo (Kolind & Duke, 2016), aparente-
mente este fenómeno ha crecido en importancia en los últimos años, a la luz del creciente 
hacinamiento y cambios en la composición de la población penal que enfrenta el sistema 
carcelario chileno (Gendarmería, 2024) y a las preocupaciones ciudadanas en el exterior, 
donde el tráfico de drogas aparece consistentemente como una de las preocupaciones más 
importantes desde hace años (INE, 2024).
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En las cárceles chilenas los métodos para el ingreso de droga han evolucionado rápida-
mente y hoy incluyen el uso de drones para el transporte de las sustancias por vía aérea, 
sobrepasando los muros de la prisión; su internación dentro de teléfonos celulares; ocultas 
en comidas o encomiendas que los familiares llevan a los internos en las visitas; y también 
a través de la complicidad de parte del personal penitenciario (Alveal, 2021; Policía de In-
vestigaciones de Chile, 2021).

Actualmente el sistema carcelario chileno alberga a unas 59.000 personas a lo largo del 
país, cuenta con cerca de 80 recintos operativos (con niveles muy variables de población 
en cada uno) y enfrenta una sobrepoblación oficial promedio cercana al 29% (Gendar-
mería de Chile, 2024), aunque con grados muy variables, dependiendo de la región y el 
recinto. Así, por ejemplo, las regiones III (Atacama), V (Valparaíso) y VII (Maule) tendrían 
los porcentajes de ocupación más altos del país, llegando incluso a 300% para algunas 
unidades penales.

Sin embargo, el hacinamiento no es el único de los problemas que aquejan al sistema carce-
lario en Chile. En años recientes se viene observando un aumento importante de la violencia 
entre internos, tanto en términos cuantitativos como cualitativos (Sanhueza et al., 2020). 
La violencia institucional también ha sido señalada como una característica importante que 
afecta las prisiones (INDH, 2018) y la escasez de oferta programática para las personas pri-
vadas de libertad (Espinoza, Martínez y Sanhueza, 2014).

Asimismo, estudios recientes en cárceles chilenas sugieren que tanto internos como fun-
cionarios penitenciarios presentan niveles de psicopatía que superarían los de la población 
general. En una muestra aleatoria de más de 1.100 personas encarceladas de 20 recintos, 
esta cifra alcanzó un 22,3% de la muestra (Sanhueza et al., 2024a), mientras que la muestra 
de funcionarios penitenciarios el instrumento de tamizaje aplicado indicó un 27,7% de “pre-
sencia de psicopatía”, a lo cual se suma un porcentaje de licencias médicas de un 18,1% en 
los funcionarios de todo el país, aunque con importantes variaciones entre recintos (San-
hueza, et al., 2024b).

Un elemento adicional relativamente reciente tiene que ver con la presencia del crimen or-
ganizado al interior de las prisiones chilenas (Alveal, 2021). Aunque se tenía registro de que 
este fenómeno desde el interior del propio sistema penitenciario –especialmente a partir 
de estudios de bandas criminales que operan en las cárceles de la V región de Valparaíso y 
en la Región Metropolitana—. En cuanto a la reincidencia, el sistema chileno tiene una tasa 
que bordearía el 43% en promedio. Si a lo anterior se le suma la “cifra negra” de quienes 
delinquen sin ser condenados, el panorama se vuelve más problemático (Fundación Paz 
Ciudadana, 2013; Gendarmería de Chile, 2013).

Aparentemente, la corrupción es un fenómeno que ha estado presente al interior de las 
cárceles en América Latina desde hace ya un tiempo (Matthews 2011), en un contexto mar-
cado por la precariedad material, el hacinamiento y una serie de arreglos informales que 
le dan un precario sentido de legitimidad al castigo y a la vida en prisión. De manera más 
reciente, sin embargo, diversas fuentes han venido señalando que la corrupción y el tráfico 
de drogas al interior de las cárceles chilenas se ha ido convirtiendo en un problema grave 
y creciente, aun cuando esta preocupación no ha ido acompañada a la misma velocidad 
de respuestas estatales adecuadas (CIPER; 2022; Passamano, 2022; Sanhueza & Brander, 
2021) o de producción académica en la materia .

En este sentido, existen algunos trabajos académicos recientes, aunque escasos, que han le-
vantado información sistemática acerca de la corrupción al interior de las cárceles chilenas. 
Así, por ejemplo, el estudio sobre “el desempeño moral de las cárceles chilenas” (Sanhueza 
& Pérez, 2019) consultó a las personas encarceladas acerca de su percepción sobre diversos 
ámbitos de la vida en prisión, incluyendo la corrupción por parte del personal penitenciario.
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De acuerdo a testimonios recogidos en estudios penitenciarios recientes en Chile, cuando 
los funcionarios “cruzan el límite” de lo que no es permitido, se comienzan a intercambiar 
favores hacia los internos por ganancia económica para el guardia y, de este modo, funcio-
narios entran en un círculo del que no pueden salir fácilmente (Sanhueza & Brander, 2021). 
Una vez cruzado dicho límite, se invierte la relación de poder entre funcionario e interno, 
con la consiguiente pérdida de respeto y legitimidad hacia el funcionario estatal: “(los inter-
nos ya no lo ven) como un agente correcto; lo pasan a ver como un igual” (p.89).

De este modo, se han generado condiciones para un reconocimiento más explícito de la co-
rrupción y el tráfico de drogas como amenazas reales dentro del sistema penitenciario, de 
modo que diversas autoridades tanto políticas como penitenciarias han venido implemen-
tando medidas (diseño de un plan anticorrupción dentro de Gendarmería, lineamientos de 
modernización institucional, fortalecimiento de la Unidad de Investigación Criminal interna, 
entre otras) para su abordaje dentro de la realidad chilena.

Sin embargo, el estudio sistemático de la corrupción al interior de las prisiones sigue sien-
do un tema poco estudiado en la literatura en la región. Por ejemplo, pocos estudios han 
analizado la corrupción desde el punto de vista de las personas privadas de libertad o han 
establecido predictores del fenómeno, brechas que el presente artículo trata de abordar 
desde una perspectiva cuantitativa, en base a datos de encuesta a personas encarceladas 
en Chile en 2022.

3. Metodología

Este artículo se enmarcó en un proyecto de investigación y desarrollo (Fondef ID21I10225) 
titulado “Prototipo de gestión integrada para una reinserción eficaz” que fue llevado a cabo 
entre 2022 y 2023 y tuvo como foco principal la creación de un prototipo de visualización 
integrado de datos para mejorar la gestión y las tareas de reinserción que lleva a cabo el 
servicio penitenciario chileno. A través de un trabajo colaborativo entre la Universidad de 
Chile y la institución penitenciaria se desarrolló de una plataforma tecnológica con la capa-
cidad de procesar e integrar diversas fuentes de información relevante.

La metodología empleada en el proyecto mayor fue mixta, combinando la obtención de 
datos cuantitativos (primarios y secundarios) como cualitativos (entrevistas). Para el pre-
sente artículo, empleamos una aproximación metodológica cuantitativa, en base a datos de 
una encuesta aplicada a 1.159 personas privadas de libertad agrupadas en 20 recintos car-
celarios. El instrumento empleado en la recolección de datos fue el cuestionario Measuring 
Quality of Prison Life (MQPL) desarrollado inicialmente en el Reino Unido (Liebling, Hulley 
y Crewe 2011; Liebling, 2004), y adaptado para la realidad local por investigadores chilenos 
(Sanhueza y Pérez, 2019; Sanhueza, Ortúzar y Valenzuela, 2015).

Entre las principales adaptaciones realizadas al instrumento original se cuentan: i) creación 
de un cuestionario con ocho dimensiones, pero más corto (54 preguntas en total), ii) con 
algunas preguntas adicionales sobre al cuestionario original (en cuanto a las condiciones 
de infraestructura de la cárcel, y al acceso a programas de reinserción, debido a las radica-
les diferencia existentes en prisiones británicas versus chilenas o latinoamericanas), iii) fue 
traducido al idioma español, y finalmente iv) incluyó una variante de la escala Likert origi-
nalmente empleada en inglés, evitando la formulación original que pregunta por “el grado 
de acuerdo con la siguiente afirmación”, lo cual generaba confusión en los participantes de 
las pruebas piloto. El cuestionario arrojó medidas de confiabilidad entre 0,74 y 0,92 para 
sus distintas subdimensiones.
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Así, los ítems consultaban al entrevistado su auto reporte respecto a una serie de indi-
cadores, incluyendo aspectos de infraestructura y habitabilidad, acceso a programas de 
intervención, relación interno-funcionario, las interacciones con otros internos, el régimen 
y funcionamiento de la cárcel, entre otros. Las preguntas estaban construidas en formato 
Likert, en una escala de 1 a 5, donde 1 significaba “nunca”, 2 “casi nunca”, 3 “a veces”, 4 “casi 
siempre” y 5 “siempre”. Para los cálculos de las medidas compuestas e índices se reversaron 
los ítems donde correspondía.

Participantes y Procedimientos

El trabajo de campo se realizó en 20 cárceles del país, considerando el recinto más grande 
de cada una de las 16 regiones, más otros 4 recintos grandes en la Región Metropolitana. De 
estas 20 cárceles, 7 son operadas por privados (Iquique, Antofagasta, la Serena, Rancagua, 
Biobío, Valdivia y Puerto Montt). Se eligieron estos centros en consulta con la autoridad 
penitenciaria, considerando que estos albergan a la mayor cantidad de población penal y 
a la de mayor complejidad del país. La Tabla 1 (a continuación) resume la población penal 
total, los tamaños muestrales y las tasas de respuesta de los recintos.

Tabla 1: Población penal total, tamaños muestrales y tasas de respuesta
para cada recinto

Cárcel
Población penal 
total por cárcel

Tamaño 
muestra

Muestra 
efectiva

Tasa respuesta1

ARICA 1.128 93 93 100%

ALTO HOSPICIO 985 75 47 62,6%

ANTOFAGASTA 789 65 44 67,6%

COPIAPO 265 20 20 100%

LA SERENA 1.726 123 84 68,2%

VALPARAÍSO 1.495 106 90 84,9%

RANCAGUA 1.405 104 100 96%

TALCA 428 32 32 100%

CHILLAN 270 20 19 95%

CONCEPCION 334 26 23 88%

TEMUCO 299 25 10 38%

VALDIVIA 1.006 77 65 85%

PUERTO MONTT 1.179 89 58 65%

COYHAIQUE 97 8 8 100%

PUNTA ARENAS 251 19 19 100%

COLINA I 1.869 133 133 100%

COLINA II 1.196 89 67 74,9%

PUENTE ALTO 682 52 50 96%

SANTIAGO SUR 3.565 232 163 70,3%

SAN JOAQUÍN 446 34 34 100%

Total 19.583 1.422 1.159 81,5%

1  Las personas que rechazaban responder la encuesta en general argumentaban desinterés o bien porque no 
les conllevaba ningún beneficio personal. En el caso de Temuco la tasa fue sensiblemente más baja porque se 
encuentra en una zona de alta conflictividad en el Estado chileno y el pueblo mapuche, lo puede traducirse en 
una alta desconfianza al participar en estudios.
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Los participantes fueron seleccionados al azar, utilizando un muestreo aleatorio simple con 
nivel de confianza del 95%. Los participantes debían cumplir con el criterio de ser conde-
nados (no imputados), hombres y mujeres. Cada interno pre-seleccionado fue consultado 
respecto a su participación voluntaria en el estudio, expresado en un consentimiento infor-
mado. Una vez aceptado, cada individuo llenó el cuestionario MQPL entre 30-40 minutos. 
No se entregaron incentivos monetarios por participar y tampoco se eligieron reemplazos 
para quienes rehusaron. El estudio contó con la aprobación del Comité de Ética de la Uni-
versidad [información anonimizada temporalmente]. Los datos fueron analizados usando 
el software Stata 13.0, empleándose una serie de técnicas como tablas de frecuencia y 
estadísticos descriptivos, la creación de índices y medidas compuestas, el análisis de con-
sistencia interna usando Alfa de Cronbach, y el uso de regresión lineal múltiple para el mo-
delamiento de la variable dependiente

Variables empleadas

Variable dependiente:

La percepción de corrupción por parte de las personas encarceladas fue operacionalizada a 
través la pregunta 51 del cuestionario “En esta cárcel las cosas se mueven con plata”, ya que 
se consideró una pregunta pertinente al fenómeno, formulada en un lenguaje entendible 
por la población privada de libertad y que, al mismo tiempo, no generaba altos niveles de 
aprehensión evaluativa.

Variables independientes:

Cada una de las siguientes variables independientes estaban en una escala de 1 a 5, donde 
1 representaba “nunca” y 5 “siempre”.

		“Siento que esta cárcel funciona bien”: un buen funcionamiento de los recintos ha 
sido vinculado a ambientes carcelarios proclives a la reinserción y con menores ín-
dices de violencia (Flores y González, 2008).

		“El ambiente de esta cárcel es tenso”: el ambiente al interior de la cárcel ha sido 
descrito como un predictor importante de diversos procesos y resultados del sis-
tema carcelario, incluyendo violencia (Sanhueza et. al, 2020), salud mental de los 
funcionarios (Abello et al., 2023), e incluso reincidencia futura (Sanhueza et al., 
2024.

		“Siento que las reglas de esta cárcel son claras”: la claridad en cómo funcionan las 
cosas otorga predictibilidad a las rutinas cotidianas al interior de las cárceles, redu-
ciendo la incertidumbre y brindando estabilidad y organización (Liebling, 2004).

		“En esta cárcel recibo un trato justo y se respetan mis derechos”: el respeto a los 
derechos humanos de las personas encarceladas y el trato justo hacia ellas son in-
dicadores de legitimidad del castigo impuesto (INDH, 2018).

		“En esta cárcel se abusa de los internos más débiles”: la percepción de abuso –en 
especial hacia internos más débiles o vulnerables—representa una situación de vio-
lencia estructural, ya sea en la forma de abuso institucional (por ejemplo, violencia 
de guardia a interno) o por omisión en las tareas de custodia (como ocurre en el 
caso de la violencia entre internos) (INDH, 2028).

		“En esta cárcel temo por mi integridad física”: la sensación de inseguridad al interior 
de la cárcel es problemática porque limita severamente las posibilidades de reinser-
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ción de una persona privada de libertad, generando condiciones propicias además 
para un deterioro en el ambiente carcelario (Liebling, 2004).

 Cárcel privada (0: no; 1: sí): dado que el sistema chileno es mixto en cuanto a la pro-
visión de servicios penitenciarios (Sanhueza y Pérez, 2017), y tomando en cuenta 
las diferencias en infraestructura que, en general, existen entre ambos sistemas2, se 
consideró un predictor relevante.

Previo al análisis de regresión lineal se llevó a cabo una matriz de correlaciones entre las 
distintas variables seleccionadas, con el fin de descartar problemas de multicolinealidad. 
Todas las correlaciones entre las variables independientes mostraron valores menores a 
0.60 de coeficiente de Pearson, por lo cual se descartó la existencia de dicho problema.

4. Resultados

La Tabla 2 muestra los estadísticos descriptivos para los diferentes indicadores levantados 
en la encuesta MQPL, incluyendo información demográfica y criminológica básica, condi-
ciones de habitabilidad y acceso a servicios básicos al interior de la cárcel, acceso a pro-
gramas de reinserción, trato entre internos, trato desde la institucionalidad a los reclusos, y 
percepción respecto al régimen y funcionamiento de la cárcel.

Tabla 2: Estadísticos Descriptivos Cuestionario MQPL para personas privadas
de libertad en 20 cárceles

Variable Media Desviación estándar Mínimo Máximo

Sociodemográficos y criminológicos básicos

Género (masculino) 94% 0,238 0 1

Edad 37,7 años 11,74 18 88

Nacionalidad (Chileno/a) 94,4% 0,265 0 1

Educación formal (secundaria o menos) 55,9% -- 0 1

Educación formal (secundaria completa) 19,6% -- 0 1

Estadía en protección o justicia juvenil 34,7% 0,47 0 1

Encarcelamiento previo (sentenciado) 56,2% 0,496 0 1

Largo de la condena: más de 2 años 65,9% -- 6 meses 2+

Sirviendo sentencia hasta 2025 o más 58,7% -- 2.022 2.025+

Habitabilidad y servicios básicos

Adecuada temperatura en las celdas 2,67 1,43 1 5

Buena cantidad de comida 3,28 1,32 1 5

Tengo un baño (wc) decente aquí 3,41 1,56 1 5

Tengo ventilación adecuada en mi celda 3,70 1,45 1 5

Recibo comida en buen estado 3,71 1,25 1 5

Recibo luz natural en mi celda o módulo 3,83 1,38 1 5

Duermo en un lugar limpio 4,31 1,15 1 5

Acceso a Programas

2  Las cárceles operadas por privados, también llamadas “concesionadas” en Chile cuentan, en general, con me-
jores condiciones de infraestructura y menor hacinamiento que sus contrapartes públicas.
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Acceso a trabajo remunerado 2,32 1,48 1 5

Acceso a atención psicológica 2,40 1,43 1 5

Capacitación laboral 2,42 1,56 1 5

Tratamiento para adicciones 2,55 1,61 1 5

Acceso a hablar con asistente social 3,01 1,36 1 5

Acceso a atención de paramédico 3,22 1,29 1 5

Acceso a la escuela penal 3,76 1,63 1 5

Relación con otros internos/as (alfa = 0,74)

Aquí se abusa de los internos más débiles 3,25 1,37 1 5

Aquí temo por mi integridad física 2,62 1,39 1 5

Me llevo bien con otros internos 3,83 1,04 1 5

Me siento inseguro o amenazado 2,22 1,26 1 5

Otros internos me tratan con respeto 3,87 1,11 1 5

Me siento seguro frente agresiones de otros 3,01 1,44 1 5

Aquí tengo amigos que me ayudan 3,38 1,32 1 5

Trato interpersonal y relación interno-funcionario (alfa=0,92)

Soy tratado con respeto por el personal 3,43 1,30 1 5

I He recibido tratos humillantes aquí 2,49 1,31 1 5

Soy tratado como un ser humano aquí 3,41 1,31 1 5

Me llevo bien con los guardias del módulo 3,72 1,26 1 5

Siento que los guardias confían en mí 2,77 1,55 1 5

En esta cárcel los guardias son honestos 2,99 1,39 1 5

Recibo ayuda del personal si la necesito 3,10 1,35 1 5

Aquí los guardias se preocupan por mí 2,84 1,41 1 5

Régimen de la cárcel (alfa = 0,80)

Conozco los pasos para hacer un reclamo 2,88 1,58 1 5

En esta prisión hay reglas claras 3,13 1,45 1 5

Me siento discriminado aquí 1,95 1,30 1 5

Aquí responden rápido a las peticiones 2,90 1,34 1 5

Guardias responden rápido en emergencias 3,16 1,36 1 5

Cada guardia pone sus propias reglas 3,41 1,39 1 5

En esta prisión se respetan mis derechos 2,94 1,35

Funcionamiento de la cárcel (alfa = 0,83)

Mi vida en esta cárcel es aburrida 3,72 1,22 1 5

He sufrido mucho en esta cárcel 3,15 1,39 1 5

Aquí he pensado en el suicidio 1,78 1,25 1 5

Hay mucha droga en esta cárcel 3,18 1,50 1 5

La atmósfera en esta prisión es tensa 3,45 1,15 1 5

En esta cárcel todo funciona con plata 3,40 1,49 1 5

Los guardias son justos en su trato 3,03 1,31 1 5

Los visitantes son tratados bien aquí 3,45 1,26 1 5

n = 1.159

La mayoría de los encuestados eran hombres (94%), nacionales chilenos (94,4%), con una 
edad promedio de 37,7 años, con bajo nivel educativo, y casi un 35% tuvo al menos una es-
tadía en hogares o programas de protección a la niñez, lo cual sugiere alto nivel de pobreza 
y desventajas acumuladas desde la infancia.
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En cuanto a las situaciones más problemáticas, a nivel nacional los encuestados privados/
as de libertad señalaban que la temperatura inadecuada en las celdas era el principal pro-
blema de habitabilidad, con el promedio más bajo de esta subdimensión (2,67 en una es-
cala de 1-5). Con relación al acceso a programas de intervención, los resultados señalan 
que acceder a trabajo remunerado (2,32, en escala de 1-5) sería el programa más difícil de 
acceder, seguido de atención psicológica para los internos/as (2,40), y capacitación laboral 
(2,42), y tratamiento de adicciones (2,55). Por otra parte, aparecen con el mejor acceso 
asistir a la escuela penal (3,76), acceder a atención de paramédico (3,22), y hablar con la 
asistente social (3,01).

Cuando se consultaba respecto a la relación con otros internos (Alfa = 0,74), los resultados 
más negativos fueron “en esta cárcel se abusa de los internos más débiles” (3,25, en escala 
1-5 donde 1: nunca y 5: siempre) y “en esta cárcel temo por mi integridad física” (2,62). En 
cuanto al trato interpersonal y la relación interno-funcionario (Alfa =0,92), los ítems más 
bajos fueron “siento que los funcionarios confían en mí” (2,77) y “los gendarmes [funciona-
rios] se preocupan por mí” (2,84).

Considerando la percepción del régimen carcelario (Alfa = 0,80) los resultados más bajos 
fueron el desconocimiento de los internos para hacer reclamos formales (2,88), y tiempos 
de respuesta a solicitudes formales de los internos (2,90). En términos del funcionamiento 
de la cárcel (Alpha = 0,83), los principales problemas fueron el aburrimiento (3,72), el ítem 
“el ambiente de esta cárcel es tenso” (3,45), y la percepción de corrupción (“en esta cárcel 
las cosas se mueven con plata” que alcanzó un puntaje de 3,40). Asimismo, el reporte sobre 
consumo de drogas resultó alto (“hay mucho consumo de drogas en esta cárcel” 3,18).

Junto con las estadísticas descriptivas univariadas, nos interesaba modelar la variable de-
pendiente “en esta cárcel las cosas se mueven con plata”. Para ello, se empleó un modelo 
de regresión lineal múltiple, incluyéndose una serie de predictores, cuyos resultados se 
muestran en la Tabla 3, a continuación.

Tabla 3: modelo de regresión lineal múltiple para variable dependiente percepción de 
corrupción	(“en	esta	cárcel	las	cosas	se	mueve	con	plata”)

SC gl MC n = 1.029

Modelo 751,99 7 107,427 F(7,1021) 71,54

Residual 1.533,21 1.021 1,50 Prob >F 0,000

Total 2285,20 1.028 2,222 R2 ajustado 0,325

Root MSE 1,2254
“En esta cárcel las cosas se mueven 
con plata”

Coeficie 
nte

Error es-
tándar

T p [intervalo confianza 95%]

“Siento que esta cárcel fun-
ciona bien”

-0,099 0,042 -2,36 0,019 -0,183 -0,016

“El ambiente de esta cárcel es tenso” 0,292 0,039 7,38 0,000 0,214 0,370

“Siento que las reglas de esta cárcel 
son claras”

-0,085 0,034 -2,48 0,013 -0,152 -0,017

“En esta cárcel recibo un trato
justo y se respetan mis derechos”

-0,153 0,042 -3,54 0,000 -0,236 -0,070

“En esta cárcel se abusa de los inter-
nos más débiles”

0,188 0,031 5,91 0,000 0,126 0,251

“En esta cárcel temo por mi integri-
dad física”

0,078 0,032 2,40 0,017 0,014 0,142

Cárcel privada (0: no; 1: sí) -0,223 0,080 -2,79 0,05 -0.381 -0,066

Const_ 2,662 0,227 11,69 0,000 2,215 3,108
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Las variables independientes asociadas negativamente a la corrupción –desde la mirada 
de los internos—fueron el estar en una cárcel operada por privados (-0,223), seguida por 
la percepción de recibir un trato justo y de respeto a sus derechos humanos (-0,153), un 
buen funcionamiento de la cárcel (-0,099), y la percepción de que las reglas son claras 
al interior de la prisión (-0,085). Por otra parte, los predictores directamente asociados a 
una percepción de mayor corrupción fueron la sensación de un ambiente tenso en la cár-
cel (0,292), el abuso hacia internos más débiles (0,188), y el temor por la propia integridad 
física (0,078).

5. Conclusiones y discusión

Siendo la inseguridad ciudadana uno de los problemas más graves que enfrenta América 
Latina y Chile (World Bank, 2019), nuestros hallazgos resuenan con lo señalado por Chainey 
y sus colegas (2021) en el sentido que el combate y control de la corrupción –en este caso 
al interior de los recintos carcelarios—tienen implicancias directas con la efectividad estatal, 
con el orden al interior de los penales y con el aumento de la seguridad pública en el exte-
rior. Tal como lo ha señalado la Comisión Interamericana de Derechos

Humanos (2011), el consumo y tráfico de drogas ilícitas al interior de las cárceles – fenóme-
nos muy entrelazados a la corrupción—influyen negativamente en la generación de violen-
cia al interior de las cárceles, amenazando con ello la integridad de las propias personas 
privadas de libertad y del personal penitenciario y amenazando, en este sentido, cualquier 
esfuerzo exitoso en materia de rehabilitación.

Ahora bien, tal como lo advierten Marquette y Pfeiffer (2018), la corrupción suele darse en 
ambientes de escasos recursos, donde pueden existir diversas necesidades de la vida co-
tidiana no resueltas adecuadamente por los sistemas sociales (carcelarios, en este caso) 
existentes (p.500). Aunque en grados variables, las cárceles latinoamericanas parecen 
estar en un contexto altamente complejo y de crisis permanente (Farranaga et al., 2022) 
que se traduce en hacinamiento, violencia entre internos, condiciones de vida que vulne-
ran los derechos humanos más básicos, falta de programas de reinserción, y corrupción 
institucional que las ha convertido en las peores a nivel mundial (UNODC, 2021; Carranza, 
2012). En este sentido, la primera medida “anticorrupción” parece ser sacar las cárceles 
del abandono en que han estado por décadas y volverlas más visibles para la política 
pública.

Al mismo tiempo, y entendiendo que la precariedad material de las cárceles latinoameri-
canas tomará cierto tiempo en mejorarse, se debería mientras tanto reforzar la formación 
de los funcionarios penitenciarios, apuntando a su rol crucial dentro de la vida carcelaria 
(Sanhueza y Brander, 2021), mejorándose la calidad de la formación tanto inicial como per-
manente del personal, de modo de prevenir o frenar situaciones y condiciones favorables 
de corrupción y tráfico de drogas (Sanhueza y Pérez, 2019; O’Hagan y Hardwick, 2017; On-
yango, 2013).

Podrían examinarse con más detalle los cómo o los porqué los recintos operados por pri-
vados parecen tener menores niveles de corrupción. Una hipótesis puede ser la de la vida 
social al interior de estos recintos puede estar más managerializada y los procedimientos 
más estandarizados. Adicionalmente, los internos reportaban que la corrupción era menos 
probable en ambientes carcelarios de respeto a los derechos humanos, de buen funciona-
miento y de reglas claras, todo lo cual reforzará la idea que orden y respeto a los derechos 
fundamentales de los presos no son cosas contradictorias; y que ambas (orden y derechos 
humanos) se necesitan y se pueden reforzar mutuamente.
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Por otra parte, los predictores directamente asociados a una percepción de mayor co-
rrupción estaban relacionados a la falta de seguridad que la cárcel le brinda a las propias 
personas privadas de libertad al interior de los recintos, siendo predictores de corrupción 
la sensación de un ambiente tenso al interior de la cárcel; la percepción de abuso hacia los 
internos más débiles; o el temor por la propia integridad física. En este sentido, la sensación 
de seguridad y el sentido de protección frente a amenazas de otros internos parecen ser 
pilares de la legitimidad del sistema carcelario y factores de disminución de la corrupción.

Algunas limitaciones del estudio dicen relación con que i) este trabajo fue llevado a cabo 
solo en 20 recintos penitenciarios los cuales, si bien son grandes y están presentes en todo 
el país, no representan completamente la realidad del sistema carcelario chileno; ii) asimis-
mo, los hallazgos provenientes de encuestas muestra–y a la vez adolece—de las mismas po-
sibilidades y limitaciones de cualquier encuesta: fueron hechas en un momento del tiempo, 
dentro del contexto de las prisiones en ese momento (2022); iii) finalmente, la naturaleza 
cuantitativa del estudio no permite conocer los mecanismos ni las complejidades que pue-
de estar asumiendo la corrupción dentro de las cárceles.

Con todo, este artículo ofrece uno de los pocos trabajos empíricos donde se analiza la 
corrupción y algunos de sus predictores al interior de cárceles chilenas desde la perspec-
tiva de las personas encarceladas. Nuestro modelo resultó estadísticamente significativo y 
capaz de explicar un 32,5% de la variabilidad en la percepción de corrupción. Los predic-
tores incluidos fueron, asimismo, significativos y, en este sentido, algunos de los hallazgos 
fundamentales dicen relación con la capacidad del sistema carcelario para “funcionar bien”, 
generando un “buen ambiente” al interior (libre de violencia, donde haya “esperanza”), ase-
gurando la integridad física de los internos, especialmente de los más débiles. En suma, los 
hallazgos sugieren generar recintos carcelarios con orden y estructura, como pre-requisitos 
para una menor corrupción y, por ende, mejores chances de reinserción eficaz.
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RESUMEN Este estudio examina el perjuicio económico extrapolado y 
su relación con el gasto no financiero total, el déficit fiscal y 
la deuda pública en el Perú entre 2014-2019 y 2021-2023. Se 
explora la relación conceptual y empírica entre la corrupción 
pública y la sostenibilidad fiscal. Posteriormente, se detalla 
el cálculo del perjuicio económico extrapolado en el Gobi-
erno Nacional que permite medir las pérdidas económicas 
causadas por la corrupción, proporcionando una cifra aprox-
imada del daño en términos de patrimonio público afectado. 
Seguidamente, se realizará el análisis de la relación del gasto 
no financiero total, el déficit fiscal y la deuda pública con el 
perjuicio económico extrapolado en Perú durante 2014-2019 
y 2021-2023, que se desglosa en tres aspectos principales: i) 
la relación entre el gasto no financiero total del gobierno y el 
perjuicio económico extrapolado durante dicho periodo; ii) 
la relación entre el resultado económico de las operaciones 
del sector público no financiero y el perjuicio económico ex-
trapolado; iii) la relación del saldo de la deuda del sector 
público no financiero en relación con el perjuicio económico 
extrapolado.

 Estos indicios resaltan la complejidad inherente a la dinámica 
fiscal, exigiendo la inclusión de un conjunto más amplio de 
variables y una mayor precisión en los datos para capturar 
plenamente los efectos multifacéticos de la corrupción públi-
ca en la sostenibilidad fiscal. Ello se alinea con la evidencia 
empírica que sugiere que ha influido, pero se subraya el im-
perativo de enfoques analíticos más rigurosos y matizados 
para dilucidar mejor la interacción.

 Palabras Clave: perjuicio económico extrapolado, sostenibili-
dad fiscal, gasto no financiero total, déficit fiscal, deuda públi-
ca.

 Códigos JEL: E62, H11, H60

Abstract This study examines the extrapolated economic damage 
and its relationship with total non-financial expenditure, fis-
cal deficit, and public debt in Peru between 2014-2019 and 
2021-2023. It explores the conceptual and empirical relation-
ship between public corruption and fiscal sustainability. Sub-
sequently, the calculation of extrapolated economic damage 
within the National Government is detailed, providing an ap-
proximate figure of the economic losses caused by corrup-
tion and the impact on public assets. Next, an analysis of the 
relationship between total non-financial expenditure, fiscal 
deficit, and public debt with extrapolated economic damage 
in Peru from 2014-2019 and 2021-2023 is presented, broken 
down into three main aspects: (i) the relationship between the 
government’s total non-financial expenditure and extrapolat-
ed economic damage during the period; (ii) the relationship 
between the economic results of non-financial public sector 
operations and extrapolated economic damage; and (iii) the 
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relationship between the balance of non-financial public sec-
tor debt and extrapolated economic damage.

 These indications highlight the inherent complexity of fiscal 
dynamics, requiring the inclusion of a broader set of variables 
and greater data accuracy to fully capture the multifaceted 
effects of public corruption on fiscal sustainability. This aligns 
with empirical evidence suggesting its influence, while em-
phasizing the need for more rigorous and nuanced analytical 
approaches to better understand the interaction.

 
 Keywords: extrapolated economic damage, fiscal sustainabil-

ity, total non-financial expenditure, fiscal deficit, public debt
 JEL Codes: E62, H11, H60
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1. Introducción

La corrupción pública muestra indicios de una relación adversa con la sostenibilidad fiscal, 
que afecta de manera transversal los diferentes contextos económicos. A pesar de que los 
mecanismos de transmisión de la corrupción varían según el nivel de desarrollo y las carac-
terísticas fiscales de cada país, en América Latina, las investigaciones al respecto han sido 
insuficientes; en el caso de Perú, los estudios existentes no han enfatizado en la relación 
entre la corrupción pública y la sostenibilidad fiscal a nivel macroeconómico. Aunque, se 
han documentado ampliamente los efectos de la corrupción, tal como se describe en el re-
porte de la Defensoría del Pueblo (2017b), que aborda los objetivos, deficiencias y retos del 
sistema, así como comparaciones con sistemas anticorrupción de otros países, y recomen-
daciones de la OCDE sobre integridad, se evidencia el vacío en el caso peruano, donde los 
análisis se han centrado en variables más específicas y no han abordado la interrelación 
entre corrupción y sostenibilidad fiscal. 

En este marco, el presente artículo propone abordar la brecha empírica existente, postu-
lando que la corrupción en el Perú ha influido en la sostenibilidad fiscal durante el periodo 
2014-2019 y 2021-2023. De forma particular, se analiza el perjuicio económico extrapolado, 
con un enfoque en tres ejes fundamentales de la sostenibilidad fiscal: i) el gasto no finan-
ciero total, influenciado por la corrupción distorsiona su asignación, provocando una defici-
ente gestión de los recursos y generando un gasto que excede los ingresos disponibles; ii) 
el déficit fiscal, al exceder el gasto los ingresos corrientes debido a la corrupción, el déficit 
se amplía, obligando al gobierno a recurrir a financiamiento externo, y agravando la vulner-
abilidad fiscal; iii) la deuda pública, la necesidad de cubrir el déficit mediante endeudamien-
to incrementa la deuda soberana, lo que limita la capacidad futura del Estado para manejar 
contingencias económicas.

En el desarrollo siguiente, se aborda la relación conceptual y empírica entre la corrupción 
pública y la sostenibilidad fiscal. Posteriormente, se detalla el cálculo del perjuicio económi-
co extrapolado en el Gobierno Nacional que permite medir las pérdidas económicas cau-
sadas por la corrupción, proporcionando una cifra aproximada del daño en términos de pa-
trimonio público afectado, lo cual es esencial para contextualizar y cuantificar la magnitud 
de la problemática. Seguidamente, se realiza el análisis de la relación del gasto no financie-
ro total, el déficit fiscal y la deuda pública con el perjuicio económico extrapolado en Perú 
durante 2014-2019 y 2021-2023, que se desglosa en tres aspectos principales: i) la relación 
entre el gasto no financiero total del gobierno y el perjuicio económico extrapolado duran-
te dicho periodo; ii) la relación entre el resultado económico de las operaciones del sector 
público no financiero y el perjuicio económico extrapolado; iii) la relación del saldo de la 
deuda del sector público no financiero en relación con el perjuicio económico extrapolado.

2.  La relación conceptual y empírica entre corrupción pública y 
sostenibilidad	fiscal

	 2.1		 La	sostenibilidad	fiscal

La sostenibilidad fiscal se fundamenta en la capacidad del gobierno para mantener solven-
cia y liquidez suficientes que permitan gestionar la deuda pública de manera equilibrada, 
utilizando mecanismos como la reducción del déficit fiscal y la implementación de reglas 
fiscales para garantizar la estabilidad financiera a largo plazo. La sostenibilidad fiscal se 
define como la solvencia y liquidez suficientes del gobierno para gestionar la deuda pública 
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sin afectar significativamente el déficit fiscal, subrayando que la capacidad del gobierno 
para cumplir con sus obligaciones financieras es clave para la estabilidad (Mendoza, 2018; 
Escolano, 2010). Por su parte, se refleja el balance primario necesario para estabilizar la 
relación entre deuda pública y PIB, ya que debe cubrir los intereses efectivos de la deu-
da, y mantener la deuda como proporción del PIB en un nivel objetivo (Blanchard et al., 
1991; Horne, 1991). Además, se alcanza cuando una política fiscal puede implementarse sin 
necesidad de intervenciones tributarias frecuentes (Krejdl, 2006). También, mediante la 
reducción tanto del déficit fiscal como de la deuda pública, y el uso de reglas fiscales como 
un mecanismo para asegurar este objetivo (Schmidt-Hebbel, 2022; Blanchard et al.,1991). 
Incluso, implica que los ingresos fiscales sean suficientes para cubrir el costo de la deuda 
pública emitida, asegurando la estabilidad financiera a largo plazo (Afonso y Rault, 2010). 
La credibilidad de la política fiscal es crucial para mantener la sostenibilidad, dado que cual-
quier incertidumbre en los mercados podría afectar negativamente el manejo de la deuda 
(Mendoza y Ostry, 2008). Cabe señalar que, la política fiscal debe reaccionar positivamente 
ante el aumento del endeudamiento público, lo que permite evitar crisis de deuda (Bohn, 
1998). Sin embargo, niveles excesivos de deuda pública pueden desacelerar el crecimiento 
económico, lo que resalta la importancia de controlar el endeudamiento (Reinhart y Rogoff, 
2010). Incluso, se resalta que el manejo prudente de la deuda y el déficit fiscal es fundamen-
tal para evitar el riesgo de default, y advierten que políticas fiscales inadecuadas pueden 
llevar a situaciones insostenibles a largo plazo (Ministerio de Economía y Finanzas [MEF], 
2023; Horne, 1991).

 2.2  La corrupción pública

La naturaleza compleja de la corrupción exige una definición contextualizada, ya que sus 
formas y manifestaciones están profundamente influenciadas por factores culturales, so-
ciales e institucionales que pueden normalizar su presencia y perpetuar su impacto nega-
tivo en diversas sociedades. La definición estricta de corrupción no es posible sin primero 
evaluar su contexto, ya que puede adoptar diferentes formas, ya sean sociales, económicas 
o institucionales (Farrales, 2005). Dado que, está influenciada por factores culturales que 
permiten su normalización en ciertos contextos, lo que a su vez perpetúa un ciclo de im-
punidad y falta de transparencia (Johnston, 2014). Además, las diferencias culturales y la 
tolerancia hacia la corrupción pueden variar significativamente entre países, afectando la 
percepción y la gravedad del problema a nivel internacional (Treisman, 2000).

La corrupción pública no solo representa un abuso de poder para el beneficio personal, 
sino que también degrada los pilares de las instituciones democráticas y compromete la 
legitimidad del Estado, afectando su capacidad para garantizar la rendición de cuentas y 
el bienestar colectivo. La corrupción pública como actos en los que un sujeto público abu-
sa de su posición para perjudicar los intereses institucionales del Estado (Martínez, 2023). 
Además, es una distorsión de los procesos democráticos, ya que socava la confianza 
pública y debilita las instituciones estatales (Rose-Ackerman, 2016; Mauro y Tanzi, 1997). 
También, refleja la incapacidad de los funcionarios públicos para aplicar eficazmente la 
legislación y fortalecer la institucionalidad, así como la falta de mecanismos adecuados 
de rendición de cuenta (Manzetti y Wilson, 2007; Spittler, 2012). De hecho, depende de 
las estrategias empleadas para combatirla, destacando su carácter ilegal orientado al 
beneficio personal en detrimento de la institucionalidad pública (Comisión de Alto Nivel 
Anticorrupción [CAN], 2013).

La corrupción pública, al distorsionar la recaudación fiscal y generar ineficiencias en la 
inversión estatal, incrementa el déficit y la deuda pública, perpetuando un ciclo de inesta-
bilidad fiscal y económica. La corrupción pública distorsiona la recaudación y genera inefi-
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ciencias en la inversión pública, impactando el déficit fiscal y la deuda pública (Soto, 2003). 
Esta dinámica es especialmente evidente en áreas como la inversión en activos no finan-
cieros, donde los mayores perjuicios recaen en las obras públicas, inflando costos y ero-
sionando la capacidad fiscal del Estado (Shack et al., 2020). Además, incrementa el gasto 
público a través de sobornos, afectando directamente la sostenibilidad fiscal (Tanzi, 1999). 
También, la falta de transparencia en contextos centralizados permite a los funcionarios 
corruptos operar sin ser detectados, agravando la situación (Távara, 2012). Los excesos en 
el gasto militar, impulsados por la corrupción, aumentan la deuda pública y comprometen 
la estabilidad fiscal a largo plazo (Slijper, 2013; y Morón, 2005).

La corrupción, conceptualizada como el uso inapropiado de funciones públicas en ben-
eficio propio, distorsiona la administración fiscal y reduce la eficiencia en la asignación de 
los recursos públicos, generando efectos adversos sobre el crecimiento económico y el 
bienestar social. Se define corrupción como el uso indebido de funciones públicas para 
beneficio personal, con implicaciones directas en la gestión de recursos fiscales y públicos 
(Dorotinsky y Pradhan, 2007). Además, la corrupción es un fenómeno que surge cuando 
los incentivos para actuar de manera ética se ven comprometidos, y afecta la eficiencia del 
gasto público, impactando negativamente en el crecimiento económico (Mauro, 1995; Gup-
ta y Abed, 2002; Pellegrini y Gerlagh, 2008). El uso indebido del poder público, afectando 
los valores fundamentales y la buena administración del gobierno, la cual consiste en una 
gestión eficiente, transparente y responsable de los recursos públicos, orientada a satisfac-
er las necesidades ciudadanas y promover el bienestar común (La Defensoría del Pueblo, 
2017a). Cabe destacar que, la corrupción implica la desviación de los intereses públicos 
hacia objetivos privados, lo que resulta en beneficios individuales tanto para actores del 
sector público como del sector privado (Castro, 2017).

El perjuicio económico se refiere a las pérdidas derivadas de la corrupción y la mala gestión 
de recursos públicos, impactando negativamente el crecimiento económico, la estabili-
dad financiera y el endeudamiento estatal. Dado que, el perjuicio económico es la pérdi-
da derivada de la ineficiencia en la asignación de recursos, donde la corrupción y la mala 
gestión generan sobrecostos y una asignación ineficiente del gasto público, lo que impacta 
negativamente el crecimiento económico (Tanzi, 1999). Además, es el costo asociado al 
desvío de recursos públicos, ya sea a través de actos de corrupción o inconductas fun-
cionales, cuantificando estas pérdidas como la diferencia entre los fondos asignados y los 
resultados efectivos de los proyectos ejecutados (Shack et al.,2020). Está relacionado con 
el incremento de la deuda pública, ya que el mal uso de los recursos aumenta el endeu-
damiento y deteriora la estabilidad financiera y la capacidad estatal para ejecutar políticas 
sostenibles (Cooray et al., 2017).

	 2.3.	 La	influencia	empírica	de	la	corrupción	pública	en	la	
	 	 sostenibilidad	fiscal

La corrupción pública en Estados Unidos contribuyó al aumento del déficit fiscal al desviar 
recursos hacia proyectos poco productivos y menos prioritarios, generando ineficiencias 
en el gasto público y distorsionando la asignación de recursos entre sectores clave como la 
educación y la salud. En EE. UU. la corrupción contribuyó al aumento del déficit fiscal me-
diante el incremento "artificial" del gasto público, el cual consiste en la asignación excesiva 
e ineficiente de recursos para proyectos innecesarios o inflados en costos, muchas veces 
con el fin de favorecer a actores privados o políticos durante el periodo entre 1997 y 2008 
(Liu y Mickesell, 2014). Dado que, la corrupción incrementa el gasto público al distorsionar 
la asignación de recursos hacia proyectos poco productivos, generando ineficiencias en 
las finanzas del Estado (Mauro, 1996). Incluso, se identificó desvíos de recursos desde la 
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educación hacia sectores como hospitales, recursos naturales, y demás sectores sociales 
críticos hacia otros menos prioritarios, exacerbando las ineficiencias (Tanzi y Davoodi, 1997; 
Cordis, 2014).

La corrupción pública en Asia afecta la estabilidad fiscal, especialmente en países con 
altos niveles de deuda externa, donde su control es menos efectivo, lo que genera volatil-
idad en el déficit fiscal y compromete la sostenibilidad fiscal. En Asia, demostraron que la 
mejora en el control de la corrupción tiene un impacto positivo en la estabilidad fiscal en 
Asia-Pacífico, aunque en países con altos niveles de deuda externa y gobiernos de gran 
tamaño, el efecto del control de la corrupción es menos pronunciado, lo que sugiere que 
estos países deben ajustar el tamaño gubernamental para mejorar su sostenibilidad fiscal 
a largo plazo (Nguyen et al, 2020). Incluso, se ha identificado a la corrupción pública como 
un factor clave que contribuye a la volatilidad del déficit fiscal en los países del sur de Asia 
y la Asociación Sudasiática para la Cooperación Regional (ASEAN) (Javid et al., 2011). Tal 
es el caso del suceso polémico del fondo estatal 1Malaysia Development Berhad (1MDB) 
en Malasia que ejemplifica cómo la corrupción puede comprometer la estabilidad fiscal de 
un país, ya que en un inicio fue establecido para impulsar el desarrollo económico, pero 
se convirtió en un caso de corrupción a escala internacional al revelarse que aproximada-
mente 4.500 millones de dólares fueron malversados, lo que afectó tanto la reputación 
global de Malasia como su sostenibilidad financiera, lo que afectó su deuda pública con un 
aumento considerable y el gobierno tuvo que asumir las obligaciones derivadas del escán-
dalo (The Guardian, 2020).

La corrupción y la economía sumergida en Europa han contribuido al incremento de la 
deuda pública y debilitado la capacidad fiscal de los Estados, lo que frena el desarrol-
lo económico y profundiza las ineficiencias en la gestión estatal. En la región europea, 
vincularon la corrupción y la economía sumergida con el incremento de la deuda pública 
en las comunidades autónomas de España (Martín Cruz y Hernández Hernández, 2016). 
La economía sumergida, que incluye tanto actividades económicas legales no declaradas 
como actividades ilegales, elude los impuestos y normativas, afectando los ingresos fiscales 
del Estado y debilitando su capacidad para gestionar eficientemente la deuda pública. De 
manera similar, la corrupción y la economía informal están estrechamente relacionadas, 
afectando negativamente la sostenibilidad fiscal en diversos países europeos (Dreher y 
Schneider, 2010). Por ejemplo, de acuerdo con Esener e İpek (2018), en Grecia la corrupción 
en el sector público causó distorsiones presupuestarias en áreas clave como salud y edu-
cación, deteriorando la gestión estatal y frenando el crecimiento económico, un patrón que 
subraya con Vian (2008), quien estudió cómo la corrupción en la gestión de los sistemas de 
salud afecta gravemente su desempeño, y es una amenaza para el acceso, la equidad y los 
resultados en la atención sanitaria. De forma similar, Del Monte y Papagni (2001) mostraron 
cómo en el sur de Italia la corrupción distorsionó el gasto en inve rsión pública, afectan-
do negativamente el desarrollo económico de 20 regiones, un fenómeno que también fue 
señalado por Gupta et al. (2002), quienes afirman que la corrupción reduce la inversión 
productiva y frena el crecimiento económico en el largo plazo.

La corrupción pública en África ha distorsionado la asignación de recursos y reducido la 
inversión de capital, afectando la eficiencia del gasto público, ya que ha debilitado la recau-
dación fiscal, la sostenibilidad fiscal y amplificado las disparidades salariales, lo que incre-
menta las desigualdades socioeconómicas, y frena el crecimiento económico y perpetúa la 
pobreza estructural. En este continente, encontraron que la corrupción ha reducido el gasto 
de capital, afectando directamente la capacidad de los gobiernos para atender las necesi-
dades básicas de la población (Sedgo y Omgba, 2023). En África subsahariana, la corrup-
ción ha debilitado tanto la recaudación fiscal como la gestión del gasto, comprometiendo 
la sostenibilidad fiscal y el desarrollo económico a largo plazo (Ghura, 1998). También, en 
el continente la corrupción no solo impacta en la inversión de recursos en sectores clave 
como la salud y la educación, sino que también exacerba la inequidad en la distribución de 

PERJUICIO ECONÓMICO EXTRAPOLADO Y SOSTENIBILIDAD FISCAL: EL EFECTO DE LA CORRUPCIÓN PÚBLICA
EN EL PERÚ (2014-2019, 2021-2023)



Pág. 156       POLITAI: REVISTA DE CIENCIA POLÍTICA 

los salarios, profundizando las desigualdades socioeconómicas, afectando negativamente 
el crecimiento económico y profundizando la pobreza (Gupta y Abed, 2002). Por ejemplo, 
Angola, uno de los principales productores de petróleo en África, donde la corrupción ha 
desviado recursos públicos destinados a sectores como salud y educación, lo que debilita 
la capacidad del gobierno para proporcionar servicios básicos e incrementa la pobreza y 
las desigualdades socioeconómicas, intensificando la inequidad y la pobreza estructural en 
la población (Transparency International, 2023).

La corrupción y la controvertida administración de los recursos públicos en América Latina 
han generado profundas distorsiones fiscales, desviando fondos de sectores como la sa-
lud y la educación, y afectando la sostenibilidad fiscal a largo plazo en países como Chile, 
Argentina y Brasil. Durante la dictadura de Pinochet en Chile, los pagos ilegales al ejército 
y la compra de armas incrementaron significativamente el gasto público, desviando recur-
sos de áreas esenciales como la salud y la educación (Fernández, 2019). En Argentina, el 
endeudamiento externo desde 1976 ha afectado los derechos humanos, particularmente a 
través de dos canales principales: el ajuste fiscal y las reformas estructurales, reduciendo 
los recursos destinados a sectores clave como la salud, educación y empleo, y benefician-
do a sectores privilegiados mediante la manipulación de la deuda pública (Denis y Ignacio, 
2022). En Brasil, concluyeron que el autofinanciamiento de campañas políticas con recur-
sos públicos comprometió la sostenibilidad fiscal, exacerbando las ineficiencias en la asig-
nación de recursos (Timmons y Garfias, 2015).

3. El cálculo del perjuicio económico extrapolado en el Gobierno Nacional

 3.1.  Limitaciones del perjuicio económico extrapolado

La estimación del perjuicio económico extrapolado se aplica únicamente al Gobierno Na-
cional, es decir, a los tres poderes del Estado (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) y a las insti-
tuciones públicas principales. Cabe señalar que, antes del periodo 2017, no se cuentan con 
datos representativos para incluir en el cálculo a los gobiernos regionales y locales. Esta 
limitación impide realizar un análisis que abarque a todo el Gobierno General y restringe el 
cálculo del perjuicio económico a la estructura central del Estado.

El propósito de la estimación del perjuicio económico extrapolado es obtener una medida 
cuantitativa que capture, de forma objetiva, el costo financiero de la corrupción en el sec-
tor público, ya que esta metodología no solo se basa en la proyección de datos auditados, 
sino que también incorpora mejoras en los modelos de riesgo y priorización implementados 
por la Contraloría General de la República (CGR), que permiten que los datos obtenidos en 
auditorías sean cada vez más representativos de la ejecución presupuestaria total. Además, 
la inclusión de auditorías sistemáticas y específicas en sectores clave de bienes y servicios, 
inversiones, y otras categorías de gasto permite una aproximación integral que refleja el im-
pacto financiero de la corrupción en áreas fundamentales para el funcionamiento del Estado.

Los datos provienen de auditorías y controles financieros, y su extrapolación se fundamen-
ta en la consistencia y fiabilidad de estos controles, así como en la experiencia acumulada 
en años previos. Aunque, se reconocen limitaciones inherentes a la metodología (como la 
posibilidad de sesgos si los datos no fueran representativos), los esfuerzos recientes en 
mejorar la capacidad de detección y la inclusión de equipos multidisciplinarios han fortale-
cido la validez de los resultados. Ello minimiza el riesgo de subestimaciones o sobreestima-
ciones, lo que hace que los datos sean más confiables y que el cálculo proyectado ofrezca 
una visión objetiva del alcance de los costos asociados a la corrupción. 
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Cabe señalar que, la metodología de Shack et al. (2020) adapta el cálculo del perjuicio 
económico a contextos donde la corrupción no puede medirse completamente, debido a 
limitaciones en los sistemas de control financiero. En cuánto a la representatividad de la 
muestra, es importante señalar que la CGR ha implementado modelos de riesgo y prior-
ización en la selección de auditorías, especialmente a partir de 2017. Incluso, su estrategia de 
auditoría ha sido reforzada mediante el uso de herramientas tecnológicas y equipos multi-
disciplinarios que incrementan la precisión y relevancia de los datos auditados. También, los 
datos de la CGR son reconocidos en el contexto de control público y representan la fuente 
confiable y accesible para la fiscalización del gasto público en el país. Incluso, ignorar esta 
metodología debido a la falta de revisión académica formal subestima su valor funcional en 
la evaluación de la influencia de la corrupción en la sostenibilidad fiscal del Perú.

La selección del período 2014-2019 y 2021-2023 para el análisis del perjuicio económico 
extrapolado en el sector público. En primer lugar, desde 2014, la sistematización de los re-
portes de auditoría y controles financieros ha permitido una base de datos más completa y 
consistente, y la CGR ha mejorado sus metodologías, proporcionando un marco confiable 
para analizar el gasto y el impacto de la corrupción. En segundo lugar, este período es 
suficientemente extenso para incluir distintos ciclos económicos y cambios en la adminis-
tración, proporcionando un contexto para la extrapolación de datos y la identificación de 
patrones de perjuicio económico. En tercer lugar, proporciona información reciente que 
es directamente relevante para la formulación de políticas fiscales y de control de la cor-
rupción. En cuarto lugar, la exclusión del año 2020 del análisis se justifica principalmente 
por las circunstancias extraordinarias generadas por la pandemia ocasionada por el virus 
de SARS-CoV-2, ya que los gobiernos implementaron políticas fiscales excepcionales para 
enfrentar la emergencia sanitaria y sus impactos económicos. Además, la exclusión de este 
año permite un análisis más consistente y comparable entre los demás periodos, preservan-
do la integridad de las tendencias en condiciones más ordinarias del gasto público.

 3.2.  Cálculo del perjuicio económico extrapolado

3.2.1 Contexto

De acuerdo con Shack et.al (2020), el cálculo del perjuicio económico extrapolado en el 
Gobierno Nacional se articula en torno a una metodología cuantitativa que ajusta los mon-
tos auditados con los presupuestos ejecutados en cada sector, proporcionando así una 
estimación ajustada de la corrupción sobre el gasto público en distintos periodos. 

3.2.2 Notación

Consideremos las siguientes variables:

α: Perjuicio Económico Extrapolado del Gobierno General
β: Perjuicio Económico Extrapolado de los Gobiernos Subnacionales
δ: Perjuicio Económico Extrapolado del Gobierno Nacional

Formalmente, el perjuicio económico total α se descompone en dos componentes princi-
pales:
 α = β + δ                                 (1)

Esta estructura permite modelar el perjuicio económico total como la suma de las pérdidas 
en los niveles subnacional y nacional de gobierno.
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3.2.3 Modelado del perjuicio económico en los gobiernos subnacionales

Para el gobierno subnacional, el perjuicio económico � se descompone en tres categorías 
de gasto: Bienes y Servicios, Activos No Financieros (inversiones), y Otras Genéricas de 
Gasto. Cada categoría se modela de manera independiente bajo el supuesto de que la 
pérdida observada en los datos auditados puede extrapolarse a toda la ejecución presu-
puestaria de la categoría.

La fórmula para � es la siguiente:

(2)

𝛾�: Perjuicio económico identificado en el sector de Bienes y Servicios en el área subnacional �
��: Perjuicio económico para Activos No Financieros en el área subnacional � 
��: Perjuicio económico en Otras Genéricas de Gasto en el área subnacional �
��: Monto auditado o examinado en el área subnacional �
��: Presupuesto ejecutado en el área subnacional �

Para que esta metodología sea válida, se postula lo siguiente:

1. Se asume que �� es una muestra representativa de toda la ejecución presupuestaria 
en cada área subnacional. Ello se basa en el uso de modelos de riesgo en la planifi-
cación de auditorías, lo que permite que las auditorías seleccionadas reflejen razon-
ablemente el comportamiento del gasto en el área.

2. Se asume que los montos auditados representan adecuadamente el total de la eje-
cución presupuestaria en cada área del Gobierno Subnacional y que la capacidad de 
detección de irregularidades en las auditorías es uniforme entre áreas y periodos.

3. El estudio se realiza en un país con 25 áreas subnacionales, la sumatoria hasta 25 
representaría la acumulación de datos de cada una de estas divisiones geográficas.

3.2.4 Cálculo de 𝜷 ilustrativo

Ilustración del cálculo para el caso específico 𝒊 = 1:
○	
○	
 Cálculo del Perjuicio en Bienes y Servicios

○	
	Perjuicio económico detectado (𝛾�) = 𝛾1
○	
	Monto auditado (�� ) = �1

	Presupuesto ejecutado (��) = �1

Primero, calculamos la proporción de perjuicio respecto al monto auditado:
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Luego, extrapolamos esta proporción al presupuesto ejecutado, obteniendo el perjuicio 
extrapolado en bienes y servicios (𝑃�𝐵𝑆 ):

 Cálculo del Perjuicio en Inversiones (Activos No Financieros)
○	
	Perjuicio económico detectado (�� ) = �1 
○	
	Monto auditado (�� ) = �1 
○	
	Presupuesto ejecutado (��) = �1 

Para empezar, calculamos la proporción de perjuicio respecto al monto auditado:

Seguidamente, extrapolamos esta proporción al presupuesto ejecutado, obteniendo el 
perjuicio extrapolado en inversiones (𝑃�𝐼):

 Cálculo Perjuicio económico en Otras Genéricas de Gasto 
○	
	Perjuicio económico detectado ( ��) = �1 
○	
	Monto auditado (�� ) = �1 

	Presupuesto ejecutado ( ��) = �1 

Se comienza a calcular la proporción de perjuicio respecto al monto auditado:

Posteriormente, extrapolamos esta proporción al presupuesto ejecutado, obteniendo el 
perjuicio extrapolado en otras genéricas de gasto (𝑃𝐸𝑃𝐺𝐺):

La suma agregada de valores correspondiente al Gobierno Subnacional en el modelo, re-
sulta:
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3.2.5 Cálculo del Perjuicio Económico en el Gobierno Nacional

Para el Gobierno Nacional, utilizamos una fórmula similar pero aplicada a sectores específi-
cos (Educación, Salud, Transporte y Comunicaciones, y Otros), cuyos datos serán extraídos 
de la Consulta Amigable del MEF:

     
                                

                                               (3)

En donde:

𝛿𝑡: representa el perjuicio económico extrapolado en el Gobierno Nacional en el periodo 𝑡. 
𝜎𝑖,𝑡: es el perjuicio económico identificado en el sector 𝑖 (educación, salud, transporte y co-
municaciones, y otros sectores) para el periodo 𝑡.
𝜌𝑖,𝑡: se refiere al monto examinado o auditado en el sector 𝑡 para el mismo periodo.
𝜔𝑖,𝑡: es el presupuesto ejecutado en cada sector 𝑡 para el periodo 𝑡.

Una consideración crítica para la precisión de este modelo es la representatividad del mon-
to examinado 𝜌𝑖,𝑡, el cual se asume que es una muestra representativa de la ejecución pre-
supuestaria global del periodo auditado, y este principio es ampliamente utilizado en los 
mecanismos de control financiero y auditorías (Shack et al., 2020). Ello permite que los 
resultados de las auditorías se extrapolen para ofrecer una visión más amplia de la totalidad 
del presupuesto ejecutado. Entre 2014 al 2017, se han utilizado estimaciones aproximadas 
de los montos auditados, y calculados en valores enteros que buscan reflejar la ejecución 
presupuestal total del Gobierno Nacional, lo cual busca mitigar sesgos en la extrapolación 
de los datos, garantizando una mayor fidelidad en los resultados obtenidos. Además, el cál-
culo del perjuicio económico extrapolado ya ha sido abordado en estudios previos, como 
los de Shack, Pérez y Portugal (2020, 2021), junto con los informes recientes de la Con-
traloría General de la República (2022, 2024a, 2024b), que han sido fundamentales para la 
proporción de datos confiables que permiten reescribir y adaptar la ecuación al contexto 
actual y a las limitaciones metodológicas de la investigación. 

4. Análisis del perjuicio económico extrapolado en relación con gasto 
no	financiero	total,	el	déficit	fiscal,	y	la	deuda	pública	en	Perú	entre	
2014-2019 y 2021-2023

	 4.1.		 La	relación	del	gasto	no	financiero	total	y	el	perjuicio
  económico extrapolado entre 2014-2019 y 2021-2023

El gasto no financiero comprende los egresos del sector público destinados a actividades 
sin operaciones financieras, como pagos de bienes y servicios, remuneraciones y transfer-
encias, así como inversiones en capital e infraestructura. Estos gastos se dividen en corrien-
tes y de capital, facilitando un análisis detallado de los recursos empleados en el desarrollo 
económico del país (Banco Central de Reserva del Perú [BCRP], 2024).
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Figura 1
Gasto	no	financiero	total	y	el	perjuicio	económico	extrapolado

entre 2014-2019 y 2021-2023

Nota. Elaboración con datos obtenidos del BCRP (s.f.-c), el MEF (s.f.), Shack, 
Pérez y Portugal (2020, 2021), CGR (2022, 2024a, 2024b). Los datos se presen-
tan agregados en términos de montos anuales con valores que corresponden a 
gastos devengados y han sido normalizados (índice con base en el año 2014).

Por un lado, entre 2014 al 2019, el gasto no financiero total mostró un incremento constan-
te, pasando de S/ 123,783 millones en 2014 a S/ 209,590 millones en 2023. Ello refleja una 
expansión sostenida del presupuesto en áreas no financieras, posiblemente en respuesta a 
necesidades sociales y políticas públicas. Por ejemplo, en 2019, el presupuesto del sector 
público ascendió a S/ 168,074 millones, con un incremento significativo en los gobiernos 
regionales del 15.9% respecto al 2018, lo que indica una mayor asignación de recursos a 
nivel subnacional (Congreso de la República del Perú, 2019). Por otro lado, en la Figura 1, el 
perjuicio económico extrapolado presenta fluctuaciones notables, especialmente en 2016 
y 2019, donde alcanza picos significativos. Además, se estimó que en el 2019 alrededor del 
15% del presupuesto público ejecutado se habría perdido por corrupción e inconducta fun-
cional, siendo los sectores de transporte y comunicaciones, salud y educación los más afec-
tados (CGR, 2020). Cabe señalar que, ambos indicadores tienden a crecer, pero el perjuicio 
económico extrapolado no sigue una tendencia estable como el gasto, mostrando que un 
aumento en el presupuesto no siempre conlleva un incremento proporcional en el perjuicio. 
Ello sugiere ineficiencias en el control de recursos en ciertos periodos. 

Los datos entre 2014-2019 y 2021-2023 revelan un crecimiento constante en el gasto no 
financiero total del gobierno, con aumentos de 123,783 millones a 209,590 millones, acom-
pañado de fluctuaciones en el perjuicio económico extrapolado, que alcanzó un pico de 
13,670 millones en 2019 y mostró variabilidad en el periodo post-pandemia. Ello sugiere 
que, aunque los recursos públicos se han incrementado, persisten pérdidas significativas 
atribuidas a irregularidades. Por lo que, fortalecer los sistemas de auditoría y control es clave 
para reducir la volatilidad en el perjuicio económico y mejorar la eficiencia en la gestión de 
recursos públicos. Por ejemplo, la implementación del Índice de Corrupción e Inconducta 
Funcional (INCO) por la Contraloría General de la República en 2023 ha sido crucial para 
evaluar y monitorear la corrupción a nivel regional e institucional en el Perú (CGR, 2023). 
Dado que, cuantifica los niveles de corrupción y conductas indebidas mediante indicadores 
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como denuncias, auditorías y sanciones, proporcionando datos específicos que permiten 
identificar áreas con mayor riesgo. Además, al hacer públicos estos resultados, el INCO 
facilita el diseño de estrategias anticorrupción más efectivas y focalizadas, promueve la 
transparencia y rendición de cuentas, incentiva a las instituciones a mejorar sus prácticas y 
fortalece los mecanismos de control interno.

 4.2.  La relación entre el resultado económico de las operaciones   
	 	 del	sector	público	no	financiero	y	el	perjuicio	económico	
  extrapolado entre 2014-2019 y 2021-2023

A medida que las brechas fiscales se amplían, la capacidad gubernamental para honrar sus 
compromisos financieros sin recurrir a endeudamiento adicional y políticas de emergencia 
resulta mermada. Por ejemplo, la reducción de los ingresos fiscales se debió principalmente 
al bajo crecimiento económico, ya que una economía desacelerada limita el aumento en 
la recaudación tributaria. También, la caída en los precios de los metales afectó negativa-
mente a sectores clave como la minería, reduciendo aún más los ingresos, y se experimen-
taron mayores presiones de gasto, que incluyeron aumentos en remuneraciones y gastos 
extraordinarios destinados a enfrentar emergencias, junto con algunos costos adiciona-
les relacionados con el impacto residual de la pandemia del 2020 (Instituto Peruano de 
Economía [IPE], 2023).

Figura 2
Perjuicio económico extrapolado y resultado económico 

(Operaciones	del	sector	público	no	financiero)	entre	2014-2019	y	2021-2023

Nota. Elaboración con datos obtenidos del BCRP (s.f.-a), el MEF (s.f.), Shack et 
al. (2020, 2021), y la CGR (2022, 2024a, 2024b). Los datos se presentan agre-
gados en términos de montos anuales con valores que corresponden a gastos 
devengados y han sido normalizados (índice con base en el año 2014).

En la Figura 2, los años 2016 y 2019 emergen como puntos críticos de este proceso, espe-
cialmente en 2016, cuando el aumento abrupto del perjuicio económico extrapolado sugi-
ere una intensificación significativa de la ineficacia en la administración pública, tendencia 
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que persiste y se agrava entre 2019 y 2023. Este panorama de deterioro fiscal subraya la 
creciente incapacidad del Estado para equilibrar sus cuentas, con un déficit en constante 
expansión que revela un gasto considerablemente superior a los ingresos disponibles. Por 
ejemplo, en 2016, el déficit fiscal alcanzó el 2.6% del PBI, mientras que en 2019 se redujo al 
1.6% (MEF, 2021). Estas fluctuaciones pueden influir en el perjuicio económico extrapolado, 
ya que un mayor déficit podría reflejar una gestión menos eficiente de los recursos públi-
cos, incrementando las oportunidades para actos de corrupción.

 4.3.  La relación del saldo de la deuda del sector público
	 	 no	financiero	y	el	perjuicio	económico	extrapolado
  entre 2014-2019 y 2021-2023

El creciente endeudamiento público y el persistente perjuicio económico extrapolado re-
flejan la limitada capacidad del Estado para equilibrar su presupuesto, evidenciando cómo 
la corrupción genera la necesidad de mayor financiamiento y una asignación ineficiente de 
los recursos. En consecuencia, la deuda del sector público no financiero ha mostrado un 
crecimiento constante desde 2014 hasta 2023, pasando de S/ 421,621 millones en 2014 a S/ 
1,276,635 millones en 2023, lo que implica que se ha más que triplicado en menos de una 
década (BCRP, s.f.-b). 

Figura 3
Deuda	pública	(Saldo	de	la	deuda	del	sector	público	no	financiero)	
y el perjuicio económico extrapolado entre 2014-2019 y 2021-2023

Nota.  Elaboración con datos obtenidos del BCRP (s.f.-b), el MEF (s.f.), Shack 
et al. (2020, 2021), y la CGR (2022, 2024a, 2024b). Los datos se presentan 
agregados en términos de montos anuales con valores que corresponden a 
gastos devengados y han sido normalizados (índice con base en el año 2014).

En la Figura 3, el perjuicio económico extrapolado muestra fluctuaciones que sugieren que 
políticas de gasto público, falta de controles o crisis internas incrementaron las pérdidas 
por corrupción o ineficiencia en esos años. Sin embargo, a pesar de que ambas variables 
muestran una tendencia de crecimiento, el aumento en el perjuicio económico extrapo-
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lado no sigue una relación proporcional directa con el crecimiento de la deuda pública. 
Ello sugiere que el crecimiento de la deuda no necesariamente se traduce en un aumento 
equivalente en el perjuicio económico, sino que existen otros factores que influyen en la 
variabilidad de las pérdidas extrapoladas, como la eficiencia en el uso de los recursos o los 
mecanismos de control implementados en cada año.

Durante los años 2021-2023, tras la pandemia, se observa una tendencia vinculada a los 
esfuerzos de reactivación económica, mayores inversiones públicas y gastos asociados a la 
recuperación post-pandemia, lo que subraya la importancia de fortalecer los controles en 
épocas de alto endeudamiento para evitar un aumento desproporcionado en las pérdidas 
económicas. Sin embargo, la deuda pública en 2023 alcanzó el 33.02% del PIB de Perú, una 
ligera reducción en comparación con el 34.02% del PIB en 2022 (Expansión, 2023).

5. Conclusión

En líneas generales, la sostenibilidad fiscal se basa en la capacidad del gobierno para man-
tener solvencia y liquidez adecuadas que le permitan gestionar la deuda pública de manera 
equilibrada, a través de mecanismos como la reducción del déficit fiscal y la implementación 
de reglas fiscales que garanticen la estabilidad financiera a largo plazo. Por otro lado, la 
corrupción es un fenómeno complejo que requiere una definición contextualizada, ya que 
sus manifestaciones varían según factores culturales, sociales e institucionales, los cuales 
pueden normalizar la corrupción en algunas sociedades y perpetuar sus efectos negativos. 
Además, la corrupción pública distorsiona la recaudación fiscal y provoca ineficiencias en la 
inversión estatal, lo que incrementa tanto el déficit como la deuda pública, y perpetúa la in-
estabilidad fiscal y económica, afectando directamente la capacidad de gestión pública del 
Estado. También, la corrupción desvía recursos públicos hacia fines privados, lo que genera 
ineficiencias en la asignación del gasto, lo cual compromete el crecimiento económico y la 
sostenibilidad fiscal, al tiempo que socava los principios de transparencia y buena admin-
istración gubernamental, causando pérdidas económicas significativas y aumentando el 
endeudamiento estatal. Cabe señalar que, el perjuicio económico causado por la corrup-
ción y la mala gestión de los recursos públicos se manifiesta como una ineficiencia en la 
asignación de estos, lo que genera sobrecostos y distorsiones en la ejecución de proyectos 
estatales.

En Estados Unidos, el desvío de fondos hacia proyectos ineficientes y de baja prioridad 
incrementó el déficit fiscal, exacerbando las ineficiencias en sectores clave como la edu-
cación y la salud. Por un lado, en Asia, la corrupción ha sido especialmente perniciosa en 
países con altos niveles de deuda externa, donde ha generado volatilidad fiscal y compro-
metido la sostenibilidad. Por otro lado, en Europa, la relación entre corrupción y economía 
sumergida ha debilitado la capacidad de los Estados para gestionar eficazmente su deuda 
pública, afectando el desarrollo económico al reducir la inversión en áreas esenciales. Por 
una parte, en África ha sido influida por la distorsión severa en la asignación de recursos y 
una disminución de la inversión de capital, amplificando las desigualdades socioeconómi-
cas y perpetuando la pobreza estructural. Por otra parte, América Latina ha experimentado 
profundas distorsiones fiscales debido a la corrupción y la mala administración de los recur-
sos, con impactos en la salud y la educación, deteriorando aún más la sostenibilidad fiscal, y 
agravando las disparidades económicas y sociales en países como Chile, Argentina y Brasil.

A pesar de que la estimación del perjuicio económico extrapolado por corrupción se lim-
ita al Gobierno Nacional del Perú debido a la falta de datos representativos de gobiernos 
regionales y locales antes de 2017, esta metodología ofrece una medida cuantitativa ob-
jetiva del costo financiero de la corrupción en la estructura central del Estado. Aunque, 
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existen limitaciones y posibles sesgos, los avances en los modelos de riesgo y priorización 
de la CGR han fortalecido la validez y confiabilidad de los datos. También, la selección del 
período 2014-2019 y 2021-2023, excluyendo 2020 por las circunstancias extraordinarias 
de la pandemia, permite un análisis consistente y relevante. Además, reconociendo estas 
limitaciones, es esencial promover estudios futuros que amplíen el alcance de esta inves-
tigación..

La relación del gasto no financiero total y el perjuicio económico extrapolado refleja un en-
foque expansionista en política fiscal destinado a satisfacer crecientes demandas sociales; 
sin embargo, la presencia de fluctuaciones marcadas en el perjuicio económico extrapola-
do, expone deficiencias en la gestión pública. Ello sugiere el riesgo de una expansión fiscal 
sin controles robustos, que puede intensificar el déficit fiscal, elevar la deuda pública y 
aumentar las presiones inflacionarias al tiempo que restringe la capacidad del Estado para 
responder a choques económicos futuros. Para mitigar estos riesgos agregados, es crucial 
implementar políticas públicas que promuevan la transparencia y refuercen los mecanismos 
de rendición de cuentas, incluyendo auditorías periódicas e incentivos para el cumplimiento 
ético en la administración pública.

La relación entre el resultado económico de las operaciones del sector público no financie-
ro y el perjuicio económico extrapolado sugiere cómo los déficits persistentes y el manejo 
ineficiente de recursos intensifican el riesgo de pérdidas fiscales atribuibles a corrupción 
e ineficiencias administrativas. A medida que las brechas fiscales se expanden, la capaci-
dad del Estado para cumplir sus compromisos financieros sin incrementar la deuda públi-
ca se ve limitada, lo que obliga a adoptar políticas de ajuste que, en lugar de cerrar la 
brecha, generan mayor dependencia del financiamiento externo. Incluso, factores como la 
desaceleración económica y la caída de los precios de los metales, sumados a presiones de 
gasto para enfrentar emergencias, y los costos persistentes de la pandemia, reducen aún 
más los ingresos disponibles, incrementando el déficit estructural. Ello sugiere la necesi-
dad de políticas públicas que, además de controlar el déficit, fortalezcan los sistemas de 
supervisión fiscal, incorporando un análisis profundo de los factores macroeconómicos y 
de gestión que influyen en la eficacia del gasto. Las medidas podrían incluir auditorías fo-
calizadas en sectores de alto riesgo, revisiones periódicas de los procesos administrativos y 
la implementación de sistemas de monitoreo de desempeño en tiempo real para minimizar 
las oportunidades de corrupción, contribuyendo así a una gestión fiscal sostenible en con-
textos de incertidumbre económica.

La relación del saldo de la deuda del sector público no financiero y el perjuicio económico 
extrapolado evidencia las dificultades que enfrenta el Estado para equilibrar su presupues-
to, indicando cómo la corrupción genera la necesidad de mayor financiamiento y conduce 
a una asignación ineficiente de recursos. Además, el perjuicio económico extrapolado pre-
senta fluctuaciones que evidencian que políticas de gasto público, falta de controles o 
crisis internas han incrementado las pérdidas por corrupción o ineficiencia en ciertos años. 
Sin embargo, ambas variables muestran una tendencia al alza, no existe una relación pro-
porcional directa entre el aumento del perjuicio económico extrapolado y el crecimiento 
de la deuda pública, lo que indica que otros factores, como la eficiencia en el uso de los 
recursos y los mecanismos de control implementados anualmente, influyen en las pérdidas 
por corrupción. Entre 2021 y 2023, los esfuerzos de reactivación económica y las mayores 
inversiones públicas post-pandemia resaltan la importancia de fortalecer los controles en 
épocas de alto endeudamiento para evitar incrementos desproporcionados en las pérdidas 
económicas.
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Vida 
académica

Profesora Paula, ha dedicado su carrera al estudio de temas de 
política subnacional, descentralización, corrupción, entre otros ¿qué 
la motivó a enfocarse en esos temas y de qué manera su formación 
académica ha influido en su trayectoria profesional?

 ¿Qué me motivó? Bueno, en realidad empecé por el tema del 
clientelismo. Mi experiencia como estudiante de sociología fue 
clave. A medida que leía más y tenía experiencias de campo, 
sobre todo en espacios rurales, comencé a reflexionar sobre la 
intermediación pública. Es decir, sobre la relación entre ciuda-
danía y Estado, cómo las personas plantean y resuelven sus de-
mandas ante el Estado. Fue entonces cuando me adentré en el 
tema de la intermediación y, en particular, del clientelismo.

A medida que profundizaba, empecé a interesarme en cómo 
estas estrategias, procedimientos no formales, personalizados 
o no institucionales, se utilizan para canalizar demandas y obte-
ner beneficios. En ese proceso, inevitablemente, te encuentras 
con el tema de la corrupción. Entonces, desde ahí, en el ámbi-
to de la política y las instituciones informales, fui interesándo-
se cada vez más en la corrupción, porque están estrechamente 

conectados.
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Experiencia
profesional

En una columna publicada en El Comercio ya hace algunos años, titulada “La 
Fuerza del Desencanto”, usted discutía sobre los factores que podrían haber 
motivado el escaso interés en la campaña y el bajo respaldo de los candidatos 
en la primera vuelta del 2021. En la actualidad, este desencanto se expresa no 
solo en la baja participación electoral, sino también en movilizaciones y una 
baja aprobación del Ejecutivo y el Congreso. ¿Qué medidas considera necesa-
rias para restaurar la confianza en el sistema político peruano y fomentar una 
mayor participación ciudadana?

Es difícil responder, porque no es que puedas recomendar me-
didas concretas. Parte del desafío radica en que muchas de las 
acciones necesarias no son solo técnicas, sino políticas. Para 
trabajar en una mayor confianza ciudadana hacia las institucio-
nes públicas y políticas, se necesitarían una serie de gestos que 
los actuales actores políticos con poder no están interesados en 
ofrecer. Más bien, parecen insistir en continuar haciendo las co-
sas como hasta ahora, ignorando o minimizando las demandas 
y quejas de la ciudadanía.

Hay muchos cambios en las formas de hacer política que serían 
necesarios, pero no se trata de medidas que puedan decretar-
se fácilmente. Estas dependen del interés y la disposición de 
quienes gobiernan para implementarlas. Actualmente, el prin-
cipal problema que enfrentamos es que los actores en el poder 
han pactado en torno a agendas particularistas, informales y, en 
muchos casos, ilegales. Estas agendas priorizan la impunidad 
en temas de corrupción y derechos humanos, lo que refleja un 
desinterés absoluto por atender el bienestar colectivo.

En este contexto, los canales para realizar los cambios necesa-
rios no están disponibles. Los actores en el poder no solo care-
cen de interés en hacer las cosas de manera diferente, sino que 
están modificando las reglas de juego y debilitando las institu-
ciones para privilegiar sus propios intereses, dejando de lado las 
necesidades de la mayoría de los peruanos.

El problema que enfrentamos no es técnico ni de medidas con-
cretas, sino fundamentalmente político. Lo que estamos viendo 
es un autoritarismo emergente que nos aleja de la democra-
cia. Hablar de ciudadanía o participación en estas condiciones 
requiere representantes comprometidos con el interés público, 
pero mientras no los tengamos, será mucho más difícil restaurar 

la confianza en el sistema político.
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Sobre el crimen 
organizado  y 
corrupción en el 
contexto actual

En el contexto actual peruano también hemos visto que el crimen or-
ganizado parece ser una de las principales amenazas para la seguri-
dad y estabilidad. ¿Cómo evalúa usted la situación actual del crimen 
organizado en el país? Especialmente en términos de su influencia 
sobre las instituciones y las comunidades. Además, ¿cuáles son a su 
juicio los principales retos que enfrentamos para hacerle frente a 
este fenómeno en el futuro cercano? ¿Y qué medidas estarían siendo 
necesarias para lograr una respuesta efectiva a largo plazo?

Como te mencionaba, estamos en un escenario donde algunos 
de los intereses que están permeando la política en el país son, 
en muchos casos, intereses criminales. Lo que estamos viendo 
es una agenda política que ha sido capturada, incluso a niveles 
altos, por actores con vínculos o redes de influencia relaciona-
das con intereses criminales. Existe una suerte de pacto, don-
de, si bien no necesariamente hay una representación directa 
de estos intereses, sí hay una defensa de ciertas agendas por 
parte de quienes gobiernan. Estas agendas buscan generar im-
punidad, particularmente en temas de corrupción y derechos 
humanos, pero también terminan favoreciendo indirectamente 
a otros tipos de delitos yo al crimen organizado.

Por ejemplo, algunos cambios legales recientes que inciden en 
la lucha contra la criminalidad o en las investigaciones judiciales 
han sido diseñados para favorecer intereses individuales, pero 
también terminan beneficiando a redes criminales más amplias. 
Esto evidencia una preocupante coincidencia en el plano insti-
tucional, donde las medidas adoptadas no solo no combaten el 
crimen, sino que lo facilitan.

Esto es especialmente alarmante porque el pacto actual es re-
lativamente reciente, pero no surgió de la nada. Venimos de un 
contexto de crisis política prolongada, marcada primero por en-
frentamientos y conflictos entre poderes, y ahora por una iner-
cia institucional que ha deteriorado aún más la capacidad ope-
rativa del Estado. Instituciones clave, como el sector Interior o la 
Policía Nacional, se han debilitado debido a la falta de dirección, 
rotaciones constantes y decisiones que no priorizan el fortaleci-
miento institucional.

Este deterioro ha permitido que el crimen organizado gane 
cada vez más terreno. Si bien su presencia en algunas zonas del 
país no es nueva, ahora se siente con mayor fuerza en diferentes 
ámbitos, incluyendo áreas urbanas como Lima. El impacto es 
evidente en el día a día de las personas, con un aumento de la 
violencia, la extorsión y los asesinatos, afectando tanto a trans-
portistas como a ciudadanos en general.
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El reto más grande que enfrentamos es reconstruir la capa-
cidad institucional del Estado para hacer frente a estos pro-
blemas. Sin embargo, esto no es solo un tema técnico o de 
diseño de medidas. Requiere voluntad política y una verdadera 
disposición para reformar y fortalecer las instituciones clave. 
Desafortunadamente, los actores que hoy detentan el poder 
no muestran interés en tomar estas acciones, lo que agrava la 
situación y permite que el crimen organizado siga expandien-
do su influencia.

Como lo ha mencionado, las instituciones de justicia desempeñan un 
papel fundamental en la lucha contra la corrupción y el crimen or-
ganizado. Sin embargo, hoy enfrentan ciertas presiones constantes 
de otros diferentes poderes, como el ejecutivo y legislativo. ¿Cómo 
diría usted que las estas instituciones de justicia podrían garantizar 
su independencia frente a los otros poderes gubernamentales? ¿Qué 
rol deberían asumir para tener esta independencia?

Hemos pasado por varios años marcados por un enfrentamien-
to constante entre el Legislativo y el Ejecutivo. En ese contexto, 
el Congreso ha terminado ganando poder de facto, dejando a 
un Ejecutivo debilitado. Este fortalecimiento del Congreso ha 
estado acompañado por actos reiterados que buscan minar la 
independencia y autonomía de otras instituciones, especial-
mente en el ámbito judicial.

Es crucial garantizar esa autonomía, pero lamentablemente he-
mos visto avances preocupantes en la estrategia del Congre-
so por controlar y limitar a las instituciones independientes. Sin 
embargo, también es alentador observar que, en medio de es-
tas luchas políticas, hay respuestas y reacciones desde diversas 
instancias, como jueces y fiscales de diferentes niveles, quienes 
han tomado la iniciativa para defender su autonomía y resistir 
estas presiones.

Por ejemplo, en el ámbito institucional, hemos visto al Poder 
Judicial reafirmar su autonomía frente al Congreso al negarse a 
implementar medidas que consideran inconstitucionales. Ade-
más, se ha observado un mayor pronunciamiento público por 
parte de colectivos de jueces y fiscales, a través de comunica-
dos y otras acciones, que buscan defender su independencia y, 
al mismo tiempo, generar conciencia sobre estos temas tanto 
a nivel nacional como internacional. Un caso reciente fue el 
testimonio del juez Ordóñez ante la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, alertando sobre la situación actual en 
el país.

En este escenario, la batalla política también se libra en el terre-
no de la opinión pública. Esto es fundamental para contrarrestar 
narrativas que, aunque tienen algo de sustento, también buscan 
desprestigiar a las instituciones autónomas. Por ejemplo, se les 
ha acusado de ser abusivas o excesivas en la judicialización de 
casos, lo que ha generado una percepción negativa en ciertos 
sectores. Aunque es importante defender su independencia, es-
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tas instituciones también deben reflexionar sobre cómo sus ac-
ciones y decisiones son percibidas, para evitar que esto afecte 
su legitimidad.

En ese sentido, es clave encontrar un equilibrio: defender la au-
tonomía e independencia de estas instituciones, pero asegurar-
se de que no se perciban como abusivas o extremas, ya que 
esto genera rechazo y dificulta su causa. La legitimidad de estas 
instituciones no solo se basa en su marco constitucional, que 
claramente les otorga autonomía, sino también en cómo logran 
construir y mantener la confianza de la ciudadanía y otros ac-
tores.

Para culminar, y moviéndonos también a otro espectro, a lo privado, 
vemos que el este sector privado en muchas ocasiones es percibido 
como un actor menos comprometido en la lucha contra la corrup-
ción, a pesar de que desempeñe un papel crucial en la economía y 
política de nuestro país. ¿Cuál debería ser el rol activo del sector 
privado frente a los casos de corrupción? ¿Qué medidas concretas 
podrían adoptar las empresas para no sólo prevenir su involucra-
miento en los actos de corrupción, sino también para contribuir de 
manera efectiva a la transparencia y la lucha contra la corrupción en 
el ámbito nacional?

Definitivamente, el sector privado tiene un papel importante 
que asumir en la lucha contra la corrupción. Como hemos visto, 
la corrupción suele involucrar a más de una parte, y en muchos 
casos hay actores del sector privado que participan en esque-
mas o actos corruptos. Es fundamental partir de este recono-
cimiento y comprender que, si el sector privado no colabora 
activamente en esta lucha, no podremos generar los cambios 
necesarios. Todos perdemos si la corrupción persiste.

En este sentido, es crucial implementar acciones preventivas 
para evitar la reproducción de estas prácticas. El sector privado 
puede intervenir revisando sus propios procedimientos y adop-
tando esquemas de compliance para evaluar riesgos y tomar 
medidas preventivas, tal como lo ampara la legislación vigente. 
Además, la participación en espacios gremiales también es una 
oportunidad clave para dialogar sobre problemas comunes, re-
solver preocupaciones mutuas y colaborar en la generación de 
sinergias en la lucha contra la corrupción.

Otro aspecto importante es que el sector privado debe pro-
nunciarse públicamente y sumar esfuerzos para enfrentar el 
deterioro institucional que estamos atravesando. Este deterioro 
afecta a todos, y, aunque inicialmente podría parecer que no 
tiene un impacto directo en la actividad privada, a largo plazo 
vemos cómo esta situación pasa factura, como sucede con el 
aumento de la delincuencia y la inseguridad, que son síntomas 
claros del debilitamiento institucional.
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Por ello, es fundamental que todos los sectores actúen, parti-
cipen y exijan cambios. Es necesario defender ciertos mínimos 
de institucionalidad, transparencia y democracia para evitar que 
el deterioro continúe afectando tanto a las actividades econó-
micas como a la sociedad en general. En ese sentido, el sector 
privado debe continuar avanzando en la coordinación con otros 
actores y contribuir activamente desde los espacios en los que 

tiene influencia.

Habiendo tenido esta valiosa reflexión sobre las instituciones es-
tatales y privadas y la importancia que tienen para contribuir a la 
lucha contra la corrupción y el crimen organizado damos concluida 
esta entrevista. Gracias por compartir sus conocimientos y experien-
cias con todos los lectores.
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